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SINOPSIS


			 

			 

			 

			Este año se cumple el 40 aniversario de las primeras elecciones democráticas en España tras la muerte de Franco. En este libro, que cierra la colección de Historia de España en 12 volúmenes dirigida por Ramón Villares y Josep Fontana, Xosé Manuel Núñez Seixas —acompañado de Lina Gálvez y Javier Muñoz— hace un exhaustivo análisis del período que va desde la muerte de Franco a la victoria de Mariano Rajoy. De la política a la cultura, de la economía a los profundos cambios sociales experimentados en el período, esta obra supone un recorrido apasionante por las páginas más recientes de nuestra historia.
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INTRODUCCIÓN GENERAL


			 

			 

			 

			Esta nueva Historia de España que publican en coedición Crítica (Barcelona) y Marcial Pons, Ediciones de Historia (Madrid), pertenece a un género historiográfico que cuenta con una gran tradición en la cultura española, pues son numerosas las obras que, con el título más o menos explícito de «historia general de España», se han publicado desde el siglo XVI hasta la actualidad. No es menester efectuar una genealogía de esta tradición literaria para darse cuenta de que este es un reto al que los historiadores de cada época han intentado enfrentarse.

			Dejando al margen la abundancia de «crónicas» y «anales» de tradición medieval, es opinión común que las obras del vasco Esteban de Garibay (1571) y del jesuita toledano Juan de Mariana (1592) son las primeras expresiones dignas del nombre de historias de España. Ambas planteaban uno de los grandes debates políticos e historiográficos que, desde entonces, no ha dejado de estar presente en este tipo de obras: ¿cuál es el sujeto del relato? En el caso de Garibay, su relato es una exposición yuxtapuesta de la «universal historia de todos los reynos de España». En el caso de Mariana, su enfoque es más unitarista y el eje sobre el que gravita la narración es el reino de Castilla. 

			La obra más influyente fue, sin duda, la del padre Mariana, Historiae de rebus Hispaniae, en versión latina de 1592 y castellana de 1601, que fue durante más de dos siglos el gran referente de la historiografía española. Impresa todavía en el siglo XIX, la obra de Mariana sólo fue sustituida en el favor del público y de la crítica por la Historia general de España, de Modesto Lafuente, publicada en 30 volúmenes entre 1850 y 1859 y también sucesivamente reeditada. El éxito de la obra de Lafuente fue notable, tanto en la fijación de los grandes tópicos de los manuales escolares como en la construcción del imaginario histórico de la España liberal, en el que el gran sujeto del relato fue el «ser vivo» de la nación española, ordenada por unos principios que arrancaban del proyecto de Covadonga: «una religión, un sacerdocio, un trono, un rey, un pueblo y una monarquía». Se publicaron muchas otras obras de índole general en la España del siglo XIX, pero ninguna otra adornó como esta los anaqueles de las bibliotecas de las clases medias españolas de la época de la Restauración. 

			La crisis de fin de siglo y la recepción de algunas influencias de la historia francesa y alemana favorecieron la aparición de nuevas historias generales, algunas de ellas mucho menos extensas que las anteriores. La más valiosa fue la Historia de España y de la civilización española (1899) de Rafael Altamira, un autor que trató de introducir en España los métodos de la historiografía francesa de Gabriel Monod y Henri Berr. Frente a la hegemonía de la historia política y de acontecimientos del modelo liberal, la apuesta de autores como Altamira fue la de introducir nuevos conceptos, como el de «civilización», noción que suponía prestar atención a las instituciones sociales, a la economía y a la cultura. 

			El más ambicioso de todos los proyectos de historia general de España concebidos durante el siglo XX fue el que comenzó dirigiendo Ramón Menéndez Pidal y culminó José María Jover. Aunque es difícil atribuir unidad de relato a una obra que tardó unos setenta años en completarse, con más de 60 volúmenes publicados y en la que colaboraron cientos de autores de épocas y formaciones muy diversas, lo cierto es que acabó convirtiéndose en una obra de referencia, más como enciclopedia que como texto accesible para el gran público. Aunque durante el franquismo logró esquivar los intentos de reconstruir un relato histórico acorde con el régimen dictatorial, la influencia de su primer director, maestro de la escuela histórico-filológica española, se dejó sentir en su enfoque profundamente unitarista y castellanista, como denunció de forma contundente Pere Bosch i Gimpera en su conocido discurso «España», pronunciado en la Universidad de Valencia en 1937, germen de las reflexiones agrupadas en su libro La España de todos (1976), un auténtico manifiesto en su propio título.

			A partir de la guerra civil y del triunfo de la dictadura de Franco, dos grandes modelos historiográficos trataron de reflejar la radical diversidad política de las «dos Españas». El de la tradición republicana continuada en la «España peregrina» del exilio, del que formaron parte tanto el citado Bosch i Gimpera como Ramos Oliveira, Américo Castro o Sánchez-Albornoz. Muchas de sus controversias tuvieron amplio eco en el interior, pero nunca abdicaron de su condición de intelectuales pertenecientes al bando de los vencidos. Algunos libros más breves escritos en el exilio, caso de los primeros textos de Tuñón de Lara, o de hispanistas como Pierre Vilar, lograron introducir en el debate historiográfico enfoques y contenidos correspondientes a la época contemporánea. La breve Historia de España (1947) de Vilar fue, en este sentido, un libro de amplia repercusión, por más que su lectura no se hiciera masiva hasta los años setenta, en la edición de Crítica. 

			Mientras tanto, en la España de Franco hubieron de convivir posiciones historiográficas bien diversas, desde la citada escuela de Menéndez Pidal o los manuales de Aguado Bleye y de Antonio Ballesteros con obras de autores como José María Pemán, autor de La historia de España contada con sencillez, un «texto oficial para las escuelas públicas de la nación» repleto de errores y de intención propagandística. La resistencia más o menos «silenciosa» frente a esta interpretación de la historia de España fue abriéndose paso de forma paulatina. El programa historiográfico abierto por Jaume Vicens Vives en los años cincuenta fue el primer paso, concretado en su Aproximación a la historia de España (1952) y sobre todo en su obra más ambiciosa, Historia social y económica de España y América (1959), escrita por lo que Vicens denominaba con frecuencia «escuela de Barcelona». Su aproximación a la estadística, su aliento interpretativo y su rechazo del «culturalismo» —por sesgado y lleno de prejuicios ideológicos— marcaron un punto de inflexión en la historiografía española del siglo XX.

			La renovación de los años sesenta y setenta, entreverada con la recepción del marxismo y de la escuela francesa de los Annales, se plasmó a su vez en la aparición de nuevas visiones generales de la historia de España. Además del muy conocido manual de los sesenta de Ubieto, Reglà, Jover y Seco, Introducción a la historia de España, los dos proyectos más sólidos se elaboraron en la década de los setenta. El primero fue la Historia de España Alfaguara, dirigida por Miguel Artola, en la que se funde la mejor tradición liberal con la pujante historia económica y, algunos años más tarde, la más extensa Historia de España Labor, dirigida por Manuel Tuñón de Lara, que suponía una confluencia de la historiografía del interior de orientación progresista con la practicada durante muchos años en el exilio. 

			Desde entonces, y pese a los cambios que han tenido lugar en los enfoques, los contenidos y los métodos historiográficos, las historias de España publicadas han sido o bien ensayos de interpretación global del devenir histórico español (pensemos en las más recientes de Joseph Pérez, Javier Tusell o Antonio Domínguez Ortiz) o bien aproximaciones de naturaleza enciclopédica o temática, de gran valor en contenidos y planteamiento de nuevos problemas, pero carentes en general de una intención unitaria. El género de la historia de España también fue abordado por obras de vocación divulgadora y, a veces, con un decidido carácter revisionista, del que la presente obra se quiere separar claramente. Nos hallamos, pues, en un momento en el que no sólo se debe afrontar una nueva historia de España, sino que es necesario hacerlo con otras perspectivas que incorporen las profundas transformaciones que ha experimentado el conocimiento de nuestro pasado colectivo en los últimos veinte o treinta años. 

			 

			 

			Esta Historia de España nace con vocación de síntesis, aun dentro de su extensión, pero no se concibe como un habitual estado de la cuestión. Se trata de establecer una visión de conjunto del pasado histórico español, inspirada en la renovación historiográfica que ha tenido lugar en España desde los años setenta, que sea digna heredera de la tradición democrática y progresista que inspiraba obras como las de Altamira, Artola, Tuñón, Vilar o Vicens. Hoy conocemos mucho mejor el pasado, pero no es sólo el caudal de conocimientos lo que importa, sino de forma especial los nuevos enfoques y problemas que se deben abordar. Porque de lo que se trata, en última instancia, es de ofrecer, por la vía del relato histórico, una visión de la España actual, de ordenación política plural en su forma de estado y de entusiasta apertura al exterior en sus comportamientos económicos, sociales y culturales. 

			El plan de esta Historia de España es más novedoso de lo que, a primera vista, pudiera parecer. La obra es de carácter colectivo, dividida en doce volúmenes, diez de ellos concebidos con criterio cronológico y dos de naturaleza más transversal o sectorial, dedicado uno a la posición de España en Europa y el otro, al proceso de construcción de las historias de España, sus grandes debates y sus mitos. El objetivo no es publicar una historia de España más, sino ofrecer una obra que represente lo que un grupo de historiadores españoles de comienzos del siglo XXI piensa de la sociedad en la que viven, convencidos de que el conocimiento del pasado es herramienta imprescindible para proyectar el propio futuro. Es una obra que está escrita por historiadores profesionales, pero que se dirige a un público amplio, con la intención de situar el debate sobre el pasado colectivo de los españoles en el punto de mira de la opinión pública de la sociedad actual. 

			Como fruto de esta reflexión, se van a privilegiar más los enfoques nuevos que la voluntad de ofrecer un balance de lo que hoy sabemos sobre el pasado español. Aunque el sujeto implícito del relato es España, hay una voluntad decidida de superar las posiciones nacionalistas o esencialistas que tanto han caracterizado el discurso historiográfico español del siglo XX. Porque esta obra no surge como una respuesta a un «problema de España», como pensaban Ortega, Castro o Sánchez-Albornoz, sino con la voluntad de construir una imagen de la España actual como una sociedad abierta e integrada en el plano europeo y mundial, con sensibilidad por la pluralidad y la diversidad cultural. Estas son algunas de las preocupaciones actuales que, en otro tiempo, o no se tenían en cuenta o no se consideraban esenciales para la construcción de un relato histórico. Se prefería asentar la idea de los orígenes remotos y específicos de los pobladores de España, desentrañar caracteres nacionales permanentes, como la religiosidad o la precoz unidad política, y resaltar los aspectos más excepcionales o únicos del devenir histórico español, separándolo de forma más o menos consciente de la marcha general de la historia europea. 

			Y hay, en cambio, nuevos problemas que guiarán la perspectiva con que nos enfrentemos en la actualidad a este reto de construir otro relato de la historia española. De entrada, la decisión de entender España desde un punto de vista de la diversidad, pero sin caer en la fácil tentación de levantar un edificio por agregación de relatos particulares, sea de tópicos específicos, sea de territorios acotados. Por otra parte, está la decisión de los autores de incorporar a su punto de vista la importancia de cuestiones como la construcción de una ciudadanía activa, el papel de la política y la cultura, el peso de la mujer o, en otra perspectiva, la integración europea o la posición de España en el mundo. Aunque depende de las distintas etapas cronológicas, estas serán algunas de las balizas que marcarán las rutas del relato de esta Historia. 

			En la distribución de contenidos y en la acotación temporal de cada uno de los volúmenes predomina claramente la época contemporánea, con especial atención al siglo XX, del que se ocupará de forma expresa una tercera parte del total de la obra. Se trata de una decisión que no deriva de gustos o conveniencias personales, sino de la convicción, deudora de la tradición historiográfica en que nos situamos, de que el presente es dato fundamental para guiar nuestra visión del pasado, tanto próximo como remoto.

			Esta obra nace de la confluencia no sólo de dos editoriales asentadas en las dos principales ciudades españolas actuales, sino también de una nómina de autores de filiación metodológica y generacional relativamente plural, a quienes, como coordinadores de la obra, queremos manifestar nuestro agradecimiento. Es esta voluntad de convergencia lo que ha amalgamado el proyecto y no tanto la percepción de un problema social o político, como pudo haber sido la crisis del 98, la guerra civil o el final del franquismo, que es algo que está detrás de muchas de las historias de España que nos preceden. Por esta razón, podemos afirmar que esta es una obra que no se incuba en ninguna «angustia nacional» ni en el drama de un conflicto bélico o político, sino que nace de la práctica normalizada de un trabajo intelectual. En cierto modo, es la propia condición profesional de historiadores la que ha determinado que este proyecto fuera realizado. Esta es nuestra propuesta para los lectores que, a la postre, serán los mejores intérpretes de los resultados de la obra. 

			 

			JOSEP FONTANA

			RAMÓN VILLARES

		

	


	
		
			
PRÓLOGO


			 

			 

			 

			Corresponde a los autores de este volumen, España en democracia, 1975-2011, poner fin al recorrido cronológico de la colección de Historia de España, iniciada hace ya una década. Doble responsabilidad, no sólo por cerrar el ciclo, sino también porque el último capítulo de una narración temporal supone, en cierto modo, una culminación de las tendencias evolutivas apuntadas en los períodos anteriores, y una proyección, explícita o implícita, de futuro. La Historia, como es sabido, es hipermétrope: ve mal de cerca. Por ello, la dificultad de tratar un tiempo determinado aumenta cuanto más reciente es aquel. Hemos optado aquí por cerrar esta Historia, de modo provisional, en el fin del segundo Gobierno socialista presidido por José Luis Rodríguez Zapatero, a fines de 2011, señalando algunos problemas nuevos, o viejos problemas con renovadas expresiones, que asomaban entonces por el horizonte a lomos de la gran depresión económica y que, a día de hoy, siguen pendientes de resolución.

			Los autores de este volumen, nacidos entre 1965 y 1969, han sido y son por fuerza espectadores, desde distintos territorios hispánicos, de muchos de los acontecimientos aquí analizados. Sin embargo, corresponden a la generación «X», que cursó Educación General Básica, Bachillerato Unificado Polivalente y COU, según las directrices de la Ley General de Educación de 1970; que ya no protagonizó en primera línea los acontecimientos de la Transición a la democracia, pero en parte pudo comprender mucho de lo que ocurría a través de su entorno, o de la implicación activa de padres, hermanos o primos mayores. No tuvimos que correr delante de los grises, sino que vivimos ese período crucial en la escuela o el instituto, y recordamos el día de la muerte del general Franco porque hubo unos días extra de vacaciones. En cierto modo, somos hijos del desarrollismo y los años de bonanza que siguieron a 1985, pero también, en buena medida, del desencanto de la Transición, de la inserción de España en la Comunidad Europea y sus ventajas —becas Erasmus, fronteras abiertas, estudios en el extranjero—, y del impacto de la gran depresión en la madurez. La mirada generacional es, por tanto, común, aunque, como el lector apreciará, no exenta de matices diferenciales. Una ventaja comparativa de esa perspectiva generacional es la mayor facilidad para abordar históricamente el período de transición y consolidación democrática sin ansias de justificación, pero tampoco de condena apriorística. Aunque bien sabemos que la Historia no es ni puede ser aséptica, nuestro propósito es situarnos por encima del debate periodístico y político acerca de las bondades y las maldades de la transición y consolidación democrática, y distanciarnos tanto del relato encomiástico y triunfalista como del juicio normativo. Partimos de la base de que nuestra tarea es, ante todo, reconstruir el contexto, las oportunidades y las decisiones que tomaron los actores históricos concretos. 

			La estructuración por partes de este volumen es clásica, y obedece a las pautas de estilo que rigen en esta colección: la búsqueda de un equilibrio entre rigor y alta divulgación. En un primer bloque (X. M. Núñez Seixas) se trata la evolución sociopolítica del período en sentido amplio, comprendiendo sobre todo la articulación político-institucional de la España democrática desde el final del franquismo hasta los primeros gobiernos de la Transición bajo Arias Navarro y Adolfo Suárez, la compleja puesta en marcha de la España constitucional bajo la batuta del mismo Suárez y Leopoldo Calvo-Sotelo, el período de gobierno socialista de Felipe González, los años de gobierno conservador de José María Aznar y la España de Zapatero. También se analizan, mediante epígrafes específicos, aspectos como la construcción de los movimientos sociales y los principales debates ideológicos en liza desde el tardofranquismo; para ello, hemos seguido una estructuración cronológica, en la que determinados temas (desde el golpismo militar hasta la política antiterrorista o la cuestión territorial) han sido objeto de excursos más amplios que, en ocasiones, rebasan hacia atrás y hacia delante el marco cronológico del capítulo en que están insertos, y que también intentan señalar continuidades y discontinuidades entre unos períodos y otros. En un segundo bloque (Lina Gálvez) se abordan en sucesivos capítulos tanto la evolución económica del período tratado, cuya periodización no sigue la misma pauta que la marcada por la política, como los principales aspectos de la evolución de la sociedad española, mediante incisivos apartados temáticos dedicados a los cambios demográficos, los roles de género y las principales características de un estado del bienestar construido «a contracorriente». Finalmente, en un tercer bloque (Javier Muñoz Soro) se estudia la evolución de la cultura española desde la Transición atendiendo a una combinación de criterios temáticos y cronológicos, desde la «transición de la cultura» hasta la construcción de un «Estado cultural» y la disputa por la hegemonía de la cultura que ha tenido lugar desde finales del siglo XX. Muchas de las cuestiones aquí desarrolladas han sido ya objeto por parte de los autores de aportes especializados, que han sido sometidos a una necesaria ampliación temática, adaptación y reactualización. Acompañan al texto principal una cronología detallada y una selección de documentos clave para la comprensión del período, en la opinión de los autores, así como gráficos, mapas y una bibliografía comentada. 

			Toda obra que se precie es una obra colectiva. Por ello, agradecemos en primer lugar a los coordinadores de la colección, Josep Fontana y Ramón Villares, la confianza depositada para culminarla con este volumen. Igualmente, a los responsables de Editorial Crítica y de Marcial Pons por su paciencia en esperar manuscritos y correcciones que, como muchas cosas en la vida, a veces tardaron más de lo debido, pero llegaron. Sin la eficaz colaboración de Carmen Esteban, Raquel Reguera y Óscar González Caamaño, este libro no habría sido posible. Finalmente, y como coordinador y, a la vez, autor de la obra, no me queda sino agradecer muy sinceramente a los colegas Lina Gálvez y Javier Muñoz su buena disposición para embarcarse en esta aventura, su profesionalidad y su, una vez más, acreditada solvencia historiográfica. En circunstancias personales no siempre fáciles para todos nosotros, la singladura ha llegado a buen puerto. Es el público lector quien debe juzgar el resultado.

			 

			XOSÉ M. NÚÑEZ SEIXAS 

			Múnich, junio de 2017

		

	


	
		
			
PARTE I.


			EVOLUCIÓN SOCIOPOLÍTICA

			(XOSÉ M. NÚÑEZ SEIXAS)

		

	


	
		
			Capítulo 1

			
¿ATADO Y BIEN ATADO? FRANQUISMO SIN FRANCO Y ESPERANZAS DE REFORMA, 1973-1975


		   

			 

			 

			La rampante modernización económica de la década de 1960 y los cambios sociales acaecidos en España hacían presagiar a los principales jerarcas del régimen franquista que, tras la previsible muerte del dictador en un futuro próximo, todo quedaría «atado y bien atado». Soñaban con transformar la legitimidad cuartelera inicial, fundamentada en la guerra civil, en una nueva legitimación como «dictadura desarrollista», que se autojustificase como un régimen modernizador en lo económico, autoritario en lo político pero con concesiones a la democracia orgánica, garante de la paz y la estabilidad social e integrado en el bando occidental durante la guerra fría, y en el que el orden público se mantuviese mediante una represión cotidiana que, sin embargo, había limado sus aristas más salientes desde la década de 1950.

			Los desequilibrios del crecimiento económico, desde las altas tasas de emigración exterior hasta la inexistencia de un sistema impositivo equitativo y redistributivo, se sumaban a la ausencia de cualquier reforma de la propiedad agraria (salvo en algunos aspectos «técnicos», orientados hacia la concentración parcelaria en las zonas de pequeña propiedad), la acumulación de la riqueza en pocas manos, desde las familias tradicionales de grandes propietarios agrarios a las vinculadas al capital financiero, o la falta de valor añadido de buena parte de la producción industrial. A ello se añadía la escasa cualificación de la mano de obra industrial y del sector servicios; el hecho de que varios cientos de miles de españoles habían tomado el camino de la emigración a América y a Europa occidental desde los años cincuenta y seguirían saliendo, a un ritmo anual decreciente, hasta 1973; un sistema de educación pública con graves deficiencias, que hasta 1970 no generalizó de modo efectivo la escolarización a toda la población infantil, y que concedía un amplio espacio en el terreno de la educación primaria y secundaria a los colegios privados, en su mayoría de orientación confesional católica; o un sistema de previsión social y de prestaciones claramente subdesarrollado en relación con Europa occidental. El régimen, y en particular los falangistas vinculados a la Organización Sindical (OS), gustaba de repetir que sólo con Franco se había creado un sistema de previsión y seguridad social, con vacaciones pagadas y cobertura en caso de enfermedad. Sin embargo, lo cierto era que los fundamentos de esos sistemas habían sido ya asentados con anterioridad a 1936, que su extensión presentaba fuertes carencias y que la calidad de los servicios de ese estado del pseudobienestar tardofranquista era muy inferior al promedio de la Europa occidental, como se expone más adelante.

			Con todo, los cambios sociales de los años sesenta iban a sentar las bases de la crisis del régimen. El ascenso del nivel de vida de una clase media en expansión, la acelerada urbanización del país y el aumento de las expectativas de bienestar se acompañaba de un incremento sin precedentes del número de estudiantes universitarios. Era una sociedad en creciente ebullición, al menos en sectores significativos de la misma y en particular en las zonas urbanas, para la que el rígido corsé institucional, político y moral impuesto por el régimen franquista se quedaba muy estrecho, y en la que se acumulaban síntomas de descontento desde principios de la década de 1960. Una sociedad con altos índices de desarrollo tenía, de hecho, más posibilidades de democratización que una sociedad caracterizada por una renta per cápita más baja.

			Las raíces de ese descontento no se localizaban ya de modo preferente en el exilio republicano, cuyas envejecidas élites eran cada vez más incapaces de conectar con las inquietudes de la nueva generación que tomaba el relevo en el interior y que no había protagonizado la guerra civil; ni tampoco en los focos de la resistencia antifranquista de los primeros años cuarenta, desde las comarcas rurales en las que había subsistido la guerrilla —‌cuyos últimos activistas habían abandonado la lucha armada a mediados de los cincuenta, aunque alguno, como el gallego Xosé Castro, «Piloto», había sido abatido ¡en 1965!—, o las regiones industriales, con la señera excepción de la cuenca minera asturiana, protagonista de una larga huelga en 1962. Con todo, los lenguajes políticos de la oposición ya no eran similares, como tampoco lo eran los lemas y símbolos movilizadores; los estímulos contemporáneos eran distintos, desde los ejemplos de la revolución cubana y las guerrillas sudamericanas hasta los movimientos de liberación anticolonial del tercer mundo, el influjo del existencialismo o del maoísmo; y las líneas de continuidad entre los nuevos y los viejos antifranquismos tampoco eran nítidas.

			 

			 

			INMOVILISTAS Y REFORMISTAS: EL VUELO DE ÍCARO

			Dentro de las mismas familias políticas del régimen también se registraban cambios. Algunos hijos de los vencedores de la guerra civil pasaron a rebelarse contra la causa defendida por sus padres en 1936-1939, y hasta antiguos falangistas, como Dionisio Ridruejo, protagonizaban ahora iniciativas para tender puentes entre oposición interior y exilio. Pero, por otro lado, a lo largo de los años sesenta tuvo lugar una creciente rivalidad dentro del régimen entre los partidarios de su continuidad y los favorables a una evolución del mismo, a una reforma o apertura que soslayase la deficiente institucionalización de la dictadura franquista, ligada sobre todo a la figura de Franco, pero no a un entramado institucional y legislativo sólido capaz de asegurar su pervivencia cuando el dictador faltase.

			Entre inmovilistas y aperturistas se manifestaban, a su vez, divergencias importantes acerca del diseño de lo que en ningún caso se planteaba como una evolución inmediata o progresiva hacia la democracia representativa, sino como una suerte de reactualización de los principios y leyes fundamentales del régimen. Algunos, como los ministros Manuel Fraga Iribarne o José Solís, preferían que fuese nombrado un regente, y no fuese designado un miembro de la dinastía de los Borbón, de acuerdo con las alternativas que ofrecía la Ley de Sucesión aprobada en 1947. Otros, como el tecnócrata y miembro del Opus Dei Laureano López Rodó y el almirante Luis Carrero Blanco, abogaban por el príncipe Juan Carlos, educado en España desde finales de los cuarenta. La decisión por parte de Franco de nombrarlo sucesor el 22 de julio de 1969, saltándose a su padre, el infante don Juan de Borbón, zanjó la disputa.

			Para Carrero y López Rodó, influidos por las teorías de Gonzalo Fernández de la Mora acerca del fin de las ideologías y de la nueva legitimidad del Estado a través de su actuación en beneficio de los ciudadanos, la participación política desde abajo debía reducirse al mínimo indispensable, por lo que recelaban de las libertades fundamentales, y en particular de la Ley de Prensa promovida por el ministro de Información y Turismo Fraga Iribarne en 1966. Lo fundamental era disponer de políticos capaces de tomar decisiones complejas, y de un cuerpo de funcionarios eficaces y bien formados, así como fomentar la economía de mercado con planificación indicativa del Estado. El Movimiento Nacional y la Organización Sindical debían desaparecer, o quedar reducidos a un papel simbólico que no condicionase la acción del Gobierno. Para Fraga Iribarne y José Solís, por el contrario, el Movimiento debería ser un instrumento de control de las futuras asociaciones políticas, que posteriormente se transformarían en partidos. La crisis ministerial de mayo de 1969 supuso el triunfo de la opción de López Rodó, apoyado por Carrero Blanco, y la salida de Fraga y Solís del Gobierno. Once de los diecinueve ministros del nuevo gabinete eran miembros del Opus Dei o próximos a él.

			La institucionalización del régimen, con todo, seguía siendo débil, como ya había denunciado el falangista José Luis de Arrese en 1957, y dependía en exceso de la persona de Franco. No era un Estado de Derecho, sino un Estado con Derecho. Con las distintas leyes fundamentales que el dictador hizo aprobar por las Cortes a lo largo de los años sesenta, Franco aspiraba a asegurar la pervivencia de los rasgos fundamentales del régimen tras su muerte. La separación de los cargos de jefe del Estado y presidente del Gobierno fue sólo teórica. Sin embargo, era un mecanismo esencial para garantizar la continuidad del franquismo sin Franco, ya que el dictador podía designar para el cargo a una personalidad de su entera confianza, para que tomase las riendas del poder y, directa o indirectamente, sirviese de freno o de orientación al futuro rey. En 1972, Franco firmó una orden por la que establecía que tras su muerte el vicepresidente del Gobierno, Carrero Blanco, podría permanecer cinco años en el puesto.

			Las disposiciones legales para la continuidad del Gobierno tras la muerte de Franco constituían sólo una parte de las medidas destinadas a prever la prolongación del régimen. Un aspecto fundamental era la regulación de la sucesión en la jefatura del Estado. Desde 1948, España era de nuevo, según la definición oficial, un reino, pero Franco se había reservado el derecho a designar su sucesor con rango real. No fue hasta el 22 de julio de 1969 cuando Franco anunció pública y oficialmente su voluntad de nombrar al príncipe Juan Carlos de Borbón como heredero de la jefatura del Estado. Juan Carlos recibió el título de príncipe de España. No se trataba, sin embargo, de una mera restauración de la monarquía tradicional que había sido derrocada en 1931.

			Desde 1967 desempeñaba la vicepresidencia del Gobierno y, en la práctica, gestionaba la marcha de los asuntos de estado, el principal y más duradero asesor áulico de Franco desde los primeros años cuarenta, el almirante Carrero Blanco. Era un católico integrista, opuesto a cualquier concesión liberalizadora que permitiese lo que para él era la influencia sibilina del comunismo internacional, que se encargó de demonizar y retratar en varias publicaciones firmadas con los pseudónimos Juan de la Cosa o Ginés de Buitrago. El almirante era, sin duda, la mejor expresión del franquismo «a secas» heredado de la guerra civil, una fusión de integrismo moral y religioso con resabios fascistas, anticomunismo visceral, antiliberalismo tradicionalista y horror a cualquier forma de participación política de las «masas» —‌ofrecer democracia a los españoles, afirmaría en 1971, era como regalar vino a un alcohólico rehabilitado—, que también caracterizaba a los sectores más inmovilistas del tardofranquismo. Con todo, como después manifestó el entonces líder socialista en la oposición Felipe González, en el Servicio Central de Documentación (SECED) creado por Carrero que se encargaba de vigilar a los jóvenes dirigentes de la oposición interior, se apreciaban algunos «destellos de inteligencia política», así como un trato algo diferente hacia los antifranquistas. Si no el propio almirante, sí algunos de sus colaboradores empezaban a pensar en las posibles bases de una España posfranquista en la que los socialistas eran preferidos a los comunistas y eran tratados con una cierta tolerancia.

			Durante la etapa de gobierno de Carrero Blanco, el régimen vio declinar de forma progresiva su legitimidad y estabilidad política. La oposición política interior adquirió nuevos apoyos e incrementó sus actividades, particularmente entre los estudiantes universitarios, pero también entre una parte del clero católico de base, y una nueva generación de partidarios del nacionalismo vasco, considerablemente radicalizado desde el nacimiento de la organización Euskadi Ta Askatasuna (ETA) en 1959, que a partir de 1968 dio el salto a la lucha armada contra miembros de las Fuerzas de Orden Público. Se unía a esos grupos un renacido movimiento obrero, que se rearticuló, por un lado, en torno a las Comisiones Obreras (CC. OO.), influidas por el Partido Comunista de España (PCE) y surgidas en varias ciudades a principios de los sesenta, que a partir de 1963 adoptaron la estrategia de minar desde dentro el aparato sindical franquista mediante la explotación de sus canales institucionales de participación, en beneficio de los intereses de los trabajadores; por otro, nacieron sindicatos con origen en núcleos cristianos católicos, de los que el más importante fue la Unión Sindical Obrera (USO), fundada en 1961.

			Los sucesivos éxitos de CC. OO. provocaron la reacción del régimen, que declaró ilegal la organización en 1967, realizó decenas de detenciones entre sus líderes y, en 1972, encarceló a sus principales dirigentes, entre ellos Marcelino Camacho y Nicolás Sartorius, que fueron condenados en diciembre del año siguiente a penas de quince años de prisión en el famoso Proceso 1001. Sin embargo, la represión tuvo el efecto contrario al deseado y reforzó la conflictividad laboral, como mostraron las huelgas de la factoría Seat en Barcelona (octubre de 1971) o las de marzo de 1972 en los astilleros de Ferrol y Vigo. Con un breve paréntesis entre 1971 y 1972, la conflictividad laboral desde 1970 no hizo sino crecer: entre 1966 y 1974, el número de conflictos se multiplicó casi por seis, y el de trabajadores en huelga, por siete. Si el disenso prendió primero en los principales núcleos fabriles y mineros, y lugares con arraigada cultura obrera, también se extendió a los enclaves industriales creados en los años sesenta, y alcanzó incluso a zonas rurales y semiurbanas.

			A la actividad sindical se unían nuevas formas de articulación de la sociedad civil, sobre todo en el medio urbano: el surgimiento de centenares de asociaciones de vecinos al amparo, inicialmente, de la Ley de Asociaciones de 1964. Su génesis y coloración política explícitas eran muy diversas, como también lo eran los actores que intervinieron en su nacimiento. Muchas de esas entidades estaban influidas por activistas políticos, tanto vinculados al PCE como, andando el tiempo, a otras organizaciones de la izquierda revolucionaria; más de una nació sin tintes políticos, pero se radicalizó al chocar con la intransigencia de las autoridades o la represión de las manifestaciones y actos de protesta vecinal; otras surgieron a instancias de curas párrocos comprometidos. Y en todas ellas el papel de la mujer fue fundamental. Sus objetivos consistían en subsanar las notorias deficiencias en infraestructuras y servicios que habían acompañado a la rápida expansión de los años cincuenta y sesenta de numerosos barrios periféricos de los núcleos urbanos grandes y medianos, y que iban desde la falta de alcantarillado o de traída de aguas hasta la ausencia de espacios públicos, escuelas e institutos, y transportes públicos y escolares. Esas deficiencias eran especialmente gravosas en los barrios de chabolas que aún persistían en las grandes ciudades, donde se planteaba incluso el riesgo de propagación del paludismo o el tifus. En las periferias urbanas, pero también en pequeñas localidades, esas asociaciones, nacidas de una fuerte conciencia comunitaria en los nuevos barrios, actuaban a menudo como «ayuntamientos paralelos», contándose por decenas y movilizando a miles de personas. Un papel no desdeñable en la articulación de esa identidad colectiva fue el desempeñado por otras formas asociativas, que activaban los vínculos comunitarios en barrios y pueblos o aldeas, desde los teleclubs a nuevas formas de asociacionismo agrario.

			El movimiento vecinal, que sería particularmente activo entre 1975 y 1979, poseía una dinámica propia, y de hecho muchas de las asociaciones otorgaron prioridad a la consecución de fines prácticos e inmediatos, por lo que buscaron con frecuencia el diálogo y el pacto con las autoridades municipales. Sin embargo, era una muestra de que la expansión de las clases medias y de las capas obreras también había generado una mayor articulación autónoma de la sociedad civil, al margen de los canales institucionales del régimen, cuyas organizaciones de masas habían entrado en una franca decadencia e inoperancia. Así, fueron numerosas las asociaciones que se negaron a reconocer la legitimidad de las autoridades municipales heredadas del franquismo, renovadas en enero de 1976 al abrigo de la Ley de Bases del Régimen Local, y que denunciaban su inoperancia y falta de interés por los problemas reales de los vecinos. El alcalde de Barcelona se vio obligado a dimitir tras la campaña en su contra de la Federación de Asociaciones de Vecinos de Barcelona durante el verano de 1976, en demanda de ayuntamientos democráticos; y tras las elecciones de junio de 1977, muchos alcaldes se vieron presionados por la falta de reconocimiento de su autoridad por parte del movimiento vecinal, que exigía a menudo la constitución de gestoras municipales cuya composición política reflejase los resultados electorales a nivel local.

			Desde finales de los años sesenta, a la intensificación de la oposición interior en varios frentes se unió además el creciente desapego del régimen de sectores importantes de la Iglesia Católica, tanto de sus jerarquías como de movimientos de base. En ello influía la importante renovación generacional del episcopado español, los nuevos aires insuflados por el concilio Vaticano II y la imbricación de numerosos párrocos con las reivindicaciones vecinales, obreras o, en particular en el País Vasco, nacionalistas. En septiembre de 1971 la Asamblea Conjunta de Obispos y Sacerdotes debatió, aunque no llegó a aprobar por mayoría, la posibilidad de pedir perdón público por la postura de la Iglesia durante la guerra civil y no haber contribuido a la «reconciliación entre hermanos». Varios obispos nombrados a fines de 1971 eran con mayor o menor énfasis desafectos al régimen, como Enrique y Tarancón (Madrid-Alcalá), Añoveros (Bilbao) o Cirarda (Pamplona).

			La multiplicación de los frentes opositores, más la traición de la Iglesia Católica, generó entre las élites franquistas una sensación de crisis creciente. El llamado «juicio de Burgos», un consejo de guerra celebrado en la ciudad castellana en diciembre de 1970 contra dieciséis jóvenes acusados de pertenecer a ETA, generó fuertes protestas en el País Vasco, donde se instauró el estado de excepción en Guipúzcoa, que se amplió el 15 de diciembre a toda España tras extenderse los altercados, y atrajo la atención internacional y peticiones de clemencia por parte de varios Gobiernos europeos y del propio Vaticano, contestadas con manifestaciones masivas de adhesión a Franco que fueron orquestadas por el Movimiento en varias capitales de provincia. El tribunal militar condenó a muerte a seis de los acusados, además de largas penas de cárcel para el resto, pero Franco decidió ceder a la presión internacional y conmutar las penas capitales el 30 de diciembre.

			Era una muestra evidente de que el régimen ya no era capaz de tener a raya la disidencia y la oposición, lo que para algunos de sus partidarios era imputable a la debilidad de su Gobierno, que requería ser resuelta con mano dura y retorno a los principios, incluida una «desintoxicación de fondo» de los principios «demoliberales», según argüía el veterano falangista Jesús Suevos. Para otros, por el contrario, el régimen sólo sobreviviría si sabía adaptarse a una sociedad más próspera y plural que exigía mecanismos para hacer oír su voz, aun sin renegar de los principios fundamentales del Movimiento, a través de la autorización de asociaciones políticas, como demandaban los ex ministros Fraga Iribarne y Federico Silva Muñoz. Las asociaciones eran vistas como «cauces» para la participación, que a su vez dotarían de nueva legitimidad y aire fresco al Movimiento, además de una mayor pluralidad interna. Esta tarea, a la postre, se revelaría como un oxímoron, como ya expresó en 1971 el consejero nacional del Movimiento, Torcuato Fernández-Miranda: las asociaciones tenderían a gravitar hacia posiciones democráticas, y por tanto, contradictorias con los principios fundamentales del franquismo. El propio Franco habría tomado en consideración la posibilidad de autorizar asociaciones políticas, pero tanto él como parte de las élites franquistas temían las posibles consecuencias no deseadas de un paso arriesgado en época de inestabilidad política y social. En tiempos de tribulación, concluía, era mejor no hacer mudanza.

			La crisis de diciembre de 1970 también hizo aflorar de nuevo las rivalidades internas entre las familias políticas del régimen franquista heredadas de la década anterior, y ya manifiestas en la reciente crisis ministerial de octubre de 1969. En particular, se agudizaron las tensiones existentes entre los tecnócratas, fuesen o no miembros del Opus Dei, predominantes en el gabinete desde entonces, y los falangistas —‌o el aparato de FET y de las JONS, el Movimiento—. El vicepresidente Carrero Blanco ejercía en la práctica de asesor áulico y mayordomo de Franco, y su función parecía destinada a garantizar la continuidad del aparato franquista en la fase de transición que habría de seguir al «hecho biológico», la muerte del dictador. Tres eran las cuestiones que más preocupaban a los dirigentes franquistas: la unidad nacional, el orden público —‌por el crecimiento de las actividades subversivas en el ámbito laboral, algunos colegios profesionales y las universidades, así como el «alejamiento» de la Iglesia Católica— y el desarrollo de las instituciones, que se consideraba aún incompleto, en particular el papel reforzado del Consejo Nacional del Movimiento y otros organismos que preveía la Ley Orgánica del Estado y que el Gobierno aún no había llevado a efecto. Era este un punto que no placía a Carrero Blanco y a los tecnócratas, y que revelaba una disputa de fondo: la reticencia a devolver poder al partido único, con la excusa de la necesidad del desarrollo político. La única iniciativa en materia institucional fue la creación de una comisión mixta entre el Gobierno y el Consejo Nacional del Movimiento para la discusión de un informe político anual, en el que Carrero se cuidó muy bien de garantizar que en ningún caso el Movimiento podría formular de manera autónoma enmiendas totales a la acción del Gobierno.

			Sin embargo, el almirante se mostraba insensible a los cantos de sirena de los reformistas. Carecía de un proyecto político autónomo, o al menos nunca lo hizo público, y ni siquiera dio muestras de cuál podría ser el diseño político del franquismo sin Franco. Su receta era simple, como mostró en una intervención ante el Consejo del Movimiento en marzo de 1972: España se hallaba en guerra contra la subversión comunista, al igual que el mundo occidental. La solución pasaba por limpiar la universidad de subversivos, terminar «a rajatabla» con las huelgas y combatir la sutil perversión de las costumbres y la moral ejercida a través del erotismo, la pornografía o la «literatura soez e inmoral». La formación del espíritu nacional debía volver a las universidades y centros de enseñanza para recuperar a la juventud y formarla en los valores del Movimiento. Si algo lamentaba era que algunas normas del Código Penal, la Ley de Prensa de 1966 y la propia Ley de Orden Público aprobada en 1971 actuaban de cortapisas legales para una persecución eficaz de la subversión. Un año después, Carrero insistiría en los mismos postulados: tras criticar la indefinición de los aperturistas, proclamaba la vigencia de los principios fundamentales del Movimiento, negaba la posibilidad de un desarrollo político y sólo proponía el estudio de actualizaciones de los «valores eternos» del régimen acordes con el tiempo histórico, siempre desde el rechazo a la democracia liberal y partiendo de «nuestra realidad nacional».

			En julio de 1973, tras ser designado presidente del Gobierno al renunciar Franco al puesto por su evidente declive físico, Carrero Blanco formó un gabinete ministerial en el que pretendía compensar el peso anterior de los tecnócratas, restañar las heridas existentes entre los diversos sectores dirigentes del régimen y facilitar así el cierre de filas que perseguía. Al Gobierno fueron ahora incorporados falangistas y miembros del Movimiento, como José Utrera Molina y Cruz Martínez Esteruelas, así como Carlos Arias Navarro, anterior alcalde de Madrid, que asumió la cartera de Gobernación. El catedrático universitario Julio Rodríguez Martínez, miembro del Opus Dei, ocupó durante unos meses la cartera de Educación. Al tiempo, el aperturista Fraga Iribarne fue designado embajador en Londres como prudente medida de alejamiento.

			Ante las Cortes, Carrero se mantuvo fiel a su premisa inmovilista, aun proclamando la necesidad de encarar «el perfeccionamiento de nuestros modos políticos», tarea que correspondía al Consejo Nacional del Movimiento. Meses después, la comisión permanente del Consejo intentó convertir las sugerencias de Carrero en una propuesta de participación política de los españoles que partiese de una regulación de los derechos de asociación y reunión, y que permitiese la expresión de distintas «corrientes de opinión» dentro de la estructura del partido único, aceptando los principios del Movimiento. El cauce serían las «asociaciones de participación del Movimiento Nacional». Proponía, además, un sistema de «designación electiva» de alcaldes y presidentes de diputación a partir de una terna integrada por concejales o diputados provinciales y presentada por el gobernador civil o, en grandes municipios, por el ministro de la Gobernación.

			No hubo tiempo de que el presidente tomase nota del proyecto. El 20 de diciembre de 1973, a la mañana siguiente de su encuentro con el secretario de Estado norteamericano Henry Kissinger, Carrero fue víctima de un espectacular atentado de ETA en pleno centro de Madrid, cuando su vehículo oficial fue volado literalmente por los aires por la detonación de un potente explosivo colocado en un túnel excavado bajo el pavimento de la calle. El asesinato del almirante afectó profundamente al caudillo, pues su ausencia desbarataba los planes de sucesión política; y, en cierto modo, puede ser interpretado como la primera señal del fin del franquismo. El mismo día de su asesinato, Carrero tenía previsto presentar a sus ministros un plan de acción para defender al régimen de sus enemigos en el que insistía en sus viejas obsesiones: la conspiración masónica mundial estaba detrás de las presiones para democratizar España, pero la liberalización abriría la puerta al comunismo, que amenazaba con extender sus tentáculos a España. La subversión se había infiltrado en los ámbitos laboral, universitario, intelectual y periodístico, y si no se le frenaba también contaminaría al Ejército y las Fuerzas de Orden Público. La solución se confiaba a una dura represión, la «recuperación» de quienes pudieran ser regenerados y la educación de la juventud para «formar hombres, no maricas», para lo que era crucial depurar a maestros, profesores y alumnos universitarios subversivos. Para Carrero, el reloj seguía parado en 1939.

			 

			 

			EL GOBIERNO DE ARIAS NAVARRO Y EL ESPÍRITU DEL 12 DE FEBRERO

			Como sucesor de Carrero en el cargo de presidente del Gobierno fue designado el hasta entonces ministro de Gobernación, Carlos Arias Navarro, apoyado al parecer por la familia de Franco, en particular por Carmen Polo y su entorno próximo, frente a otros candidatos. Era un hombre gris, fiel al caudillo y también un duro exponente ideológico del franquismo «a secas» que no se había distinguido en especial en las rivalidades faccionales del régimen, aunque se mostraba más próximo a los continuistas que a los aperturistas. Su Gobierno, del que desaparecerían los tecnócratas en una suerte de ajuste de cuentas retardado respecto a 1969, era de composición heterogénea, con mayor presencia de aperturistas que de inmovilistas y algunas caras nuevas. Destacaban entre ellas varios miembros del grupo de opinión católico Tácito, que desde 1973 abogaba por una política de reforma gradual del régimen, como Marcelino Oreja o Landelino Lavilla, además del gallego Pío Cabanillas, vinculado a Fraga, que ocupó la cartera de Información y Turismo y devendría en la cara más amable del gabinete.

			La actuación del Gobierno de Arias mantuvo rasgos contradictorios desde sus pasos iniciales. En su primera declaración institucional, el 12 de febrero de 1974, Arias enunció algunos propósitos aperturistas, expresados de forma comedida. Mencionó así la necesidad de acomodarse a los desafíos de una sociedad cambiante, de satisfacer las demandas de mayor participación y pluralismo, y de la conveniencia de actualizar el sistema político, aun insistiendo en la vigencia de los principios fundamentales del Movimiento, el mantenimiento del orden público y del principio de autoridad: «El consenso nacional en torno al régimen en el futuro habrá de expresarse en forma de participación», por lo que habría de producirse «un incremento de la representatividad en las instituciones». La apertura debía ser el rasgo clave de la nueva etapa de Gobierno. Entre sus principales puntos se situaría la autorización de la constitución de asociaciones políticas y la reforma del régimen local, a través del fomento de la participación en ese nivel y la dotación de una mayor autonomía de gestión y financiación —‌mediante el aumento de la imposición directa y la transferencia de más impuestos estatales— a las corporaciones municipales, lo que se expresó en el proyecto de Ley de Bases para el Estatuto de Régimen Local anunciado en abril de 1974, y discutido en las Cortes a principios del año siguiente.

			El espíritu del 12 de febrero logró en un principio concitar el apoyo y esperanzas tanto de los aperturistas del régimen como la anuencia tibia de los inmovilistas. Estos últimos estaban comandados por falangistas veteranos, como Raimundo Fernández-Cuesta, la revista Fuerza Nueva y su promotor, el notario y procurador ultracatólico Blas Piñar, varios generales próximos a los postulados falangistas, como Tomás García Rebull, y la Confederación Nacional de Excombatientes, cuyo presidente desde finales de 1975 sería el veterano falangista y ex ministro José Antonio Girón de Velasco. Era un conjunto heterogéneo de sensibilidades políticas para el que se popularizó el apelativo «búnker» —‌inspirado, al parecer, por un irónico artículo del líder comunista exiliado Santiago Carrillo, que preveía que los inmovilistas preferían morir con su caudillo a abrirse al exterior, como los que acompañaban a Hitler en el búnker de la cancillería del Reich en 1945—, y que se definía más por aquello a lo que se oponía que por la concreción de sus postulados continuistas para cuando Franco faltase. La reacción de la oposición democrática fue más escéptica, pero también esperaba poder explotar algunos de los nuevos canales de participación que prometía ofrecer un régimen que presentaba signos de descomposición.

			Sin embargo, poco tiempo tuvo que pasar para que los continuistas se movilizasen en contra de cualquier conato de apertura y el Gobierno de Arias volviese a una línea dura. Un primer síntoma fue el conflicto con la jerarquía católica abierto a causa de una homilía leída en las iglesias de la diócesis de Bilbao el 24 de febrero, obra del obispo Añoveros y del vicario general José Ángel Ubieta, en la que se denunciaba la persecución de la lengua vasca y se proclamaba el derecho del pueblo vasco a mantener su «personalidad específica» dentro del «conjunto de pueblos que constituyen el Estado español actual». Obispo y vicario fueron objeto de arresto domiciliario, y el Gobierno intentó expulsar a Añoveros de España. El nuncio y la Conferencia Episcopal se negaron a ceder a esa pretensión, y sólo una ardua negociación, de la que se ocupó Cabanillas, consiguió que el obispo fuese autorizado a permanecer en el país, a cambio de una declaración sobre la unidad de España.

			Un segundo síntoma fue la confirmación de la pena de muerte, ejecutada en Barcelona a garrote vil el 2 de marzo de 1974, del militante libertario catalán Salvador Puig Antich, acusado de matar a un policía cuando había sido detenido, y condenado a la pena máxima por un tribunal militar pocos meses antes. La ola de protestas internacionales, que incluía al Parlamento Europeo, al canciller alemán Willy Brandt y al papa Pablo VI, no torció la voluntad del Gobierno ni de Franco, decididos a dar una postrera muestra de firmeza tras la muerte de Carrero. Para presentar a Puig Antich como un vulgar delincuente, fue ejecutado al mismo tiempo que un ciudadano alemán oriental condenado por un delito común, Georg Wenzel (alias «Heinz Chez»), en Tarragona. A pesar de las protestas internacionales, lo cierto fue que la mayoría de las organizaciones de la oposición antifranquista renunciaron a movilizarse activamente a favor del indulto, so pena de que el régimen estableciese una asociación implícita entre la causa democrática y el ejercicio de la violencia, y prefirieron mirar para otro lado. Pero los propósitos de reforma de Arias quedaron seriamente deslegitimados ante los aperturistas, mientras que, al ceder ante la Iglesia, su firmeza también fue cuestionada por parte de los inmovilistas.

			El desencanto cundió también entre los sectores reformistas del régimen: el espíritu del 12 de febrero, como la corta primavera política ensayada años antes en Portugal por Marcelo Caetano, sucesor del dictador Oliveira Salazar, parecía dar paso a una acentuación de la cara represiva de una dictadura en fase terminal. Las acerbas críticas de los falangistas a las tímidas tendencias liberalizadoras del Gobierno tuvieron expresión, entre otras tribunas, en un fulminante artículo de José Antonio Girón el 28 de abril en el diario Arriba, donde denunciaba a los «falsos liberales» infiltrados en las «esferas del poder», proclamaba su lealtad a los «principios revolucionarios» y fundacionales del régimen, y su voluntad de luchar por ellos en vida de Franco y después de él. Las presiones empujaron al titubeante Arias Navarro hacia un nuevo giro conservador. A ello contribuyó el temor a un contagio de la Revolución de los Claveles que había tenido lugar tres días antes en Portugal. Las políticas del gabinete de Arias se endurecieron, la policía disolvió varias concentraciones y asambleas obreras, y aumentó el número y la frecuencia de las olas de detenciones, al tiempo que los ultras jaleaban ahora al presidente del Gobierno.

			El sangriento atentado contra una cafetería situada en la madrileña calle del Correo, el 13 de septiembre, frecuentada por policías y funcionarios, y que se cobró doce muertos y ochenta heridos, exacerbó a los sectores inmovilistas, que exigieron la cabeza del ministro de Información y Turismo, acusado de excesiva permisividad con los medios. A finales de octubre de 1974, Pío Cabanillas fue relevado por Franco, sensible a las presiones de su camarilla, pero también molesto por las revelaciones en la prensa de algunos negocios ilícitos de su hermano Nicolás Franco. Sin embargo, en solidaridad con Cabanillas dimitieron también el ministro de Hacienda, Barrera de Irimo, y varios altos cargos de la Administración, como el historiador Ricardo de la Cierva o Francisco Fernández Ordóñez. En el gabinete de Arias Navarro ganaron peso e influencia los sectores inmovilistas, con Utrera Molina y Ruiz-Jarabo a la cabeza, que pusieron en marcha una contraofensiva frente a los intentos de reforma legislativa de los aperturistas. El nuevo ministro de Información, León Herrera, ató en corto a la prensa desde finales de 1974, lo que se tradujo en secuestros de publicaciones, sanciones a periódicos y clausuras temporales de algunas revistas.

			Sin embargo, lo cierto era que, a partir de abril de 1974, la creciente conflictividad social recibió un estímulo exterior adicional e inesperado. La revolución portuguesa, por un lado, y la quiebra del régimen de los coroneles griegos tres meses después, por otro, incrementaron las esperanzas de la oposición antifranquista y reforzaron la sensación de asedio y aislamiento de las élites franquistas. Como un reflejo pálido del espejo portugués del Movimento das Forças Armadas, en junio se dio a conocer el manifiesto fundacional de la Unión Militar Democrática (UMD), que en tonos moderados abogaba por la superación de la guerra civil y la construcción de una nueva España. Aunque pocos eran los oficiales que la integraban, su aparición despertó el temor a que también dentro del Ejército se estuviese gestando un movimiento contra el régimen. Unas semanas antes había sido destituido el teniente general Manuel Díez-Alegría como jefe del Estado Mayor, por ver en él a un potencial interlocutor con la oposición democrática: un Spínola español.

			 

			 

			ECOS DEL ABRIL REVOLUCIONARIO

			El apoyo internacional a un régimen moribundo, pero que no acababa de caer, disminuía a marchas forzadas, en parte por el temor de la diplomacia norteamericana y la OTAN a que la debilidad física del general Franco, incapaz de superar el golpe de la muerte de su más cercano colaborador y cada vez más ajeno al mundo exterior, fuese el preludio de un golpe interno o de una nueva revolución que, como la portuguesa, amenazase con extender la influencia de Moscú al Mediterráneo. La Revolución de los Claveles había derrocado en un día, el 25 de abril de 1974, al régimen dictatorial, y tras una fase «revolucionaria» e inestable se celebraron elecciones constituyentes un año después, antes de que Franco muriese. Y, en Grecia, el régimen de los coroneles había dado paso a una democracia plena, consolidada tras los comicios celebrados el 17 de noviembre de 1974. El contexto internacional, por tanto, apuntaba en la dirección de una democratización ineludible, que era contemplada además como requisito imprescindible para la integración en el Mercado Común Europeo. Para contrarrestar la nueva «ola democratizadora», con claros componentes de ruptura revolucionaria, que llegaba al sur de Europa con retraso respecto a otras partes del continente y años después del parisino mayo del 68, urgía modernizar la fachada del régimen franquista y acometer un proceso controlado de liberalización.

			Entre los diversos sectores del reformismo franquista cundió la sensación de que era imprescindible introducir cambios, sobre todo entre los llamados «consejeros nacionales jóvenes», pero también entre el «grupo de los 39», que incluía a algunos procuradores, abogados y otros cargos del Movimiento, y que en enero de 1973 incluso se dirigieron directamente a Franco en demanda de convivencia, diálogo y una «prudente apertura», como escribió uno de sus adalides, el leonés Rodolfo Martín Villa. Pero no existía acuerdo acerca del alcance de los cambios. En todo caso, serían reformas que repercutirían en una liberalización, pero no en una democratización efectiva del régimen político. El Consejo Nacional del Movimiento procedió entonces a retomar la cuestión del «desarrollo político» o «perfeccionamiento» de las leyes fundamentales del régimen con una voluntad reformista más clara que un año antes. Una ponencia integrada, entre otros, por el reformista azul José Miguel Ortí Bordás, dio a luz en junio un documento con el título «Desarrollo político desde la base constitucional de las Leyes Fundamentales del Reino», en el que se recogía de manera muy moderada la necesidad de llevar a cabo un «perfeccionamiento» y «actualización funcional» del Movimiento, reforzando su «contextura plural» mediante la apertura de cauces de participación de una sociedad cambiante. Un papel principal habría de ser desempeñado por las asociaciones políticas, que articularían el «pluralismo y dinamismo» de la sociedad dentro del respeto a las Leyes Fundamentales. Pleno de cautelas, el texto reconocía que su proliferación no debía ser excesiva y debían ser objeto de una regulación detallada, que incluyese el régimen electoral que determinase su capacidad de concurrencia, así como los derechos de expresión, reunión y comunicación. A ello se añadía la voluntad de proteger «los valores históricos y socioculturales en que se expresa la diversidad de las regiones españolas», como vía de enriquecimiento de la «indisoluble e irreversible» unidad de la nación, y algunos propósitos vagos en materia de justicia social y supresión de desequilibrios territoriales, que también deslizaban la conveniencia de implantar un sistema fiscal progresivo. Aunque el documento fue aprobado, con el voto en contra de Blas Piñar, el ministro secretario general del Movimiento, Utrera Molina, se encargó poco después de subrayar la escasa voluntad del Gobierno para desarrollar los principios recogidos en el proyecto.

			El contexto regresivo del verano y otoño de 1974 impidió que se registrasen avances reformistas. Con todo, el propio Franco dio su aval a la aprobación del asociacionismo político, consciente de que no se podían alimentar esperanzas para después frustrarlas. En diciembre de 1974 el Consejo Nacional del Movimiento aprobó finalmente por amplia mayoría el llamado «Estatuto Jurídico del Derecho de Asociación Política» (decreto ley 7/1974), cuyo articulado había sido rebajado de modo sustancial por los sectores más conservadores: recogía el «derecho y deseo de los españoles» a participar en el «desarrollo político» del país de forma complementaria a los mecanismos de representación orgánica, mediante la «posibilidad asociativa» en el marco de las Leyes Fundamentales del Movimiento y bajo su estricto control, que incluía además requisitos draconianos, como un mínimo de 25.000 inscritos, repartidos en al menos quince provincias. Con todo, las nuevas normas permitían la cristalización formal de tendencias dentro del Movimiento, que podrían formular críticas u opiniones, y aspiraba a la revitalización de las instituciones tardofranquistas al introducir la semicompetitividad en una parte de las elecciones orgánicas.

			El restrictivo carácter de la ley tranquilizaba de modo sólo relativo a los inmovilistas, que dieron su voto favorable a sabiendas de que las asociaciones no devendrían en partidos políticos propios de una democracia liberal: Jesús Suevos expresó con franqueza que era improbable que a través de las asociaciones se integrasen en el Movimiento quienes ya estaban fuera, y que quienes se consideraban dentro no necesitaban tales artilugios. La ley, además, decepcionó enseguida a los representantes más moderados de la oposición antifranquista, pues las nuevas «asociaciones políticas» estaban sujetas a una estricta vigilancia y sólo se podrían constituir dentro del Movimiento. Incluso algunos reformistas del régimen, que en aquel momento eran partidarios de pasos más audaces hacia la democracia inorgánica, expresaron su falta de conformidad con el estatuto. Era el caso del antiguo ministro de Obras Públicas Federico Silva Muñoz, de Fraga Iribarne y del antiguo monárquico y fascista durante los años treinta, y posteriormente diplomático del régimen franquista, José María de Areilza. Para los grupos de la izquierda antifranquista, el prometido marco de supuesta pluralidad política era una farsa inaceptable y se negaron a participar en él.

			Arias Navarro daba pasos contradictorios, pero a principios de 1975 quería ofrecer algunas muestras de tímida apertura. Así, aprovechó la crisis ministerial desatada por la dimisión del ministro de Trabajo, Licinio de la Fuente, ante el rechazo a su intento de regular el derecho de huelga, para reducir el peso de los falangistas más inmovilistas en el Gobierno, sustituyendo a Utrera Molina y Ruiz-Jarabo. El nuevo ministro secretario general del Movimiento desde marzo de 1975, el moderado reformista azul Fernando Herrero Tejedor, se encargó de la tarea de promover el asociacionismo político. Pero, aunque hubo varios intentos para crear asociaciones, tanto de cariz falangista como monárquico o católico, promovidas por políticos como Silva Muñoz o Fernández de la Mora, además del intento del veterano dirigente de la derecha católica en los años treinta, José María Gil-Robles, por crear una Federación Popular Democrática de ideario europeísta y democristiano al margen del Movimiento, al final sólo una pudo reunir los duros requisitos de afiliación exigidos. Se trataba de la Unión del Pueblo Español (UDPE), de carácter vagamente reformista, liderada por un desconocido político del Movimiento y vicesecretario general del mismo, Adolfo Suárez. Su programa aspiraba a una evolución progresiva de las instituciones políticas del régimen, y consiguió atraer, movilizando redes de contactos, a un buen número de alcaldes y líderes locales del Movimiento, lo que se revelaría fundamental para el sino político de Suárez dos años más tarde. Fraga Iribarne, por su parte, prefirió crear al abrigo de la Ley de Sociedades Anónimas dos fundaciones o bufetes políticos, el Gabinete de Orientación y Documentación y la Federación de Estudios Independientes, con la colaboración de Pío Cabanillas y otros políticos reformistas, con el fin de madurar su proyecto político y preparar la fase de transición que seguiría a lo que todos denominaban «hecho biológico». En la primavera de 1975, la primera de esas fundaciones publicó un Libro Blanco sobre la Reforma Democrática, en el que se condensaban las concepciones fraguistas que en agosto de ese año intentó exponer a Franco, sin convencerle.

			La muerte en accidente de automóvil en junio de Herrero Tejedor, quien era partidario de desarrollar el asociacionismo político como soporte complementario de la evolución de un régimen que, en ningún caso, aspiraba a ser una plena democracia, conllevó su sustitución ministerial por José Solís, quien ya en 1969 había formulado un proyecto de Ley Sindical que le había granjeado la enemistad de los inmovilistas. El desarrollo del asociacionismo fue complementado en agosto con dos decretos que regulaban la presentación de candidatos por parte de las asociaciones políticas en convocatorias electorales y su presencia en los medios de comunicación estatales. Solís aún defendería a finales de julio la Ley de Asociaciones como cauce para que el franquismo se convirtiese en una auténtica democracia política que canalizase los esfuerzos para alcanzar el «buen gobierno» y el servicio a la comunidad, y complementase a la —‌según él— ya lograda «democracia social»; pero su concepto de democracia no era el del sufragio inorgánico, propio de otros países. La Ley de Bases del Régimen Local, aprobada por las Cortes en noviembre, contemplaba la elección de alcaldes y presidentes de diputaciones por las corporaciones locales y provinciales y la participación de las asociaciones en los comicios municipales, aun en condiciones muy restrictivas y restringidas a la elección de concejales del tercio familiar; también admitía la posibilidad de crear mancomunidades provinciales para la «coordinación y gestión de obras, servicios y actividades de régimen común». El reformismo de la última fase del franquismo no daba para más.

			 

			 

			LA OPOSICIÓN AFILA SUS ARMAS

			La fallida liberalización política de un régimen crepuscular reforzó las aspiraciones y la legitimidad de la oposición antifranquista, cuyo mayor problema en aquel momento era su acusada fragmentación interna, tanto ideológica como social y territorial. Sin embargo, la expectativa de un rápido desplome de la dictadura, favorecido por el contexto internacional, más los apoyos y presiones de los partidos socialdemócratas y democristianos europeos, contribuyeron a la conformación de dos plataformas unitarias. A mediados de 1974 surgió la llamada «Junta Democrática», a la que se unieron fuerzas heterogéneas, desde los monárquicos liberales hasta los comunistas del PCE, las Comisiones Obreras del interior, y otros partidos y organizaciones periféricas, entre los que descollaba el Partido Socialista Popular (PSP) del profesor Enrique Tierno Galván. El programa de la Junta Democrática establecía la necesidad de superar el franquismo mediante la reinstauración de la democracia política y las libertades sindicales. El medio para ello sería la llamada «ruptura» democrática, según establecía su «Manifiesto por la reconciliación» de abril de 1975. Respondía en buena parte al rumbo fijado por el PCE, que en su II Conferencia, celebrada en septiembre del mismo año, se reafirmó en la estrategia de la ruptura democrática. La ruptura se verificaría a través de una gran movilización popular que derrumbaría a la dictadura antes de que sus proyectos sucesorios se realizasen, y que daría lugar a un gobierno provisional de reconciliación nacional que, a su vez, convocaría un plebiscito sobre la forma de estado, restauraría las libertades políticas y sindicales y decretaría una amplia amnistía. Sin embargo, aunque se llegaron a barajar fechas para la convocatoria de esa gran acción de protesta, lo cierto es que nunca se llegó a materializar.

			Por su lado, los socialistas del viejo Partido Socialista Obrero Español (PSOE) pasaron a estar liderados desde octubre de 1974 por una renovada dirección procedente del interior que desbancó del control del partido de forma paulatina a los veteranos dirigentes encabezados por Rodolfo Llopis. Se trataba del tándem conformado por dos jóvenes sevillanos, el abogado Felipe González y el licenciado en Filosofía e ingeniero Alfonso Guerra, acompañados de los también andaluces Guillermo Galeote y Luis Yáñez, más un núcleo asturiano y otro vasco, en el que descollaban el sindicalista Nicolás Redondo y el abogado Enrique Múgica Herzog; les apoyaban algunos cuadros de la segunda generación del exilio. González se hizo notar en una reunión del comité director del PSOE en 1969, donde reclamó una mayor atención hacia las posiciones de los socialistas del interior, y en su intervención en el XI Congreso del PSOE en el exilio, en 1970, en el que obtuvo la constitución de una ejecutiva colegiada de representantes del interior y expatriados. Dos años después, las tesis del grupo del exilio eran derrotadas en el XII Congreso (Toulouse, 1972), al que Llopis, sabiéndose perdedor, no acudió, y cuya legitimidad impugnó. La escisión estaba consumada, pero el PSOE renovado fue reconocido por la Internacional Socialista. Su XIII Congreso, celebrado en octubre de 1974 en la localidad de Suresnes, cerca de París, aupó a González a la secretaría general del partido y a Guerra a la comisión ejecutiva.

			Los dos políticos sevillanos representaban a una nueva generación que fue capaz, sin embargo, de despertar el fervor de exiliados y veteranos militantes, como el vasco Ramón Rubial. Eran jóvenes en la treintena, socializados en la España de posguerra y con orígenes en el activismo católico antifranquista, con estudios universitarios y un irregular bagaje teórico, que iba de las lecturas de Marx al redescubrimiento de Rosa Luxemburgo. Hasta Suresnes, su discurso se caracterizaba por un acusado radicalismo verbal, imprescindible por lo demás para competir con otros partidos de izquierda en el panorama de la oposición clandestina. Su tesis principal era que sólo desde el interior se podía trazar la estrategia política del PSOE con vistas a los tiempos de cambio que se avecinaban. Pero, al mismo tiempo, González reconocía en junio de 1975 que, aunque el partido abrazaba el marxismo como método de análisis de la realidad, no era un nido de «dogmáticos del marxismo», sino «un partido obrero que cree en la lucha de clases». A lo largo del año siguiente abundaría en esta idea: el objetivo era una sociedad socialista, pero el marxismo no era para él una verdad absoluta, sino un instrumento de análisis.

			A partir de Suresnes, González y sus colaboradores entraron en contacto cada vez más estrecho con la socialdemocracia europea, lo que contribuyó a moderar sus planteamientos ideológicos y a redefinir su estrategia política: el PSOE renovado era el interlocutor español de la Internacional Socialista. Con todo, el partido no se definía como socialdemócrata, en parte por no poder acometer un debate profundo en los primeros años de la Transición, centrado en el trabajo organizativo. Por reflejo ideológico, los dirigentes socialistas, como expresaba Gregorio Peces-Barba en 1975, preferían marcar distancias tanto con la «tentación totalitaria» como con un modelo, el socialdemócrata nórdico, que suponía aceptar las «estructuras de un capitalismo adaptado y reformado», algo que según afirmaba Guerra dos años más tarde, «no tiene nada que ver con nuestra ideología». De todos modos, no se debía renunciar a los «logros» del capitalismo liberal: los derechos humanos y el desarrollo económico.

			Además de sus resabios de devoción por la obra de Rosa Luxemburgo, adalid de un socialismo radical pero libre de dogmatismos, los dirigentes sevillanos parecían identificarse más en aquel momento con la etiqueta de «socialismo democrático» que también caracterizaba al socialismo francés; pero rechazaban, a diferencia de Mitterrand, la entente política con los comunistas que aquel había suscrito en 1972, y que había hecho posible a los socialistas franceses superarles en votos por primera vez dos años después. De hecho, a pesar de sus posiciones programáticas radicales, que incidían en la defensa de la democracia y la libertad como instrumento para alcanzar una sociedad socialista no muy bien definida, así como en la república federal como forma de estado preferida para la España del futuro, los socialistas españoles mostraban una abierta reticencia a colaborar con los comunistas. Era preferible forjar acuerdos de amplias mayorías para consolidar un sistema democrático, en el que cada fuerza política podría presentarse libremente ante la sociedad y comprobar su grado de apoyo popular. En ello pesaba quizá la lección del fracaso de Salvador Allende en Chile, tras el golpe de estado del general Pinochet en septiembre de 1973. La estrategia del PSOE, por el contrario, pasaba por convertirse en el referente mayoritario de la izquierda en la España democrática renovando el legado socialista, pero conservando sus siglas y su memoria histórica, a pesar de contar con menos de cuatro mil militantes a la muerte de Franco.

			Para conseguir ese objetivo, González estaba convencido de que el PSOE debía evitar el abrazo del oso de un PCE que gozaba de una cierta aureola heroica. Era el partido cuyos sufridos militantes habían soportado clandestinidad, torturas y fusilamientos, con un mayor protagonismo en los movimientos sociales del interior y una militancia más nutrida y cualificada, que siguiendo el ejemplo del Partido Comunista Italiano (PCI) amenazaba con convertirse en la fuerza hegemónica de la izquierda en un futuro próximo. Hasta los franquistas más acérrimos eran conscientes de esa situación: un miembro del Consejo Nacional del Movimiento había afirmado unos años antes que, en España, cuando se hablaba de «el partido», ya nadie pensaba en el Movimiento Nacional, sino en el clandestino PCE.

			En junio de 1975, el PSOE consiguió agrupar a su alrededor a otros partidos de izquierda, democratacristianos, al Partido Nacionalista Vasco (PNV) y otros grupos socialistas y regionalistas en una Plataforma de Convergencia Democrática. En realidad, su programa político apenas difería del de la Junta Democrática en los aspectos sustanciales: ambos abogaban por la ruptura democrática, la consecución de una plena democracia —‌dejando en la penumbra la opción de una restauración de la república de 1931— con plenas libertades individuales y derechos sociales, así como la aspiración a una generosa descentralización del estado, que también eludía definir cuál sería su forma concreta (autonomías, federación o confederación).

			A la crisis política interior, cuyo síntoma más evidente fueron las repetidas reestructuraciones del gabinete ministerial, y el crecimiento de la actividad pública de las organizaciones antifranquistas, se sumaba el recrudecimiento del terrorismo, en particular del protagonizado por ETA, esperando provocar una respuesta policial y represora del Estado tan brutal que acabase por ganar para los terroristas la simpatía de la mayoría de la población vasca. Hasta el espectacular atentado contra Carrero Blanco, ETA se había cobrado sus víctimas entre algunos policías y guardias civiles, casi siempre en enfrentamientos fortuitos, con la excepción del comisario Melitón Manzanas, un conocido torturador. La escalada en las acciones de ETA desde abril de 1974, mediante asesinatos premeditados de miembros de las fuerzas de seguridad, se cobró además varias víctimas civiles. El atentado de la calle del Correo de Madrid provocó una profunda escisión entre el antiguo frente militar y el frente obrero de la organización. El primero se constituyó como ETA militar, mientras el segundo, con el nombre de ETA político-militar (ETApm), combinaría en los años sucesivos acciones violentas y lucha política. La respuesta del Gobierno consistió en incrementar la represión: en la primavera de 1975 fue decretado el estado de excepción por tres meses en Guipúzcoa y Vizcaya, y más de doscientas personas fueron detenidas. Con ello, ETA vio aumentar su popularidad, certificando la profecía autocumplida de la estrategia de acción-represión-acción y, al tiempo, se cobró más víctimas.

			Pero no sólo se trataba de ETA. El 1 de mayo de 1973, el «frente armado» del maoísta Partido Comunista de España (Marxista-Leninista) o PCE-ml ejecutó su primer asesinato. Irrumpía así el Frente Revolucionario Antifascista y Patriota (FRAP), que llevó a cabo tres atentados más en 1975. La extrema derecha también vio nacer en su seno algunos grupos paramilitares, como los Guerrilleros de Cristo Rey y la transnacional Triple A, con conexiones sudamericanas e italianas, así como con sicarios franceses y portugueses de simpatías ultras. A ellos se añadía Antiterrorismo ETA (ATE), que operaba en el sur de Francia con apoyo de mercenarios para atentar contra refugiados etarras. A menudo, estas bandas contaban con la connivencia de grupos policiales y de los servicios secretos, el SECED, que operaban con gran autonomía y gozaban de redes de confidentes, infiltrados y supuestos «incontrolados». El terrorismo añadió confusión e incertidumbre a los momentos finales del régimen franquista y sirvió de detonante inmediato de sus acciones represivas, desprovisto ya de cualquier otro recurso político.

			A esa incertidumbre contribuían además los primeros efectos de la crisis económica, generada tanto por la repercusión de la crisis internacional del petróleo iniciada en 1973 como por el progresivo agotamiento del modelo desarrollista de la década anterior. Si en 1972 el índice de crecimiento del Producto Industrial Bruto (PIB) era del 7,8 %, en 1974 descendió al 5,7 % y al 1,1 % en 1975. Con ello, se cerraba la fase fuertemente expansiva de la economía española que se había iniciado en 1959. Al mismo tiempo, el estancamiento no hizo disminuir la inflación, que alcanzó el 15,6 % en 1976. El desempleo también creció, aunque se mantuvo en niveles más bajos (5 % en 1976). El «milagro económico» español del tardofranquismo parecía llegar a su fin.

			La falta de reacción inicial del Gobierno y de un sector de los empresarios ante el cambio de ciclo, en parte motivado por la inestabilidad política, agravó algunos de los efectos de la crisis económica. Y la conflictividad laboral creció de modo continuo a partir de finales de 1973, iniciando un ciclo que no se cerraría hasta 1979 y afectando a diversos sectores industriales, pero con más incidencia en las grandes empresas y en zonas urbanas, donde más fuerte era el movimiento sindical clandestino. Las demandas salariales y de mejoras de condiciones de trabajo se unían en muchos casos a reivindicaciones políticas o en solidaridad con trabajadores expedientados, y se tradujeron con cierta intensidad en huelgas generales de ámbito local. Entre 1972 y 1974 el número de huelgas pasó de 853 a 2.290, con miles de despidos y suspensiones de empleo y sueldo. Algunas de ellas alcanzaron grandes dimensiones, como la huelga general del 11 de diciembre de 1974 en el País Vasco, promovida por los sectores más radicales de Comisiones, y que movilizó al menos a 200.000 trabajadores.

			La represión contra los dirigentes sindicales se centró en particular contra CC. OO. Sin embargo, la conflictividad no disminuyó. La nueva legislación laboral aprobada en la primavera de 1975, a instancias del ministro de Trabajo Fernando Suárez, iba más allá que la Ley Sindical vigente desde 1971, y reconocía por primera vez en la historia del franquismo el derecho de huelga, aunque estableciendo una regulación muy restrictiva, según la cual un paro sería procedente si tenía causas únicamente de índole laboral, era secundado por más del 60 % de la plantilla, concernía a una sola empresa, no alteraba el orden público y no afectaba a servicios públicos. Empero, no contribuyó a rebajar la conflictividad. En las elecciones sindicales celebradas en esos meses, las candidaturas «unitarias y democráticas» respaldadas por CC. OO. con el apoyo de otros sindicatos ilegales obtuvieron un gran éxito en los cargos de elección directa de los trabajadores, lo que minaba desde dentro la legitimidad de la OS y contribuía al espanto de los inmovilistas.

			A esos problemas se añadieron varias cuestiones de política exterior que dificultaron las relaciones, ya de sí complejas, entre la España tardofranquista y sus países vecinos o incluso sus teóricos aliados. Desde la década de 1950, cuando el régimen de Franco consiguió «normalizar» sus relaciones con el mundo occidental tras la firma de los acuerdos bilaterales con Estados Unidos, el concordato con la Santa Sede y el ingreso en los principales organismos internacionales, desde la ONU a la FAO y la UNESCO, España mantenía embajadas y cultivaba relaciones bilaterales con la gran mayoría de los estados del bloque occidental, Latinoamérica y países árabes. Franco no era un aliado deseado o especialmente mimado por Estados Unidos y los Gobiernos de la Europa comunitaria, pero era para ellos el mal menor que garantizaba la estabilidad del Mediterráneo occidental. La afluencia de turistas desde principios de los sesenta ponía en contacto a muchos europeos con la realidad cotidiana de la España franquista, y los emigrantes españoles que retornaban, de forma temporal o definitiva, algo habían aprendido del funcionamiento de democracias representativas, de relaciones laborales libres y de la liberalización y secularización de las costumbres en Europa occidental.

			Cierto era que el régimen franquista contaba con simpatías no desdeñables entre la opinión pública conservadora y católica de varios países, desde Suiza a Estados Unidos, y de políticos influyentes en Europa occidental, como el socialcristiano bávaro Franz Josef Strauß. Todos ellos preferían ignorar su cara más represiva y fascistizante, y contemplaban con interés el experimento de «democracia orgánica» que parecía funcionar en la España de los años sesenta y primeros de los setenta. Incluso, desde principios de esta última década, y de forma discreta, España había puesto en marcha relaciones comerciales y políticas con varios estados del bloque comunista, aunque no con la URSS, y mantenía un perfil propio en las relaciones hacia los países árabes y latinoamericanos, con desiguales resultados. Con todo, había líneas rojas que parecían infranqueables para la dictadura franquista, en particular dos: el ingreso en la OTAN, que sí había estado abierto a Portugal desde la fundación de la alianza, y la incorporación a la Comunidad Económica Europea (CEE).

			Desde fines de la década de 1960, la diplomacia franquista también tuvo que lidiar con varios problemas de política exterior que seguirían enquistados en vísperas de la muerte del dictador. Los principales eran la fallida candidatura española para ingresar en la CEE, la cuestión de Gibraltar y la gestión del proceso de descolonización de las últimas posesiones españolas en África.

			La política colonial tardofranquista no siguió un curso coherente y homogéneo. Tras la independencia concedida al protectorado de Marruecos en 1956, forzada en parte por el paso previo dado por Francia en ese sentido, que dejaba sin argumentos al Gobierno de Madrid para mantener su dominio en la parte septentrional de la colonia, siguió el ajuste de la frontera meridional entre el Sahara Occidental y Marruecos en 1958, y la cesión del enclave de Ifni tras una corta guerra en 1969. La concesión de la independencia a Guinea Ecuatorial había sido, en comparación, un proceso menos traumático. Tras la primera concesión de un estatuto de autonomía colonial en 1963, en agosto de 1968 tuvo lugar un referéndum constitucional bajo la supervisión de la ONU, que condujo a la proclamación de la independencia el 12 de octubre del mismo año.

			El proceso discurrió de forma mucho más traumática en la última colonia española en África, el Sahara Occidental. Desde su independencia, el reino de Marruecos aspiraba con firmeza a integrar el Sahara Occidental en su territorio, reivindicación a la que también se acabó por sumar Mauritania, que pretendía anexionar el tercio sur de la colonia. El Gobierno de Franco, desoyendo en ello también las resoluciones de la ONU, se negó de modo sistemático a tomar en consideración esas reivindicaciones, ni siquiera a aplicar en el Sahara la política más aperturista ensayada en Guinea unos años antes. El descubrimiento y explotación de yacimientos de fosfatos y mineral de hierro desde los años sesenta en el territorio saharaui contribuyó a incrementar el interés de la metrópoli por mantener un territorio por cuya colonización apenas había mostrado interés hasta los años treinta. El Sahara, además, servía ahora de punto de apoyo a los planes estratégicos de defensa de las islas Canarias, cuya africanidad reivindicaban algunos grupos independentistas y la Organización de Estados Africanos (OEA).

			Mayor importancia revestía para la diplomacia franquista la cuestión del ingreso en la CEE, tanto por razones económicas como políticas. Desde 1962, cuando el ministro Fernando Castiella se dirigió a la Comisión Europea con ese objetivo, el Gobierno español intentó en vano promover su candidatura al ingreso en el club europeo. La CEE bloqueó todas las propuestas de Madrid, ante todo por su negativa a aceptar un régimen dictatorial en su seno. Hubo que esperar al año 1970 para la firma de un magro acuerdo comercial preferente entre la CEE y España. Eran sobre todo los tecnócratas y los sectores más liberales o reformistas del régimen quienes se mostraban más interesados en el ingreso en la CEE, tanto como garantía de estabilidad, legitimidad y supervivencia del régimen como por razones meramente económicas —‌la creciente dependencia española de los mercados comunitarios—. El recrudecimiento de la represión política en los estertores finales del régimen franquista, sin embargo, hundió las perspectivas de ingreso en la Comunidad.

			La política hacia Gibraltar tampoco rendía resultados positivos. Desde principios de los años sesenta la diplomacia española promovió la discusión sobre el caso de la colonia británica en el seno de la ONU con la esperanza de que la ola descolonizadora repercutiese en su favor. No obstante, Gran Bretaña se negó de manera sistemática a ceder, ni siquiera a compartir su soberanía sobre el Peñón. A la vista de ello, en 1969 el Gobierno de Franco decidió cerrar la frontera («la verja») entre España y Gibraltar.

			El problema del Sahara se agudizó en los últimos años del franquismo. A finales de 1973, la Asamblea General de la ONU aprobaba de nuevo una resolución que instaba a España a celebrar en el Sahara Occidental un referéndum acerca del futuro político del territorio. Pero existían otros intereses en juego. Desde julio de 1974 el rey marroquí, Hassan II, puso en marcha una ofensiva diplomática con el fin de conseguir que el plebiscito sólo tuviese como opción posible la integración del territorio de la colonia en Marruecos. La tensión aumentó, y tanto España como Argelia y Marruecos reforzaron la presencia militar en la línea fronteriza, mientras el Frente Polisario —‌acrónimo del Frente Popular de Liberación de Saguía el Hamra y Río de Oro, fundado en mayo de 1973 como sucesor del Movimiento de Liberación del Sahara, surgido a su vez a finales de los sesenta— intensificó su actividad guerrillera, que nunca llegó a suponer un serio desgaste militar para las tropas españolas y su policía indígena. El franquismo no vivió una guerra colonial comparable a la portuguesa.

			En octubre de 1975, el rey Hassan II dio un nuevo paso en su estrategia de presión, y anunció la invasión pacífica del Sahara por parte de una Marcha Verde de 350.000 civiles desarmados, que habría de cruzar la frontera y llegar hasta la ciudad de El Aaiún. Había que aprovechar el creciente vacío de poder en Madrid, mientras Franco agonizaba en su lecho. Representaciones de España, Marruecos y Mauritania se reunieron entonces en la capital española y llegaron a un acuerdo, forzado por las circunstancias, para una descolonización del territorio que no fue tal, sino una transferencia de soberanía a terceros estados sin contar con la población del territorio. La retirada precipitada del Sahara fue la primera medida en política exterior adoptada por el regente, y después rey, Juan Carlos. El dictador, que había cimentado su prestigio militar y su influencia política en África, veía el fin de sus días de forma simultánea a lo que quedaba del imperio español en ese continente.

			 

			 

			MORIR MATANDO

			La contumacia española en defender su última colonia cuando el proceso de descolonización de los imperios europeos hacía ya lustros que había concluido, incluidas las colonias portuguesas tras la Revolución de los Claveles, fue vista en el plano internacional como un anacronismo. Pero la sangrienta reactivación de la represión contra la oposición política causaría abierta indignación en las cancillerías y en buena parte de la opinión pública de Europa occidental. En agosto de 1975 el Consejo de Ministros aprobaba un duro decreto que suponía la ampliación de supuestos para la aplicación de la pena de muerte para delitos de terrorismo, además de elevar el período de detención a 72 horas y acelerar los trámites judiciales, en especial de los consejos de guerra. Con ello, el 28 de agosto principiaba el primero de los tres consejos de guerra que condenarían a muerte a tres activistas de ETApm y ocho miembros del FRAP. La intensa movilización de la opinión pública internacional y las presiones de varias cancillerías, incluidos el Parlamento Europeo, el secretario general de la ONU y hasta el Vaticano, salvaron la vida de cinco condenados del FRAP y del etarra José Antonio Garmendia, que fueron indultados, pero no la del resto. El 27 de septiembre, los miembros de ETApm Juan Paredes, «Txiki», y Ángel Otaegui, y los del FRAP Humberto Baena, Ramón García Sanz y Juan Sánchez Bravo, fueron pasados por las armas. En el País Vasco se convocó una huelga general de tres días y en algunas ciudades tuvieron lugar nutridas concentraciones de protesta. Pocos días después, el 1 de octubre, un nuevo grupo terrorista vinculado al PCE (reconstituido), que más tarde adoptaría el nombre de Grupo Revolucionario Antifascista Primero de Octubre (GRAPO), asesinaba a cuatro policías en Madrid. La represión ejercía de acicate para la violencia. Como reacción a la ejecución de la sentencia, varios países (Noruega, Gran Bretaña y los Países Bajos) retiraron sus embajadores de Madrid, y concurridas manifestaciones de protesta tuvieron lugar en diversas capitales europeas, incluyendo asaltos a algunas representaciones diplomáticas españolas, como ocurrió en Lisboa. El presidente de México solicitó incluso que el Consejo de Seguridad de la ONU se reuniese para expulsar temporalmente a España de la organización internacional y recomendase el aislamiento diplomático del régimen franquista.

			Ante la hostil y generalizada reacción internacional a las ejecuciones, el Gobierno de Arias Navarro recurrió, un tanto a la desesperada, a una estrategia que recordaba la respuesta de treinta años antes al aislamiento exterior de Franco tras el fin de la segunda guerra mundial: la orquestación de manifestaciones masivas mediante la movilización de sus fieles y de las organizaciones de masas del régimen, o lo que quedaba de ellas. Tras una reunión del Consejo de Ministros, tuvo lugar una alocución televisiva de Arias en la que invocaba el peligro de una nueva guerra civil, denunciaba la existencia de «una campaña exterior cuidadosamente organizada» y lamentaba la «hipocresía» de países extranjeros que se solidarizaban con los terroristas y no con las víctimas. Pocos días después, el 1 de octubre de 1975, tuvo lugar ante el palacio de Oriente de Madrid una concurrida manifestación «patriótica» que congregó a varias decenas de miles de fieles. En la que habría de ser su última aparición pública, el generalísimo volvió a sus orígenes, adobados de retórica de la guerra fría, y atribuyó la campaña internacional de desprestigio del régimen a una conspiración izquierdista, en conjunción con masones y terroristas: «Una conspiración masónico-izquierdista en la clase política, en contubernio con la subversión comunista-terrorista en lo social», alimentada desde «determinados países corrompidos». Sólo faltaba para completar el viaje al pasado la alusión retórica a los judíos. El nacionalismo español tradicional, identificado con las esencias del régimen, constituía una última trinchera de defensa y de legitimación retórica del franquismo. El cierre de filas se extendió al conjunto de la clase política franquista, como se puso en evidencia en una reunión del Consejo General del Movimiento celebrada tres semanas después, donde tanto consejeros tecnócratas como falangistas aparcaron sus discrepancias y expresaron su apoyo incondicional al Gobierno. En buena medida, el régimen franquista concluyó como había nacido: en medio del aislamiento internacional, haciendo uso de discursos legitimadores semejantes y recurriendo a la represión. Una represión que, aunque ya no alcanzaba los niveles masivos de otrora, volvía significativamente a dictar penas de muerte en juicios militares con escasas garantías para los acusados.

			A mediados de octubre de 1975 el dictador volvía a caer enfermo, según el comunicado oficial, de una gripe ligera. Su situación se fue agravando de forma progresiva y los sucesivos partes médicos no hacían sino confirmar que su deterioro físico era irreversible. El 20 de noviembre de 1975 Franco era desconectado de los aparatos que lo mantenían de forma artificial con vida, tal vez para hacer coincidir la fecha de su óbito con el aniversario del fusilamiento de José Antonio Primo de Rivera treinta y nueve años atrás, y así reforzar la mitificación de su memoria entre sus fieles. En las primeras horas de ese día, un compungido Arias Navarro dio la noticia por televisión. Buena parte del país lo celebró, y en muchas ciudades los basureros recogieron a la mañana siguiente un número inusual de botellas de champán vacías; otra parte lloró al dictador; y otra más, tal vez la mayoría, contuvo el aliento y esperó acontecimientos. El temor, difuso pero existente, a que se abriese una etapa de inestabilidad política cuyas consecuencias podrían ser imprevisibles y hasta catastróficas, reforzaba la incertidumbre ante el futuro, acentuada por los efectos de la crisis económica.

			Miles de personas, en su mayoría de edad madura, hicieron cola para dar su último adiós al dictador ante su féretro en la capilla ardiente instalada en el palacio de Oriente. Su funeral y sepelio en el Valle de los Caídos el día 23 tuvo lugar en medio de una cierta soledad internacional. Sólo el dictador chileno Augusto Pinochet, la presidenta filipina Imelda Marcos, el príncipe Rainiero de Mónaco, el presidente de Irlanda y el vicepresidente de Estados Unidos, Nelson Rockefeller, acompañaron al dictador en su último adiós, en una ceremonia «sombría», según informaba la diplomacia norteamericana. Un día antes, el 22 de noviembre, había sido proclamado rey de España el príncipe Juan Carlos de Borbón. A su coronación acudió el presidente francés Giscard d’Estaing, en gesto de apoyo al nuevo rey.

			 

			 

			ATADO Y MAL ATADO

			La muerte de Franco no supuso el súbito derrumbe del régimen franquista. Había, sí, algunos guiños que denotaban que no todo sería igual. En su primera intervención ante las Cortes, el nuevo monarca expresaba su deseo de contar con una mayor participación de los ciudadanos en la etapa que se abría, así como una voluntad inclusiva de todas las sensibilidades en un «efectivo consenso de concordia nacional» tras manifestar su «respeto y gratitud» a Franco. Eran pequeños gestos que, como captaban también los observadores extranjeros, presagiaban que el reinado de Juan Carlos no iba a ser un mero franquismo sin Franco, pero que no correspondían aún a las expectativas depositadas en él por algunas cancillerías europeas. Nadie osaba aún pronosticar qué iniciativas tomaría el nuevo rey desde el poder, ni qué pasos podría dar ante la tutela del entramado político-institucional del régimen franquista, que permanecía intacto. En una ceremonia menos visible para la opinión pública, pero igualmente significativa, la misa de coronación real oficiada en los Jerónimos el 27 de noviembre, el cardenal Enrique y Tarancón, presidente de la Conferencia Episcopal desde 1972, alentaba al rey a serlo de todos los españoles, y requería la colaboración y prudencia de todos sin excepción. El primer Consejo de Ministros presidido por el monarca, el 25 de noviembre, decretó un indulto para 429 presos políticos. No era la amnistía general, pero podía ser una señal positiva para la oposición.

			Sin embargo, durante los meses que siguieron no tuvieron lugar cambios significativos en el seno de las instituciones políticas y los continuistas parecían haber ganado la partida. Aunque no era el candidato preferido del monarca, Carlos Arias Navarro fue confirmado en su puesto al frente del gabinete ministerial, tras una amenaza de dimisión de este último pocos días antes de morir Franco. No gozaba de la confianza del rey, pero el nuevo monarca aceptó su continuidad a cambio de dos condiciones. La primera era garantizar la elección de Torcuato Fernández-Miranda, persona próxima al Borbón, como presidente de las Cortes y del Consejo del Reino, pues la renovación de ese mandato debía tener lugar el 26 de noviembre, y así el inmovilista Alejandro Rodríguez de Valcárcel podría ser relevado de ambas responsabilidades. En su discurso ante las Cortes al tomar posesión de su cargo, Fernández-Miranda dejó claro que asumía su pasado, pero que este no le ataba. La segunda consistiría en que Arias remodelase su gabinete ministerial, incluyendo en él a varios ministros de las filas reformistas del régimen.

			El 13 de diciembre de 1975 Arias Navarro hizo pública la composición del primer Gobierno de la monarquía. En su mayoría, estaba integrado por antiguos tecnócratas y reformistas salidos de las filas del régimen franquista, con distintas sensibilidades que encarnaban familias políticas ya moribundas. Había en él algunos matices, pues varios de sus integrantes tenían su propia agenda de reformas. Del Movimiento procedían el ministro de Trabajo, José Solís; Adolfo Suárez, como ministro secretario general del Movimiento, y Rodolfo Martín Villa, antiguo gobernador civil de Barcelona. Pero las figuras más destacadas eran el ministro de Gobernación y vicepresidente, Fraga Iribarne, personaje de larga trayectoria política y partidario de imprimir un ritmo decidido al proceso de reformas, que consideraba inevitable, siempre bajo estricto control y limitaciones; y el ministro de Exteriores, el aperturista Areilza, quien desde sus orígenes fascistas se había convertido en un firme partidario de relegitimar la monarquía y adaptarla a los tiempos mediante su transformación en régimen parlamentario y pluripartidista. Según sus palabras, «la monarquía es el instrumento adecuado para llegar a la reconciliación entre los españoles dentro de un ámbito constitucional». A ellos se unían los ministros militares, en particular el férreamente inmovilista teniente general Fernando de Santiago, así como el liberal Antonio Garrigues Díaz-Cañabate en la cartera de Justicia, y el católico Alfonso Osorio en la de Presidencia.

			Era un gabinete heterogéneo y contradictorio, con personalidades que querían convertirse por su cuenta en los guías del proceso de reformas imponiendo su propio sello, no siempre coincidente, y poco controlables por el pusilánime Arias Navarro, quien era incapaz de imprimir un rumbo político definido a su gestión. Un gobierno de cariz franquista, pero sin Franco, en el que alguno de sus miembros, como el ministro de Marina, el almirante Pita da Veiga, miraba a todos los lados en las reuniones del Consejo de Ministros buscando a quién daba las órdenes, sin encontrarlo. Salvo Garrigues —‌quien propuso a Arias, en vano, que el Gobierno otorgase poderes al rey para convocar directamente elecciones constituyentes— y Areilza, sin embargo, ninguno de los ministros estaba interesado en aquel momento en promover una democratización del país más o menos efectiva. A pesar de la primera declaración ministerial, el 15 de diciembre, que prometía alcanzar un tipo particular de «democracia española» homologable con Europa occidental a partir de «perfeccionamientos y reformas», la parálisis de la acción gubernamental fue una primera consecuencia de estas contradicciones, mientras la oposición democrática y los sectores movilizados de la sociedad empezaban a mostrar de forma abierta sus aspiraciones. Según un sondeo del Instituto de Opinión Pública en tres ciudades (Madrid, Barcelona y Sevilla), eran mayoría entre la población urbana quienes deseaban una evolución hacia la democracia, gradual (30 %) o inmediata (29 %), mientras que menos de un quinto (19 %) deseaba que nada cambiase, en particular peones, pequeños propietarios y amas de casa. Jóvenes, obreros especializados y personas con estudios medios y superiores se contaban entre quienes más abogaban por el cambio político.

			Arias Navarro, que a fin de cuentas debía su cargo a los sectores inmovilistas, intentó acompasar su acción de gobierno a las primeras declaraciones públicas del rey, al tiempo que reivindicaba la vigencia del legado de Franco. Apelando a la continuidad con el espíritu del 12 de febrero de dos años atrás, a finales de enero de 1976 el presidente anunció ante las Cortes una serie de medidas de reforma de tres leyes fundamentales del Movimiento (de Cortes, Sucesión y Orgánica del Estado), así como las de reunión y asociación, complementadas por una nueva Ley Sindical y una reforma de la Hacienda. Estaban inspiradas en lo fundamental por Fraga Iribarne, quien ya en 1963 había hecho una primera propuesta a Franco en términos similares, rechazada por el caudillo, y que recibió con algunos matices añadidos por Adolfo Suárez y Torcuato Fernández-Miranda. El proyecto, de regusto canovista y decimonónico con algunos toques de sistema parlamentario británico, respondía además a una firme creencia del político vilalbés, compartida por varios reformistas, y que el después líder conservador habría de abrigar durante años. Tras la fase de extirpación de las raíces sociales del comunismo y del separatismo, y la política de desarrollo y bienestar económico de los sesenta, se habría conformado una mayoría sociológica que deseaba ante todo paz —‌la «paz de Franco», subrayaría—, orden y reformas controladas. Lo que después denominaría mayoría natural. Esa masa social, integrada por unas amplias clases medias de «gentes responsables», ya no podía ser tratada como un menor de edad y debía acceder al sufragio, pues las condiciones materiales de la sociedad española habían cambiado profundamente.

			En su discurso a los procuradores con motivo de la presentación del proyecto, Arias resaltó la necesidad de preservar la memoria de Franco, la evolución de las instituciones representativas, la garantía de la libertad de asociación, y la ampliación de las libertades y derechos fundamentales. Reconocía que habría democracia, pero matizaba que no para todos:

			 

			Ni los que usan la violencia terrorista para promover su causa, ni los que promueven la disolución social en todas las formas del anarquismo, ni los que atentan a la sagrada unidad de la patria, en una u otra forma de separatismo, ni aquellos que aspiran con la ayuda exterior y con métodos sin escrúpulos a establecer el comunismo totalitario y la dictadura de un partido, cualquiera que sea la careta con la que se presenten, pueden esperar que se les deje usar las mismas libertades que ellos desean destruir.

		   

			El proyecto de reformas en sí presentaba perfiles todavía bastante confusos, que apuntaban hacia una forma de democracia protegida, pensada para el contexto de 1974-1975, pero no para el de 1976, pues Fraga esperaba recoger el sentir de la mayoría natural en ausencia de conflictividad social. Contemplaba la creación de un Parlamento bicameral, integrado por dos cámaras colegisladoras con poderes idénticos. Aunque Arias no precisó cuáles serían sus competencias, composición y mecanismos de elección, sí incluía referencias a la combinación de criterios de representación orgánicos e inorgánicos: una democracia limitada, que combinaba elementos de representación territorial y corporativa, de la que estarían excluidas las opciones «irresponsables», esto es, comunistas y separatistas, y que garantizaría un estado «fuerte y eficaz», basado en la alternancia entre Gobiernos pragmáticos y oposiciones leales y constructivas, que dotaría de legitimidad democrática progresiva al régimen. Pues una vez elegida, la nueva cámara establecería la naturaleza y el alcance de las reformas constitucionales que se realizarían a continuación.

			Era un remedo del sistema parlamentario británico, pero visto desde la Cámara de los Lores y no desde la de los Comunes, que liberalizaba el sistema político, pero no lo democratizaba plenamente, y que no recogía de modo explícito el principio de la soberanía nacional residente en el conjunto de los ciudadanos: era el rey quien designaba los gobiernos. Un diseño institucional que Fraga había admirado durante su etapa de embajador en Londres, resumible en una evolución paulatina y sin rupturas democráticas que garantizase un principio esencial: la continuidad del Estado. El proyecto también bebía de las reflexiones de teóricos y juristas como Jorge de Esteban, Miguel R. Herrero de Miñón y Rafael Arias-Salgado, así como del procurador Carlos Iglesias Selgas (autor del ensayo La vía española a la democracia, 1968). Desde diferentes perspectivas, todos ellos exponían que las Leyes Fundamentales del Movimiento podían ser interpretadas en un sentido liberalizante y reformista, reservando al rey, personificación de la soberanía nacional, un papel interventor que cedería a favor de un neoparlamentarismo que le permitiría dar un paso al margen del proceso político, aun sin renunciar a sus poderes arbitrales. Pero el rey, con el Gobierno, también tendría facultades para modificar la ley electoral, las Cortes y convocar un referéndum para alterar las leyes fundamentales.

			El proyecto de reformas se basaba en la idea de continuidad con el régimen franquista y preveía la permanencia de la mayoría de su clase política. La segunda cámara legislativa incluiría así «los elementos representativos de las actuales Cortes, en todo o en parte, con modificaciones o sin ellas». No era entendido como una reforma política, vocablo que evitaba cuidadosamente, sino como un «perfeccionamiento» del sistema político y las instituciones tardofranquistas que afectaba más a la forma que al fondo del mismo. Era un programa tan morigerado, trufado de límites y prevenciones, e inconcreto en sus propuestas, que sólo provocó la desazón de los reformistas y el rechazo abierto de la oposición democrática. Para evitar que cayese en saco roto y fuese paralizada por las instituciones franquistas, el ministro Adolfo Suárez planteó que la propuesta de reforma política de Arias fuese debatida, lejos de la luz y los taquígrafos, en una comisión mixta Gobierno-Consejo Nacional del Movimiento. En su seno, el proyecto fue objeto de largas deliberaciones que expresaban en el fondo las profundas diferencias de criterio que existían entre sus miembros.

			Los contenidos del perfeccionamiento del régimen franquista fueron expuestos de forma articulada poco después. El farragosamente llamado «proyecto de Ley de Reforma de la Ley Constitutiva de las Cortes y demás Leyes Fundamentales del Movimiento» establecía una suerte de pseudoreformismo. El Parlamento sería bicameral, y constaría de una Cámara Baja elegida por sufragio universal e integrado por trescientos representantes, con un mínimo de dos elegidos por provincia. El Senado o Cámara Alta tendría poderes semejantes a la Cámara Baja, pero sus miembros disfrutarían de un mandato de seis años, por cuatro de los diputados, e incluiría tres senadores por provincia, cincuenta representantes sindicales —‌propuestos por la OS, pero elegidos por sufragio—, cuarenta permanentes (consejeros nacionales vitalicios), treinta representantes de organismos, entidades y corporaciones, y treinta de designación real. El Consejo de Ministros «liberalizó» un tanto la propuesta, elevando a cuatro los senadores elegidos por provincia y suprimiendo los sindicales, si bien dos de los cuatro serían propuestos por los órganos sindicales de trabajadores y empresarios en cada provincia. El proyecto preveía el mantenimiento del Consejo del Reino como principal cuerpo consultivo de la nación.

			Dos proyectos de ley adicionales regulaban todavía de forma restrictiva el derecho de reunión y el de asociación. La Ley de Reunión fue aprobada por las Cortes a finales de mayo de 1976. Su moderado carácter otorgaba al Gobierno un amplio margen de discrecionalidad a la hora de autorizar o no una manifestación. El segundo proyecto, de Ley de Asociación, tuvo una andadura más problemática. En principio, fue presentado a las Cortes por el ministro Adolfo Suárez en un brillante discurso como un ajuste legal, que respondía a la evolución de la sociedad española, ya «pluralista» de hecho, y que permitiría elevar «a la categoría política de normal lo que a nivel de calle es simplemente normal», así como sentar «las bases de un entendimiento duradero bajo el imperio de la ley». Aunque la Ley de Asociaciones fue refrendada por las Cortes, requería una reforma del Código Penal para eliminar la tipificación como delito de la afiliación a partidos políticos. Por ello, en junio los procuradores votaron contra la reforma del Código (174 votos en contra y 57 abstenciones, con lo que el proyecto no podía superar el listón exigido) y devolvieron el proyecto a la Comisión de Justicia.

			Con todo, la Ley de Reunión, y más tarde la de Asociación, supuso un avance significativo, en la medida en que permitía a los aún clandestinos partidos, grupos políticos y sindicatos salir a la superficie y actuar de forma pública, mediante mítines y concentraciones, en una borrosa frontera entre la legalidad y la ilegalidad, compensada con la tolerancia discrecional del Ejecutivo hacia unas siglas en detrimento de otras. Al mismo tiempo, los engorrosos trámites en las Cortes ponían de manifiesto la debilidad del Gobierno y las resistencias que encontraría a su paso. No obstante, un efecto inmediato de los nuevos preceptos fue que el número de manifestaciones autorizadas pasó a ser el 43,4 % de todas las celebradas hasta las elecciones de junio de 1977; aun así, que más de la mitad no fuesen permitidas mostraba que el Gobierno mantenía bajo férreo control la protesta en la calle. Era igualmente revelador que hasta un 38,5 % de las manifestaciones fuesen contrarrestadas con cargas policiales, idéntico porcentaje al registrado antes de la aprobación de la ley.

			Por tanto, se tornó evidente para la oposición, e incluso para muchos reformistas provenientes del aparato franquista, que Arias Navarro no aspiraba a una efectiva liberalización del régimen que condujese a una democratización paulatina, sino que para él se trataba de un ejercicio meramente gatopardesco: cambiar la fachada del régimen sin alterar sus principios políticos fundamentales. Algún ministro, como el vicepresidente primero, el general Fernando de Santiago, ostentaba abiertas simpatías por el búnker y prodigaban declaraciones en alabanza de Franco. Para hacer aún más evidente la actitud vigilante y reactiva de los militares ante el proceso de reformas, el 8 de marzo de 1976 inició sus sesiones en Madrid el consejo de guerra contra varios miembros de la clandestina UMD (un comandante y siete capitanes) que habían sido detenidos el año anterior. A pesar de las demandas de indulto formuladas desde varios sectores, y aunque la UMD no revestía ni de lejos la peligrosidad que se le atribuía, a los militares demócratas les fueron impuestas penas de prisión y se les expulsó del Ejército.

			Los brotes de violencia ultraderechista también ajustaban cuentas entre los otrora aliados. En mayo de 1976, los seguidores del pretendiente carlista Carlos Hugo celebraron en Montejurra una concentración anual que había adquirido un fuerte sesgo antifranquista, vinculado a la evolución hacia el socialismo de un sector del tradicionalismo, y la proximidad al nacionalismo vasco de muchos de sus simpatizantes en Navarra y el País Vasco. La Confederación Nacional de Excombatientes propuso entonces a un candidato alternativo y fiel a la tradición integrista del carlismo, Sixto de Borbón Parma. Ante la pasividad de la Guardia Civil, y con el apoyo de pistoleros neofascistas italianos y argentinos, así como de militares retirados, los partidarios de Sixto de Borbón tirotearon a los asistentes a la concentración, con el trágico resultado de dos muertos y varios heridos. El incidente contribuyó a desactivar al carlismo como opción política para tener en cuenta en la Transición, al acentuar su división interna. Unos días más tarde, el llamado «Escrito de los 126» procuradores, entre ellos varios militares —‌aunque en realidad fueron 97 los firmantes—, que protestaba contra la decisión gubernamental de permitir la celebración de un masivo congreso del sindicato socialista UGT (Unión General de Trabajadores) a mediados de abril de 1976, disfrazado como unas jornadas de estudio, expresaba al presidente de las Cortes su oposición cerrada a cualquier proyecto de reforma política que fuese más allá de la letra de las Leyes Fundamentales del Movimiento.

			El avance de las reformas amenazaba con estancarse, en parte por la oposición de los mandos militares. Aunque era cierto que la inmensa mayoría de los militares eran franquistas y entre ellos los demócratas eran rara avis —‌como afirmaría el vicepresidente Gutiérrez Mellado meses después, de un cesto lleno de fresas no se podían sacar manzanas—, sólo una minoría eran políticamente activos. Pero su agresividad y visibilidad se incrementarían en los meses y años siguientes, espoleadas tanto por el temor a las reformas como por el impacto directo que en las filas tenía el terrorismo, tanto de ETA como de otros grupos de ultraizquierda. De hecho, no sólo guardias civiles y policías, sino también altos cargos militares se convertirían en objetivos preferentes de los atentados etarras y del GRAPO.

			Junto a ellos, se encontraban los partidarios de la continuidad sin cambios del sistema político y social del franquismo, apenas dispuestos a tolerar algunas actualizaciones del mismo inspiradas por los ejemplos de las dictaduras cívico-militares sudamericanas de los años setenta (Chile desde 1973, Argentina o Uruguay desde 1976...) y el modelo caudillista del presidente francés Charles de Gaulle. Entre los partidarios del búnker se contaban en teoría miles de personas, movilizadas por lo que quedaba del partido único del régimen (la Falange), la Confederación Nacional de Excombatientes —‌que agrupaba a parte de los veteranos de la guerra civil—, varias organizaciones de veteranos de guerra más minoritarias, pero igualmente activas (desde la Hermandad de Alféreces Provisionales hasta las Hermandades de la División Azul), una parte del funcionariado ministerial y la mayoría de los militares y miembros de las Fuerzas de Orden Público, así como los funcionarios del aparato administrativo creado por los sindicatos verticales. Pero su mayor contradicción radicaba en la falta de programa concreto, más allá de algunos lemas comunes, sintetizados en la devoción a los llamados «valores del 18 de julio». A todos ellos sólo les servía de nexo de unión la lealtad al caudillo. Una vez muerto, afloraron las divergencias entre los ya inoperativos tradicionalistas, los falangistas de diversas tendencias —‌joseantonianos «puros», hedillistas «revolucionarios», más algunos minoritarios neonazis— y franquistas «a secas», paladines de una síntesis de lemas falangistas con anticomunismo visceral, catolicismo preconciliar y querencia por el orden autoritario. Su mejor expresión sería el notario Blas Piñar y su revista Fuerza Nueva, fundada en 1967. Su objetivo era ejercer presión sobre el Gobierno para contrarrestar cualesquiera medidas de índole aperturista, en especial desde la entrada en vigor de la Ley de Prensa de 1966, así como para promover una política de mano dura contra la oposición y velar por la vigencia de las esencias fundacionales del régimen.

			Los inmovilistas se enfrentaban, además, a un desafío que no fueron capaces de superar: transformar el franquismo sociológico de una parte no desdeñable de la población, que había interiorizado valores promovidos por el régimen (querencia por un Ejecutivo fuerte, miedo a la democracia como antesala de la revolución, gusto por la estabilidad y el orden, fuerte identidad nacional española), en movilización proactiva a favor de las organizaciones que se proclamaban herederas del legado de Franco, entre las que a su vez coexistían sensibilidades dispares. Así se explicaba una paradoja: la gran distancia existente entre la notable capacidad de movilización del búnker durante los primeros seis años de la Transición, patente en manifestaciones y concentraciones en la calle, y sus exiguos resultados electorales.

			 

			 

			¿REFORMA, RUPTURA O RUPTURA PACTADA?

			Como ya vimos, en la izquierda se situaba el amplio abanico de organizaciones que conformaban la oposición antifranquista, que operaba todavía con siglas ilegales y desde la clandestinidad, aunque desde 1976 los espacios de tolerancia por parte de las autoridades eran cada vez más amplios. En sus filas coexistían desde democristianos con notables apoyos internacionales (la Internacional Demócrata Cristiana, existente desde 1961, y la CDU alemana), pero sin gran apoyo social interior, hasta pequeños grupos liberales y liberal-reformistas, pasando por socialistas de distintas tendencias, comunistas y diversos grupos de izquierda radical. A ellos se unían organizaciones nacionalistas periféricas de tendencias muy distintas tanto en el plano social como en su mayor o menor independentismo o autonomismo, desde democristianas como el PNV, la Unió Democràtica de Catalunya (UDC) y el Partido Popular Galego (PPG), hasta de extrema izquierda, como el Partit Socialista de Alliberament Nacional (PSAN) catalán, las distintas siglas vinculadas a la izquierda abertzale en el País Vasco o la Unión do Pobo Galego (UPG) en Galicia, pasando por diversos partidos socialistas o socialdemócratas de orientación nacionalista. Los sindicatos semiclandestinos tenían igualmente un protagonismo cada vez más visible, muy en particular las CC. OO. También hacían acto de presencia una aún débil UGT, con implantación únicamente en algunos territorios y en el exilio, la superviviente Solidaridad de Trabajadores Vascos (ELA-STV), y otros sindicatos nacidos durante los años sesenta, como la USO o el más joven Sindicato Obreiro Galego (SOG).

			En la sopa de siglas de la oposición antifranquista convivían organizaciones con una influencia social muy notable, una acreditada capacidad de movilización y un extenso número de militantes, como el PCE —‌que, en el momento de convertir sus células en agrupaciones, llegó a contar con unos cien mil afiliados, muchos de ellos procedentes del sindicato CC. OO.—, con grupos de existencia más ficticia que real y los llamados «partidos taxi». Todos ellos mantenían únicamente un punto en común: la demanda de una ruptura radical con el franquismo, que llegaría gracias a una etapa de movilización social pacífica, culminada por una huelga nacional que paralizaría el país, concitaría la atención internacional y haría caer los restos del régimen. En palabras de Santiago Carrillo, «el esfuerzo principal lo está haciendo y lo seguirá haciendo hasta su triunfo el pueblo español. Su clase obrera, sus profesionales y estudiantes, sus jóvenes, con las protestas y las luchas que culminarán en la huelga nacional pacífica». Pero la estrategia del PCE también se fue modulando con el tiempo. De un inicial llamamiento al pueblo español para ir a la huelga y marchar sobre las cárceles, para demostrar su oposición al advenimiento de la monarquía, a partir de principios de 1976 esas proclamas poco realistas pasaron a incidir en la necesidad de presionar al Gobierno mediante huelgas y manifestaciones pacíficas, con el fin de obligar a los reformistas a pactar una ruptura democrática.

			En ese programa casi nadie hacía explícita mención, salvo grupos minoritarios como el PCE (m-l) o los republicanos retornados del exilio, a una reinstauración de la república cuyas simbólicas instituciones languidecían fuera de España. Los objetivos inmediatos consistían en la amnistía general para todos los delitos políticos y de opinión, la restauración de las libertades fundamentales (opinión, reunión, asociación), incluyendo la libertad sindical y de prensa, la legalización de todos los partidos políticos, la constitución de un gobierno provisional, la convocatoria de elecciones libres y la fundación de una asamblea constituyente, que o bien determinaría la forma de estado que adoptar por la democracia española, o bien convocaría un referéndum para dejar al pueblo decidir sobre ese asunto. No se partía, pues, de la restauración tout court de la legalidad republicana interrumpida por el golpe de estado de julio de 1936, la oficialización de sus símbolos, el destierro de la monarquía o el retorno automático de las instituciones republicanas.

			La disyuntiva ahora rezaba: ¿ruptura con el franquismo o continuidad de los rasgos institucionales, doctrinales y sociales del régimen con retoques más o menos cosméticos de su fachada? Aconsejado por sus asesores, Juan Carlos I descartó, como era de esperar, cualquier opción que implicase un desmontaje abrupto del aparato institucional y legislativo heredado del franquismo. Por el contrario, favoreció una política de cambio sucesivo y pausado en una transición pactada, cuyo rumbo se orientaba hacia la pervivencia de una monarquía restaurada como garante de la estabilidad social y territorial. Para ello, en la Europa de los años setenta, sólo existía una fórmula: la de una monarquía parlamentaria o constitucional. Es decir, una evolución pautada, en la que se podrían discutir muchos aspectos, pero no la forma de gobierno. Cualquier apelación a la restauración de la república de 1931 constituía una clara línea roja para los interlocutores reformistas de los opositores demócratas. Para estos, la futura democracia española podía adoptar diversas fórmulas, pero sólo si coexistía con la monarquía.

			A la oposición democrática, tanto en el interior como en el exilio, tarde o temprano se le planteó el dilema de escoger entre una ruptura poco o nada probable, a pesar del espejismo fugaz de la revolución en Portugal, y una reforma pactada con visos de triunfar, y que muchos, como los politólogos Juan J. Linz y Alfred Stepan, describieron como una reforma pactada-ruptura pactada. Pues aunque desde un punto de vista formal suponía una reforma de las leyes fundamentales del régimen anterior conservando sus funcionarios, ejército y policía, más una monarquía determinada por la Ley de Sucesión franquista, su estación final era la consecución de un régimen democrático equiparable a los de su entorno geográfico, en el que la monarquía ocupaba una función principalmente simbólica. Hacía ya tiempo, además, que los sectores más significativos de la oposición antifranquista habían sustituido el dilema entre república y monarquía por otro, de contornos más difusos, entre democracia y dictadura. La relación de fuerzas real en España, con un Ejército y unas Fuerzas de Orden Público plenamente fieles al legado de Franco y vigilantes ante cualquier desbordamiento que juzgasen revolucionario, y unas élites tardofranquistas al mando de los resortes decisivos de la administración central y local, de importantes organizaciones sociales, del control de la opinión pública y del poder económico y financiero, hacía poco viable una opción de ruptura revolucionaria. La oposición pronto concluyó que era incapaz de llevar adelante su programa de ruptura abierta a través de la presión social. Aunque el peso e influencia de las movilizaciones en algunos momentos fue muy importante, lo cierto era que la oposición democrática no contaba con apoyos sociales suficientes, salvo quizá en algunas zonas industriales y urbanas, el País Vasco y parte de Cataluña. Pero las movilizaciones populares, multiformes y con diversos objetivos, actuaron en momentos decisivos como un elemento corrector, en la práctica, de posibles involuciones en el proceso de reforma democrática o de ruptura pactada.

			Por otro lado, como han señalado varios autores y algunos protagonistas del proceso de transición, en ningún momento existió un plan diseñado y perfectamente ejecutado, ni desde los sectores reformistas del franquismo, ni desde la oposición democrática, ni desde la patronal o desde las principales cancillerías de Europa occidental y Norteamérica. Ni estaba todo perfectamente «atado y bien atado», siendo su resultado la Constitución de 1978 y el régimen de la Transición, ni el proceso de democratización fue el fruto de la generosidad del monarca, la apertura de miras de los reformistas del franquismo y la capacidad de sacrificio y renuncia de la oposición democrática. En la Transición hubo mucho de improvisación, acuerdo circunstancial e imprevisto, sorpresas y resultados inesperados, y por tanto, de adaptación a las cambiantes circunstancias del entorno político e internacional. Fue un pacto de élites, pero condicionado por las movilizaciones sociales, salpicado de sangre en diversos momentos, y que caminó más de una vez por el filo de la navaja.

			La apertura progresiva y controlada favorecida desde las instancias del poder tardofranquista, convencidas, como le había expresado Martín Villa al entonces empresario y opositor catalanista Jordi Pujol en 1974, tras la ejecución de Puig Antich, de que «esto se acaba», forjó también complicidades con una parte de la oposición democrática, que en cuestión de pocos meses pasó a defender en la práctica, y cada vez más en la teoría, una reforma pactada, camuflada a su vez como una ruptura pactada. Si en los procesos de transición suelen ser los actores secundarios de cada bando los que primero dan pasos en la dirección del pacto con el contrario, la transición española se caracterizó por el papel central que en esos pasos tuvieron los actores principales de cada bando o facción, que mantenían entre ellos contactos frecuentes y más o menos tolerados por la policía desde finales de 1975. En un contexto institucional fluido e inestable, las relaciones personales y la concentración de las decisiones en las élites de los grupos y partidos políticos tuvieron mayor importancia que los mecanismos institucionales. El contacto entre diversos grupos de la oposición al franquismo, moderados y radicales, reformistas desgajados del tronco del régimen y exiliados, no surgió ex novo en los años de la Transición. Se retrotraía al encuentro celebrado en el marco del IV Congreso del Movimiento Europeo en Múnich, en 1962, que marcaba el final de una larga etapa de desencuentro, y también había tenido continuidad en otras iniciativas culturales conjuntas durante los años sesenta, en las que se discutieron diversos temas, desde la configuración territorial del estado a su forma política y su contenido social. En cierto modo, ahí había empezado todo.

		

	


	
		
			Capítulo 2

			
LOS GOBIERNOS DE ARIAS Y SUÁREZ Y LA GESTIÓN DE LA TRANSICIÓN (1976-1978)


		   

			 

			 

			Entre finales de 1975 y principios de 1976, la oposición democrática hizo visible su capacidad de convocatoria en las calles y en los centros de trabajo. Madrid vivió la mayor ola de huelgas desde la guerra civil. La policía practicaba numerosas detenciones, si bien la mayoría de los arrestados salía en libertad a las pocas horas. Pero el régimen no se tambaleó tras la muerte de Franco y la asunción de la jefatura del Estado por el rey Juan Carlos I. En las principales cancillerías europeas reinaba la expectación ante los posibles cambios que se avecinaban en España y que creían que tendrían lugar bajo la égida del monarca. Pocos se atrevían a aventurar cuál sería el alcance concreto de esas mudanzas y la medida en que el Ejército y las élites económicas estarían dispuestos a tolerarlas.

			Por su lado, si los líderes de la oposición democrática habían aprendido algo de la experiencia de la guerra civil, del largo exilio y de la clandestinidad era la necesidad de superar diferencias y presentar un frente unificado, que sólo existía de forma eficaz en Cataluña gracias al surgimiento ya en 1971 de la Assemblea de Catalunya. Las concurridas manifestaciones que secundaron la campaña por la amnistía desencadenada desde finales de 1975 —‌al menos 172 concentraciones hasta junio de 1977, que reunieron más de medio millón de personas en total— sirvieron de acicate para la conformación a fines de marzo del año siguiente de un organismo coordinado que agrupaba a la Junta Democrática y a la Convergencia Democrática.

			La nueva plataforma, que adoptó la forma de una mesa con representación de las distintas organizaciones políticas y desechó la fórmula asamblearia propuesta por el PCE, pasó a llamarse Coordinación Democrática o, como fue conocida de modo coloquial, «Platajunta». En su «Declaración a los pueblos de España» de marzo de 1976, la nueva entidad formulaba el propósito de transformar de forma pacífica el «Estado actual» en un «Estado democrático» a través de una «ruptura o alternativa democrática mediante la apertura de un período constituyente», durante el que se garantizarían las libertades y derechos políticos y sindicales, se decretaría una amnistía general para presos políticos y exiliados, se ejercerían de modo efectivo «los derechos y [...] libertades políticas de las distintas nacionalidades y regiones dentro del Estado español» y se convocaría finalmente un plebiscito por sufragio universal acerca de la futura forma «del Estado y del Gobierno». La demanda anterior de un gobierno provisional que convocase un plebiscito sobre república o monarquía era sustituida ahora por la demanda inmediata de apertura de un proceso constituyente, una fórmula lo suficientemente abierta para concitar complicidades de la oposición moderada al franquismo y hasta de reformistas del régimen. En agosto, la Platajunta reconocía que la ruptura habría de ser negociada —‌sin especificar con quién— para conformar un Gobierno de «amplio consenso democrático» que abriese un proceso constituyente. Una vez más, se otorgaba prioridad al binomio democracia/dictadura sobre la vieja dicotomía república/monarquía; se reconocía que lo fundamental era asegurar el pleno ejercicio de derechos fundamentales, políticos y sindicales, y se abría la puerta a una descentralización, todavía indefinida, del futuro estado democrático.

			En definitiva, la oposición democrática pasaba de abogar abiertamente por la ruptura democrática mediante la presión popular sobre el régimen a mostrar cierta disposición a pactar con los sectores reformistas del mismo las vías para establecer una democracia: lo que la oposición denominaría «ruptura pactada», y el Gobierno, simplemente, «reforma». Eso era consecuencia de la notable solidez demostrada por el estado posfranquista, cuyas instituciones se mantuvieron en pie y siguieron funcionando, incluida la eficacia represora de las Fuerzas de Orden Público, pero también de la constatación por parte de los líderes de la oposición de que no eran capaces de forzar por sí solos una ruptura con el orden establecido. Las declaraciones de varios de aquellos, como Carrillo en marzo de 1976 o Felipe González dos meses después, preparaban el terreno para que las bases militantes de la oposición aceptasen que lo principal era obtener la democracia, aunque fuese negociando con «las fuerzas capitalistas de derechas» que creyesen en ella.

			 

			 

			¿DE QUIÉN ES LA CALLE? MOVILIZACIONES SOCIALES Y RESPUESTA GUBERNAMENTAL

			Las diversificadas iniciativas y movilizaciones de partidos, asociaciones y entidades políticas, sindicales y culturales, cuya articulación y expresión ya no podían ser controladas del todo por las Fuerzas de Orden Público, contribuyeron a agrandar la distancia simbólica entre las fuerzas opositoras y el aparato estatal posfranquista. En este aspecto, el foco principal de la oposición abierta al régimen ya no era la universidad, en algunas de cuyas facultades, desde las primeras revueltas de 1956, se respiraba un ambiente decididamente antifranquista, y donde diversos partidos reclutaban buena parte de sus cuadros. Desde principios de los setenta, y con especial intensidad a partir del curso 1974-1975, se incrementaron los paros estudiantiles, las intervenciones policiales en los campus, los cierres de facultades, los encierros y otros actos de protesta, que abarcaron a prácticamente todas las universidades públicas del país. Así, la Universidad de Valladolid fue clausurada en febrero de 1975 por orden gubernativa. El curso siguiente se caracterizó asimismo por la extensión de la conflictividad a casi todos los campus; en ella se mezclaban reivindicaciones corporativas y académicas —‌calidad de la enseñanza, numerus clausus, becas, reivindicación de estabilidad en el empleo por parte de profesores no funcionarios o protestas contra la carestía de los alquileres, como en Santiago de Compostela en 1979— con planteamientos de índole política o cercanos a los nuevos movimientos sociales, como el antimilitarismo o el feminismo.

			Sin embargo, lo cierto era que a partir de 1976 el ámbito de agitación y reivindicación preferente pasó de las aulas o las revistas y tribunas culturales a la calle, al Parlamento y a la confrontación entre partidos. Con ello, la universidad perdió de modo paulatino su lugar central en la movilización por las libertades democráticas. Durante los primeros años de la Transición las disputas entre estudiantes de distintas ideologías, sobre todo entre izquierdistas y grupos organizados de extrema derecha, tuvieron como escenario principal los campus universitarios. En ellos también tuvieron lugar movilizaciones políticas promovidas por la izquierda hasta 1978; pero a partir de esa fecha su frecuencia y alcance disminuyó de forma acelerada.

			La conflictividad laboral adquirió, por el contrario, un nuevo protagonismo. El número de huelgas y paros se multiplicó tras la muerte de Franco. En el aumento de los conflictos influían motivos estrictamente laborales, pero también actuaban como factores coadyuvantes de la movilización obrera la demanda de libertades políticas, la protesta contra excesos policiales y la reivindicación de amnistía.

			El año 1976, y sobre todo el primer trimestre, se caracterizó por un fuerte incremento de la conflictividad laboral, cuyo detonante fue el decreto aprobado por el Gobierno de Arias en noviembre de 1975, que fijaba un tope a las subidas salariales, y la necesidad de renovar hasta dos mil convenios laborales —‌dos tercios del total— en un contexto de recesión económica e inexistencia de organizaciones legales suficientemente representativas de los trabajadores y de los empresarios. El Ejecutivo intentó preservar en lo posible la Organización Sindical franquista, reformando sólo algunos aspectos secundarios ya en enero de 1976. El rechazo por parte de los sectores organizados y movilizados de los trabajadores fue tan rotundo que el ministro Martín Villa retiró el proyecto. Tres meses después, el ministro de Trabajo José Solís llevaba adelante una Ley de Relaciones Laborales que establecía la jornada de trabajo en 44 horas semanales y tres semanas de vacaciones, además de mayores garantías contra los abusos patronales. Esas concesiones a los trabajadores, siguiendo la tónica del paternalismo social que había caracterizado a los ministros falangistas en el pasado, no se acompañaban de libertad de asociación sindical. Con todo, fueron suficientes para suscitar la protesta empresarial.

			Por su parte, los sindicatos semiclandestinos plantearon nuevos desafíos al Gobierno. CC. OO. lanzó a principios de año una propuesta de unidad sindical, de inspiración portuguesa —‌el ejemplo de la Intersindical—, con el objetivo de ganar fuerza en las negociaciones colectivas e incrementar la influencia política de los sectores obreros. Sin embargo, a ello se opuso la resucitada UGT. El sindicato socialista, que había tenido durante el franquismo sólo una presencia testimonial en el interior, resurgía ahora con cierta fuerza, con importantes apoyos externos por parte de los sindicatos socialistas europeos; en un primer momento, también se benefició de la complacencia de los empresarios, que preferían negociar con los ugetistas que con Comisiones. A pesar de ello, el sindicato socialista aún contaba con un número modesto de afiliados, y sus escasos cuadros tenían una experiencia sindical limitada. También encontró un velado apoyo de los primeros Gobiernos de la Transición, que veían en el fortalecimiento de la UGT una opción para dividir el movimiento sindical. En contra de los consejos de otros líderes sindicales europeos, UGT se resistía a conformar con CC. OO. y USO una central sindical unitaria e independiente de cualquier partido.

			La tolerancia oficial hacia el sindicato socialista se puso de manifiesto cuando el Gobierno de Arias autorizó la celebración en un restaurante de Madrid del XXX Congreso de UGT entre el 15 y el 18 de abril de 1976, camuflado como unas «jornadas de estudio sobre asuntos sindicales». A él concurrieron 96 delegaciones en representación de 6.934 militantes —‌más de un tercio de ellos procedentes del exterior—, así como la plana mayor de la Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres. Además de las repercusiones internacionales que revestiría prohibirlo, al Gobierno le placía especialmente el lema del congreso, «A la unidad sindical por la libertad», que auguraba la negativa ugetista a conformar una central única. Por el contrario, la Asamblea General de Comisiones tuvo que celebrarse de manera clandestina en Barcelona tres meses más tarde. A partir del verano, CC. OO. procedió a estructurarse organizativamente como sindicato de clase para adaptarse mejor al nuevo contexto institucional, abandonando las fórmulas asamblearias por empresas que lo habían caracterizado hasta aquel momento, y que ya no eran operativas en los nuevos tiempos.

			Era un terreno abonado para que las reivindicaciones de carácter laboral se politizasen, en parte por la ausencia de cauces representativos. A lo largo del año tuvieron lugar hasta 568 huelgas, cuyas demandas se centraban en la mejora de los convenios colectivos o mejoras salariales; pero en un 28 % de los conflictos figuraban en la tabla reivindicativa la solidaridad con compañeros de trabajo o la protesta por la apertura de expedientes de crisis, y en un 11 % se incluía de forma específica una interpelación al Gobierno en demanda de libertad sindical, de reunión, de asociación o de manifestación. El Gobierno de Arias se distinguió por la dureza de las medidas represoras, dictadas por su ministro del Interior, Fraga Iribarne, y traducidas en la militarización de servicios públicos en huelga o las descargas policiales. Ciudades como Madrid o Sabadell, y comarcas como el Baix Llobregat barcelonés, fueron paralizadas por huelgas paralelas en varios sectores, que más de una vez fueron convocadas como reacción a las brutales intervenciones policiales contra manifestaciones y protestas pacíficas. En Barcelona y su área metropolitana la conflictividad laboral se incrementó de modo exponencial, afectando ahora, además, a sectores productivos poco propensos hasta entonces a las huelgas y a muchas pequeñas empresas. En el País Vasco, la conflictividad laboral se sumaba de lleno a la política y las respuestas policiales eran aún más brutales. Entre enero de 1976 y mayo de 1977 tuvieron lugar en las provincias vascas trece huelgas generales, siempre como protesta contra los excesos de las fuerzas del orden. También fue el caso en Elda, donde la policía abatió a disparos a un trabajador en febrero de 1976, y en Vitoria, donde una huelga general a principios de marzo, radicalizada por la aparición de piquetes y barricadas, acabó en un baño de sangre —‌cinco muertos y cuarenta heridos— por la intervención desmesurada de las Fuerzas de Orden Público para disolver una asamblea obrera celebrada en la iglesia de San Francisco. Pocos días después, nuevos conflictos laborales desembocaron en excesos policiales y una víctima mortal en Basauri. La brutalidad de la represión obligó incluso a los ministros Martín Villa y Fraga a lamentar los hechos públicamente y a recomendar a las empresas afectadas por la huelga que readmitiesen a los trabajadores despedidos.

			La conflictividad laboral, que se extendía también en menor grado a otros puntos de España, desde Jaén hasta Ourense, contribuía así a generar presión sobre el sistema político y a acentuar su crisis de legitimidad, lo que era percibido como un doble peligro por parte del Ejecutivo. Fraga Iribarne lo expresaba de modo ajustado a mediados de enero, cuando declaraba que el Gobierno no estaba dispuesto a «someter a la contestación callejera los fundamentos del sistema que pretendemos modernizar». Incluso llegó a comparar la huelga general de Sabadell con la ocupación de Petrogrado por los sóviets en 1917. Pues si algo horrorizaba al ministro era el abismo del vacío legal: el Estado debía tener, ante todo, continuidad y mantener el orden, aunque fuese a costa de una fuerte represión. A lo largo de 1976, casi una veintena de personas murieron a manos de la policía o del pistolerismo de la ultraderecha, tantas como las víctimas mortales de ETA y otros grupos terroristas de extrema izquierda.

			A las huelgas y paros en las empresas se sumaban las movilizaciones políticas, que se generalizaron a lo largo de 1976 en buena parte de las ciudades del país. Las reivindicaciones que agrupaban a todas las organizaciones y movimientos sociales de orientación democrática se resumían, sobre todo, en dos lemas: amnistía y libertad. Eran conceptos genéricos, pero de gran eficacia simbólica y capacidad movilizadora, que concitaban además el apoyo de sectores muy amplios de la sociedad civil, incluyendo asociaciones de vecinos, colegios profesionales, personalidades del mundo de la cultura y la universidad, y otras entidades y asociaciones de diversa naturaleza. En la amnistía se comprendían los presos políticos, la vuelta de los exiliados y la anulación de los procesos abiertos por el Tribunal de Orden Público y otras instancias. En número de asistentes y de movilizaciones, la demanda de libertad y amnistía ocupaba el primer lugar.

			En Cataluña, y en cierta medida también en Galicia, el País Vasco o el País Valenciano, a ese lema se añadía otro: la reivindicación de autonomía, fuese el Estatuto de la Segunda República o uno nuevo. Las movilizaciones en torno a ese lema en exclusiva durante la primera fase de la Transición fueron mucho menos numerosas, una treintena, pero algunas de ellas se contaron entre las más concurridas del período, pese a concentrarse en territorios concretos. En febrero de 1976, una comisión de 150 personas representativas de diversos ámbitos políticos, sociales y culturales vinculada a la Assemblea de Catalunya convocó una manifestación no autorizada en la Ciudad Condal, organizada a efectos formales por la Federación de Asociaciones de Vecinos de Barcelona. A ella acudieron varias decenas de miles de personas, que recorrieron el centro de la ciudad, en medio de algunos incidentes. Una semana después, la propia Assemblea repitió la convocatoria no autorizada en Barcelona, cosechando de nuevo un notable éxito de movilización, pero el Gobierno Civil había desplegado ocho mil policías que se emplearon a fondo y reprimieron con violencia las concentraciones, además de ocupar, en la práctica, la céntrica plaza de Cataluña.

			También hicieron su aparición durante la Transición reivindicaciones características de los denominados «nuevos movimientos sociales», de índole posmaterial, y que incidían en los derechos de la mujer, la ecología, el pacifismo o, de modo incipiente, los derechos de los homosexuales. En buena medida, esas demandas se hallaban aún muy vinculadas a las formuladas en la esfera política por las organizaciones de izquierda, y su agenda estaba sometida al ritmo de las demandas políticas. Sus líderes y activistas, en buena parte, eran multifuncionales y estaban implicados al mismo tiempo en el campo político o en el sindical.

			Las primeras Jornadas por la Liberación de la Mujer se desarrollaron de forma clandestina en un convento de Madrid a principios de diciembre de 1975, y en sus conclusiones abogaban por la igualdad legal de la mujer con el hombre en todas las esferas, además de por la igualdad de oportunidades laborales y sociales. Las principales organizaciones feministas estaban vinculadas, sobre todo, al PCE y al maoísta Partido del Trabajo de España. Unos meses más tarde, en mayo de 1976, tras las primeras Jornades Catalanes de la Dona que reunieron a más de cuatro mil participantes, irrumpió en Cataluña un movimiento feminista unitario y plural, en el que participaban desde representantes de asociaciones vecinales y de entidades católicas progresistas hasta mujeres vinculadas al mundo universitario y laboral. Incidían en la denuncia del patriarcalismo y de los valores familiares tradicionales, la discriminación legal en el matrimonio y la desigualdad profesional, salarial y de oportunidades entre los géneros. También apuntaban temas nuevos, como la necesidad de fomentar la igualdad de género a través de la educación y los medios de comunicación, e insistían en la demanda de despenalización del adulterio, así como en la legalización de los métodos anticonceptivos. Tres años después, las Jornadas de Granada de 1979 reflejaron una división del movimiento feminista, como en otros países de Europa, entre el feminismo de la igualdad y el de la diferencia, que se traducía en la disyuntiva entre la vinculación, y a menudo supeditación, de la agenda feminista a la política o la constitución de un movimiento autónomo. Entre tanto, buena parte de las demandas feministas, como las referidas a la igualdad ante la ley, fueron satisfechas por diversos cambios legales entre 1977 y 1981; otras tuvieron que esperar, como la ley del aborto. La renovación del personal político de los ayuntamientos desde 1979 ayudó también a plasmar varias de las reivindicaciones sociales del feminismo, desde la fundación de guarderías municipales a la creación de centros de planificación familiar.

			De modo paralelo, otros grupos hasta entonces marginados u objeto de legislaciones discriminatorias y represivas también hicieron oír su voz en el nuevo contexto de oportunidades políticas. En abril de 1977 nacía en Madrid, a iniciativa de algunos colectivos por los derechos de los homosexuales, de presos comunes, feministas y diversas organizaciones de izquierda revolucionaria, la Coordinadora de Grupos Marginados, que reivindicaba una transformación radical de la vida cotidiana, la moral y las costumbres como parte indisociable del proceso de democratización. En su tabla reivindicativa figuraban, además de la amnistía total y la igualdad para la mujer, la libertad sexual, la supresión de las «jurisdicciones especiales», en particular de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social de 1970, que perseguía a prostitutas, mendigos, toxicómanos, homosexuales o deficientes mentales, entre otros colectivos, y la despenalización del consumo de drogas y la prostitución. A pesar de su breve vida, pues se disolvió un año después, la Coordinadora llamaba la atención sobre los denominados «grupos marginados», por lo general olvidados en el discurso de la oposición democrática hasta entonces, como en el caso de los presos comunes, a menudo juzgados y condenados sin garantías judiciales suficientes y con confesiones arrancadas bajo tortura. La Coordinadora de Presos en Lucha (COPEL), creada en 1976, junto a la Asociación de Familiares de Presos y Ex Presos, protagonizó diversas acciones, incluidos motines y asambleas en las cárceles, para recordar la situación de los llamados «presos sociales» y solicitar para ellos el fin de los malos tratos, una depuración de la magistratura y del cuerpo de funcionarios de prisiones heredado de la dictadura, y la extensión de la amnistía a presos no políticos.

			También tras 1975 nacieron los primeros colectivos, integrados por minorías activas, para reivindicar el fin de la discriminación legal y social contra los homosexuales. Primero surgieron en Cataluña, donde se constituyó en 1976 el Front d’Alliberament Gay de Catalunya, y después en Madrid, donde varios colectivos vinculados a la izquierda nacieron el mismo año para exigir libertad sexual, liberación de la mujer y amnistía total. Apenas dos años después, los grupos madrileños se refundieron en el Frente de Liberación Homosexual de Castilla (FLHOC), que cinco meses más tarde organizó la primera manifestación por la liberación homosexual en Madrid, en la que participaron algunos miles de personas. Aunque homosexuales y lesbianas fueron excluidos de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social en diciembre de 1978, la persistencia del delito de escándalo público seguía dando pie a la policía a detener a numerosos homosexuales en la calle, lo que motivó la continuidad de las movilizaciones. En 1981, el grupo de lesbianas del FLHOC se separó del mismo para vincularse al movimiento feminista, que entendían que defendería mejor sus reivindicaciones. Un año después, el movimiento homosexual se disolvía en Madrid y sólo pervivirían los grupos organizados de Cataluña y el País Vasco, en el último caso vinculados a movimientos antirrepresivos y a la izquierda nacionalista.

			El movimiento pacifista daba asimismo sus primeros pasos, tras el precedente de las campañas de solidaridad con los dos primeros objetores de conciencia al servicio militar en 1971 que no eran testigos de Jehová, y la actividad de los grupos de católicos pacifistas, como Pax Christi y Justicia y Paz. A partir de ellos se articuló una red de grupos adscritos a la doctrina de la no violencia, de inspiración gandhiana, y de apoyo al servicio civil alternativo al servicio militar, que entraron en contacto con otros colectivos cristianos de base y no jerárquicos, grupos libertarios, pacifistas y feministas, internacionalistas y grupos nacionalistas periféricos opuestos al servicio militar en un ejército español; por el contrario, tanto el PSOE como el PCE eran reacios a renunciar al servicio militar y consideraban esencial la concienciación de los soldados en los cuarteles. Tras un primer precedente en 1974, tres años más tarde se fundó el Movimiento por la Objeción de Conciencia (MOC), partidario de la desobediencia civil, que agrupaba diversas tendencias, y con implantación sobre todo en las ciudades de Cataluña, Madrid, el País Vasco, Andalucía y País Valenciano, donde se desarrollaban iniciativas autónomas, como centros cívicos y asociaciones culturales, experiencias de comunas alternativas en algunos pueblos, etcétera. A partir de 1978, el movimiento pacifista encabezaría las protestas y movilizaciones contra el servicio militar obligatorio, la OTAN y la presencia de bases militares norteamericanas o campos de maniobras en suelo español, además de campañas más puntuales contra la presencia de la Legión en algunas ciudades o en solidaridad con el pueblo saharaui.

			A pesar de su inusitada visibilidad, las movilizaciones sociales del año 1976 también mostraron algunos de sus límites. A partir de la primavera, la conflictividad laboral disminuyó en intensidad, se perdieron menos horas de trabajo y las huelgas persiguieron objetivos concretos de mejora salarial o de condiciones de trabajo. La fuerte represión desencadenada por el Gobierno de Arias había quemado políticamente a varios de sus ministros, empezando por Fraga Iribarne, pero en cierto modo logró mantener, como bien afirmaba este último, el control de la calle. Los intensos focos de movilización se localizaban en Madrid y su periferia, así como en Barcelona y su área metropolitana, Asturias y el País Vasco y Navarra, con islotes en otros puntos, como algunas zonas industriales de Castilla y Galicia. Eran zonas ya durante los últimos años del franquismo registraban los índices más elevados de conflictividad laboral. Sin embargo, no eran suficientes para generar una dinámica encadenada de conflictos y movilizaciones que hiciese tambalearse al Gobierno y forzase la ruptura. Entre los trabajadores parecía predominar una postura pragmática y negociadora, y concedieron cada vez más prioridad a los objetivos laborales; una actitud semejante adoptó la mayoría de los cuadros sindicales que actuaban en las empresas y estaban en contacto directo con la base. La oposición democrática tomó nota, y lo propio hicieron las élites reformistas.

			 

			 

			SUÁREZ, PRESIDENTE: EL TRILERO QUE TODO LO ENTENDÍA

			La falta de reacción política de Arias Navarro ante los cambios que se avecinaban acabó por exasperar al mismo monarca y sus consejeros, que veían al presidente del Gobierno como un lastre político y generacional, cuya negativa a reformar las Leyes Fundamentales del Movimiento podía provocar una parálisis del proceso de apertura, generar una creciente ola de oposición que acabase en imprevisible ruptura y, lo que para ellos era peor, poner en peligro la propia restauración monárquica. Dos años antes, Juan Carlos I ya había visto cortar las barbas del vecino en un familiar: el gobierno democrático que sucedió a la dictadura de los coroneles en Grecia había sometido a referéndum la monarquía, rechazada por un 70 % de los votos, pues el rey Constantino II, hermano de la reina Sofía, había cometido el error de avalar en 1967 a los coroneles golpistas y después había fracasado al intentar desalojarlos del poder. Y todavía pesaba el precedente del abuelo del monarca, Alfonso XIII, quien había pagado cara su connivencia con el régimen de Primo de Rivera y había generado una corriente de opinión en su contra que había acabado con su derrocamiento. Arias Navarro era, además, un primer ministro indócil: un franquista clásico que no siempre se plegaba a los deseos del palacio de la Zarzuela, y que gustaba de comentar en privado que «a mí no me borbonea nadie». Su referente seguía siendo Franco, de quien se consideraba una suerte de autoinvestido albacea.

			A principios del verano, el monarca tomaría la iniciativa. Durante una visita en junio de 1976 a Estados Unidos, el rey Juan Carlos manifestó ante el Congreso norteamericano que instauraría en España una monarquía democrática; y en una entrevista con la revista Newsweek, Juan Carlos I había calificado a Arias como un «desastre sin paliativos». Al mismo tiempo, varios diarios extranjeros, y el propio Parlamento Europeo, tras conocer el llamado «informe Faure» sobre la situación política en España, criticaban la falta de libertades en el país, cuya política interior a menudo desmentía los esfuerzos diplomáticos tanto del rey como del ministro de Exteriores, Areilza, por presentar la reforma democrática en las capitales europeas como un paso que facilitaría la adhesión española a la CEE. Tras una tensa audiencia con el rey el 1 de julio, Arias Navarro presentó su dimisión al día siguiente, tras haber perdido el apoyo del monarca y ser incapaz de fijar un rumbo realista de lo que muchos ya denominaban abiertamente «reforma».

			Según la legalidad franquista aún vigente, el Consejo del Reino, órgano consultivo que asesoraba al jefe del Estado, debía proponerle una lista de tres nombres para que eligiese sucesor. En ese momento, la capacidad de maniobra de Torcuato Fernández-Miranda fue decisiva. En la terna figuraban dos aperturistas del aparato franquista relativamente jóvenes, los ex ministros franquistas Federico Silva Muñoz (15 votos) y Gregorio López-Bravo (14), además de, contra todo pronóstico, un casi desconocido Adolfo Suárez, que había pasado todas las cribas con un apoyo algo menor que los anteriores (12 votos). Era Suárez también un azul relativamente joven, criado en las estructuras del Movimiento a la sombra del malogrado Herrero Tejedor. El siempre circunspecto Fernández-Miranda entregó la lista al monarca con una frase enigmática que revelaba que no era casualidad: «Estoy en condiciones de ofrecer al Rey lo que me ha pedido». La expectación era máxima, y los consejeros del Reino, que habían pasado horas deliberando, no filtraron la lista a la prensa. Areilza era para muchos el favorito para suceder a Arias Navarro, incluso entre los medios de la oposición; otros especulaban con los nombres de Fraga Iribarne o Antonio Garrigues.

			Todos se equivocaron. Para estupefacción general de políticos españoles y corresponsales extranjeros, el elegido fue Adolfo Suárez, en lo que enseguida muchos divisaron la larga mano de Fernández-Miranda: como escribió Areilza, «siguiendo quizá altos designios». La oposición democrática consideró de forma casi unánime que el nombramiento era un fiasco: además de ser el secretario general del Movimiento, se trataría de un hombre gris, desconocido, con poca capacidad de influencia o iniciativa política. El historiador Ricardo de la Cierva, entonces alineado con la reforma, publicó en la prensa un artículo de expresivo título, «¡Qué error, qué inmenso error!», considerando que Suárez suponía en la práctica un nuevo Gobierno de Franco, que dejaba fuera de juego y sin esperanzas a la oposición democrática, las regiones y las mujeres.

			Por el contrario, la televisión pública hacía de varios de los defectos presumibles de Suárez virtudes, al resumir que el nuevo presidente «no es aristócrata, no es viejo, no es rico, no habla lenguas, no ha sacado el número uno en las oposiciones». Hacía ver que, en el fondo, el nuevo presidente era distinto de la clase política tecnócrata o reformista procedente del franquismo, en alusión indirecta a Areilza o Fraga. Pero Suárez, abulense de apenas cuarenta y cuatro años, abogado y antiguo director general de Radio y Televisión, entre otros cargos, tenía cuatro cualidades sobresalientes en aquel momento. Era fiel al monarca, al que conocía desde finales de los sesenta, y gozaba de su absoluta confianza; provenía del régimen, lo que lo convertía en aceptable para el aparato franquista, y conocía al dedillo los entresijos de la estructura del Estado y del Movimiento, pues había sido gobernador civil, procurador y ministro secretario general del Movimiento, entre otros cargos. Era, además, consciente del poder de la televisión en una época en que los medios de comunicación audiovisuales habían experimentado una gran expansión de audiencia, pero dependían enteramente del Estado; y era un gran negociador entre bambalinas, hábil en las distancias cortas, capaz de forjar complicidades con actores diversos. Junto con Fernández-Miranda, Suárez iba a ser el instrumento principal para diseñar la cuadratura del círculo: el tránsito de un régimen dictatorial a una monarquía constitucional sin romper en ningún momento la legalidad o crear un vacío de poder, mediante una autodisolución del régimen anterior usando los propios postulados de sus Leyes y Principios Fundamentales.

			La operación suponía, según el inspirador del procedimiento, Fernández-Miranda, pasar «de la ley a la ley a través de la ley» mediante una suerte de nuevo código de principios fundamentales y una ley de reforma única, que sería sometida a la aprobación de los propios órganos del régimen franquista (Consejo Nacional del Movimiento y Cortes) y que preveía un referéndum para su aprobación. Esa ley, que de forma indirecta legitimaba la monarquía, sería presentada a la oposición democrática como un todo o nada, y preveía la convocatoria de elecciones democráticas, facultando al rey para ello. Unos comicios que no eran definidos como constituyentes para no levantar suspicacias entre los inmovilistas y el Ejército, pero que en la práctica todos daban por descontado que lo serían.

			El día 7 de julio, el siempre fotogénico Adolfo Suárez abría el fuego con unas declaraciones televisadas en pose informal, en las que afirmaba su voluntad de «acelerar la reforma política con el realismo que nuestro tiempo exige», afrontar las demandas de «justicia social» compartidas por amplios sectores sociales y lograr que la «libre voluntad de la mayoría de los españoles» fuese la que determinase los Gobiernos, dentro de un «juego político abierto a todos». En el nuevo Gobierno presidido por Suárez y dado a conocer al día siguiente seguían figurando los cuatro ministros militares del gabinete anterior: por el momento, no convenía incomodar en exceso al Ejército. De hecho, del decreto de amnistía de julio de 1976 fueron excluidos los militares de la UMD todavía no juzgados.

			En el Gobierno predominaban los antiguos aperturistas procedentes de las filas del Movimiento. No obstante, sus elementos más reformistas, como el nuevo ministro de Justicia, Landelino Lavilla, el ministro del Interior, Rodolfo Martín Villa, el ministro de Agricultura, Fernando Abril Martorell, o el de Asuntos Exteriores, Marcelino Oreja, podían ser catalogados de liberales más o menos moderados que procedían del aparato franquista, y dos de ellos (Lavilla y Oreja, además del veterano Alfonso Osorio) de católicos militantes. Eran, por lo general, técnicos superiores de la Administración del Estado, letrados y altos funcionarios de carrera, pero había pocos pesos pesados del régimen anterior. De ahí el apelativo de «Gobierno de penenes» —‌abreviatura de profesor no numerario, manera de descalificar a los ministros como segundones provisionales— que se generalizó entre los medios políticos. Se trataba en buena parte, además, de hombres de clase media de provincias que habían hecho carrera en la Administración pública y la organización sindical franquista, así como en el Movimiento, pero cuya socialización política había estado presidida por un conservadurismo católico adaptativo, alejado del falangismo del búnker y del integrismo del Opus Dei. Los reformistas más notables del anterior gabinete, Areilza, Fraga y Garrigues, habían expresado su negativa a formar parte del Gobierno de Suárez, en parte por orgullo herido y en parte por prever que no duraría mucho tiempo. Sólo tres ministros de Arias se sentaban en el nuevo gabinete: Martín Villa, Calvo-Sotelo y Alfonso Osorio, cuyo buen entendimiento con Suárez fue crucial para garantizar la estabilidad del Gobierno.

			Tras celebrar su primer Consejo de Ministros en presencia del rey, que exhortaría a los ministros a tomar decisiones políticas y económicas trascendentales, el 17 de julio Suárez hizo público su programa político, expuesto con una inusual claridad. En él incorporaba algunas las demandas de la oposición democrática, que en las mismas fechas protagonizaba concurridas manifestaciones pro amnistía: se trataba de asumir las exigencias mínimas de la oposición y avanzar en diálogo con algunos sectores de la misma, pero sin ceder en ningún momento el protagonismo a las plataformas antifranquistas y, mucho menos, a la calle. El control y la dirección del proceso de reformas debían recaer exclusivamente en el Gobierno y, en última instancia, en el rey.

			El programa reformista del primer gabinete de Suárez suponía una superación de las vías basadas en la evolución de las Leyes Fundamentales del Movimiento y las combinaciones de concepciones inorgánicas y orgánicas de la democracia. Partía ahora de la aceptación del principio de la soberanía nacional: había que trasladar la palabra al «pueblo», concepto ubicuo en su retórica, para que este se expresase con libertad, y devolverle la soberanía. Aspiraba a la construcción a medio plazo de un régimen democrático bajo la forma de una monarquía constitucional, prometía libertad sindical, independencia del poder judicial y libertad de expresión (aunque aplicada de manera «responsable»), salvaguardar el poder adquisitivo de los salarios y elevar al rey una petición de amnistía que se aplicaría a «delitos y faltas de motivación política o de opinión», aunque no abarcaba los delitos de sangre (terrorismo), y que fue decretada el 30 de julio. Igualmente, Suárez prometía diálogo con los grupos políticos afines y la oposición, así como la creación de «instrumentos de representación y decisión» para las regiones.

			De manera inmediata, el Gobierno propició una ley de ampliación del Estatuto de Asociaciones Políticas, la Ley 21/1976, sobre el Derecho de Asociación Política, y la creación de un Registro de Asociaciones Políticas, tras conseguir de las Cortes —‌que tramitaron los proyectos de reforma por procedimiento de urgencia, una argucia más de Fernández-Miranda para desbaratar las posibles maniobras dilatorias de los procuradores inmovilistas— la reforma parcial del Código Penal que eliminaba los delitos de opinión política. El 2 de octubre, el recién creado Registro había sellado el ingreso de 22 solicitudes, de las que se habían aceptado 10: Frente Nacional Español, Unión Nacional Española (tradicionalistas), Asociación Laborista, Defensa Agraria Social, Unión del Pueblo Español, Partido Popular, Frente Institucional, Nueva Izquierda Nacional y Partido Socialista Demócrata Español, mientras otras 9 se hallaban en tramitación o pendientes de aprobación, desde Fuerza Nueva (extrema derecha) hasta las distintas facciones del PSOE y una regionalista, Unión Catalana.

			La creciente inquietud de los altos mandos del Ejército se hizo patente a la vuelta del verano. Suárez mantuvo una reunión con varios de ellos el 8 de septiembre (los ministros militares, los jefes de todas las capitanías generales, regiones aéreas y almirantes jefes de los departamentos marítimos) en la que les expuso las reformas que se proponía llevar a cabo, sin mencionar la posible legalización del Partido Comunista. Los militares presentes se mostraron conformes con el plan expuesto con locuacidad por el presidente. Sin embargo, Suárez tuvo que afrontar poco después la dimisión del vicepresidente de su Gobierno, el general Fernando de Santiago, quien se oponía de plano a la legalización de los sindicatos y se despidió con una dura carta, en la que acusaba al Gobierno de otorgar respetabilidad a los «responsables de los desmanes cometidos en la zona roja» durante la guerra civil. A él se sumó el general Iniesta Cano, amigo de expresar sus opiniones involucionistas en público. El Gobierno decretó el pase a la reserva de los dos generales, que sin embargo no se pudo materializar por cuestiones de forma.

			Para reemplazar a De Santiago, fue designado el entonces jefe de Estado Mayor Central del Ejército, el general Manuel Gutiérrez Mellado. Era un hombre de talante liberal, dentro de lo que se podía encontrar en el Ejército español en aquellos momentos: un profesional de la milicia, con frecuente contacto con el ejército norteamericano desde los años cincuenta. No era muy bien visto por sus compañeros de armas, quienes lo consideraban una suerte de preceptor moral de la UMD, y le reprochaban no haber combatido en el frente durante la guerra civil, que pasó en tareas de información clandestina en Madrid. A pesar de ello, Gutiérrez Mellado se convertiría en uno de los máximos colaboradores del presidente Suárez y su principal mediador con la cúpula militar. Y, asimismo, en el impulsor de las primeras medidas para redefinir el papel de las fuerzas armadas dentro de la nueva España democrática: la llamada «transición militar», que siguió un ritmo más lento y sobresaltado que la transición política. La primera expresión de esa transición paralela fue la creación en febrero de 1977 de la Junta de Jefes de Estado Mayor, órgano colegiado superior de la cadena de mando militar y de asesoramiento técnico en la elaboración de la política militar, que sin embargo todavía conservaba un amplio margen de autonomía respecto al Ejecutivo civil.

			 

			 

			LA LEY DE REFORMA POLÍTICA Y UN REFERÉNDUM TELEVISADO

			El primer anteproyecto de la ley única que iba a concentrar los propósitos de reforma de Suárez, la Ley de Reforma Política, fue presentado al Consejo de Ministros en agosto de 1976; un mes más tarde, fue enviado a las Cortes para su tramitación, y expuesto en una alocución televisada por el presidente del Gobierno. Era una ley única y concisa, con el objetivo de no dar lugar a maniobras obstruccionistas por parte de los procuradores contrarios a ella, como había sucedido hacía unos meses con la Ley de Asociaciones. En su breve articulado (un preámbulo, cinco artículos, tres disposiciones transitorias y una disposición final), se preveía la sustitución de las Cortes franquistas por un Parlamento bicameral, que constaría de un Congreso de los Diputados y un Senado, elegidos por sufragio universal. El Senado tendría un máximo de 250 miembros, de los que 202 serían elegidos por circunscripciones provinciales, con mandatos de cuatro años; también operaría como cámara representativa de las entidades territoriales que se estableciesen en el futuro, y hasta la quinta parte de los senadores podría ser designada por el rey. El Congreso tendría 350 diputados, con mandato de tres años. La capacidad de iniciativa para reformar las leyes fundamentales pertenecería al Gobierno y al Congreso de los Diputados, y el rey debería consultar a la ciudadanía mediante referéndum acerca de las iniciativas de reforma aprobadas por las Cortes. Aunque el texto inicial de la ley, elaborado por Fernández-Miranda, incluía algunas concesiones a criterios de democracia orgánica, como que en la Cámara Alta hasta cincuenta miembros serían elegidos por corporaciones profesionales, la propuesta definitiva aprobada por el Ejecutivo introdujo varias modificaciones en ese apartado. Las Cortes sancionarían, en fin, la ley electoral.

			Durante el otoño, Suárez y varios de sus ministros desarrollaron una febril actividad. Había que tender puentes con la oposición antifranquista y ganarse su confianza. Era necesario igualmente mantener contactos discretos con la Iglesia Católica, que se mantuvo neutral ante el proceso gracias, en buena parte, a la actitud conciliadora del cardenal Enrique y Tarancón. Eso facilitó a su vez que la XXV Asamblea plenaria de los obispos españoles, celebrada a finales de noviembre, abogase por que todas las opciones se expresasen libremente y los electores votasen en conciencia, lo que constituyó un aval indirecto a la reforma política. Por último, era imprescindible convencer a los procuradores para que aprobasen una ley que suponía su suicidio político.

			El proyecto fue presentado primero al Consejo Nacional del Movimiento, que lo sometió a dictamen y formuló una serie de recomendaciones en su preceptivo informe. En él, expresaba su admonición de que el Senado fuese concebido como una cámara de representación orgánica de intereses, de acuerdo con las propuestas de sectores empresariales y algunos de los grupos parlamentarios que habían surgido en las Cortes durante los últimos meses, destacándose en ese aspecto Gonzalo Fernández de la Mora; igualmente, proponía, en la línea de los proyectos de Arias Navarro, que ambas cámaras fuesen colegisladoras, se adoptase un sistema electoral mayoritario, se eliminase la referencia a la soberanía nacional, se considerasen inviolables la monarquía y la unidad de España, fuese preceptiva la aprobación en referéndum y que el mandato de senadores y diputados tuviese diferente duración. No obstante, el proyecto de Ley de Reforma Política, con las recomendaciones añadidas, fue aprobado el 16 de octubre por amplia mayoría (80 votos a favor, 13 en contra y 6 abstenciones). El Gobierno de Suárez se limitó a enviar a las Cortes su proyecto original, acompañado del informe del Consejo Nacional del Movimiento, mostrando una escasa voluntad de transigir con las advertencias de la institución, de las que apenas quedaría la corrección del régimen electoral mayoritario y la obligatoriedad del referéndum.

			Faltaba por superar el último escollo: la aprobación de la ley por las Cortes franquistas. En ese momento, configuraban un conjunto un tanto abigarrado de representantes elegidos por criterios de representación orgánica: sindicatos (145 miembros), municipios (106 procuradores) y los elegidos por sufragio entre los cabezas de familia (95), más miembros natos por representación política (consejeros nacionales del Movimiento y ministros, hasta 94 en total), los procuradores elegidos de forma directa por el jefe del Estado (25) y representantes de colegios profesionales, universidades y asociaciones (48). Sólo una relativa minoría eran calificables de falangistas o carlistas, o incluso de franquistas por firme convicción ideológica.

			La coordinación entre los procuradores era laxa, y hubo que esperar hasta la entrada en vigor de la Ley de Asociaciones Políticas para que se conformasen en la cámara una serie de «grupos parlamentarios» entre febrero y abril de 1976. Tres de ellos eran, con matices, opuestos a la reforma: Acción Institucional, exponente del búnker y presidido por Rafael Díaz-Llanos (71 miembros); el grupo Laboral-Democrático, con 43 integrantes, presidido por Rafael Arteaga, que agrupaba a procuradores del tercio sindical; y la Unión del Pueblo Español (UDPE), con 69 miembros, presidida por el falangista Carlos Pinilla, pero liderada de hecho por Cruz Martínez Esteruelas. Otros tres se posicionaban a favor: Unión Democrática Española (UDE), con 25 miembros, presidida por Álvaro de Lapuerta; el grupo Independiente, con 37 miembros, de Alberto Jarabo, y el Regionalista, con 51 miembros, promovido por el ex ministro desarrollista del Opus Dei Laureano López Rodó. Un buen número de integrantes de los tres últimos grupos se sumarían a fines de octubre a la Alianza Popular (AP) promovida por Fraga Iribarne, quien tras el verano había decidido que su papel consistía en ser el otro lado del espejo de Suárez, quien «civilizase» a la derecha posfranquista y recogiese el franquismo sociológico. De este modo, AP como grupo aún pudo ejercer un cierto influjo en los trámites de la Ley de Reforma Política, sobre todo en un punto: la introducción de un sistema proporcional «corregido» para la elección de los miembros del Congreso que contemplase la provincia como circunscripción electoral, así como un número mínimo de diputados por provincia y un umbral mínimo de porcentaje de votos por provincia para poder acceder a la representación.

			Tras dos días de debates, el 18 de noviembre de 1976 el proyecto de ley fue sometido a aprobación en el pleno de las Cortes. Se optó por una forma de votación nominal y pública, lo que sin duda disuadió de expresarse contra la reforma promovida por el Ejecutivo a más de un procurador. En la práctica, el Gobierno negoció algunos aspectos con el grupo de los procuradores en la órbita de AP, y sólo tuvo que avenirse a introducir pequeñas reformas en el preámbulo y aceptar la obligatoriedad del referéndum, así como el criterio de la corrección de la proporcionalidad a la hora de definir el sistema electoral. Como se preveía, el proyecto de reforma de Suárez fue aprobado por amplia mayoría de los procuradores (425 de 531, el 80 %), mientras que 59 se pronunciaban en contra, 13 se abstenían y 34 no se personaron ese día en su escaño.

			Como han señalado varios autores, que las Cortes franquistas aprobasen un proyecto de ley que suponía su harakiri político —‌término este utilizado de forma abundante en la prensa de aquellos días— y aceptasen la reforma democrática en un grado muy superior al demostrado un año antes, cuando no respaldaron las propuestas liberalizadoras de Arias Navarro, constituye un hecho sin apenas parangón en los anales de la historia parlamentaria mundial. Lo sorprendente no era que entre los 59 procuradores que expresaron su negativa hubiese consejeros nacionales del Movimiento, camisas viejas de Falange, incluidos varios excombatientes de la División Azul (como Agustín Aznar, Diego Salas Pombo, Manuel Valdés Larrañaga, A. J. Hernández Navarro, Raimundo Fernández-Cuesta o José Antonio Girón), y hasta 18 procuradores sindicales que criticaban la ausencia de representación orgánica en las cámaras previstas en la ley, así como destacados exponentes del búnker como Blas Piñar, y 15 militares cercanos a esta fracción, como Iniesta Cano. Además de los militares, era entre los procuradores sindicales, los de designación política y los nombrados directamente por Franco donde más oposición se había registrado hacia las reformas de Arias, y entre ellos también era más frecuente en términos relativos la animadversión al proyecto de Suárez, fuese por convicción ideológica, fuese también por temor a la pérdida de poder y posiciones. Como expresaba el sindicalista Dionisio Martín Sanz, «a través de la democracia inorgánica ya estamos despedidos».

			En principio, los procuradores municipales y los elegidos por el tercio familiar, que estaban en contacto más directo con la sociedad civil y sus inquietudes, así como los representantes de colegios profesionales, universidades y asociaciones, mostraban una menor tendencia a votar contra la reforma. Pero ¿cómo consiguieron Suárez, el rey y Fernández-Miranda convencer a la gran mayoría de ellos para que votasen a favor de la reforma? El monarca podía hacer valer ante muchos su condición de sucesor de Franco, comandante en jefe de las Fuerzas Armadas y garante de una transición ordenada hacia un nuevo sistema político. Por su parte, Suárez, varios de sus ministros, Fernández-Miranda y «personalidades afines» demostraron su conocimiento de los pasillos del poder tardofranquista y pusieron «buen cuidado en convencer personalmente a un buen número de procuradores», como escribió Martín Villa. Pudo haber elementos de coerción: no es descartable que se utilizasen dosieres personales elaborados desde tiempo atrás por los servicios de inteligencia para presionar a más de un procurador. Pero más importante fue la persuasión. Muchos procuradores eran altos funcionarios designados de forma discrecional, cuya permanencia en el puesto fue garantizada en el nuevo régimen político. Por otro lado, aunque la mayoría de ellos no simpatizasen con la democracia, se les convenció de que los tiempos exigían un cambio de régimen político y de que las alternativas no eran franquismo sin Franco o democracia, sino reforma controlada por el Gobierno o ruptura con revolución y caos, a la portuguesa. En la nueva democracia, muchos procuradores pensaban que pasarían simplemente a ser diputados o senadores en candidaturas derechistas o de centro: de hecho, 31 procuradores se presentaron un año más tarde a las primeras elecciones en las listas de UCD al Congreso o al Senado, de los que 27 fueron elegidos, mientras que 54 se integraron en las candidaturas de AP, de los que sólo 10 llegaron a ser diputados.

			Los inmovilistas, además, carecían de articulación grupal sólida, más allá de los vinculados al búnker, y el grueso de los procuradores eran hombres de edad más bien avanzada, poco habituados a tomar decisiones trascendentales. Los falangistas, varios ex ministros de Franco —‌no la mayoría—, muchos procuradores sindicales y algunos designados por el jefe del Estado contemplaban con inquietud cuál iba a ser su futuro en un nuevo sistema político. Otros confiaban en adaptarse a él, nadando a favor de la corriente y del rey. Como expresaba con sorna el diario El País, los procuradores franquistas eran tan conscientes de que su único papel residía en aprobar los proyectos que les presentase el Gobierno que entre ellos reinaba el convencimiento de que «la democracia política se llevaría adelante con ellos o sin ellos». Por lo tanto, procuraron estar a bien con quienes ahora mandaban.

			También influyeron algunas maniobras hábiles por parte del Gobierno. La principal fue dejar pasar dos meses entre el anuncio de la reforma política por parte de Suárez (18 de septiembre) y el momento de la votación (mediados de noviembre). Con esa estrategia se generaba una cierta incertidumbre política, pero también se contribuía a crear en la opinión pública un clima cada vez más favorable a la reforma, pues tanto Suárez como otros ministros prodigaron sus intervenciones públicas a favor de la ley, alimentando la sensación de que la reforma era inevitable al ser evidente que la apoyaba el rey. Otras triquiñuelas fueron hacer coincidir la votación con la ausencia de algunos procuradores sindicales, que acudían a un congreso sindical en Iberoamérica, o repartir el día anterior a los debates sobre la Ley de Reforma Política el texto de un anteproyecto de ley acerca de la constitución de un Consejo Económico y Social, lo que para la mayoría de los procuradores de representación sindical suponía una suerte de compensación a su pérdida de poder, ya que al proyectado Consejo se atribuía la facultad de participar en las tareas legislativas con carácter preceptivo, exponiendo su dictamen en leyes económicas y sociales. Sin embargo, una vez aprobada la reforma política, el Gobierno presentó un proyecto de ley mucho más moderado en su alcance que sólo contemplaba la reestructuración del antiguo Consejo de Economía Nacional.

			En un principio, la oposición democrática repudió de manera mayoritaria el proyecto de Suárez. Aunque algunos líderes socialistas eran de la opinión de que a un Gobierno sin personalidades fuertes sería más fácil arrancarle concesiones políticas, no se acababan de fiar de un presidente que procedía de las filas del Movimiento, y menos aún querían jugar en un campo donde las reglas del juego estuviesen definidas por los reformistas del Gobierno. La Platajunta, además, se había ampliado a una Plataforma de Organismos Democráticos constituida el 23 de octubre, y en la que también participaban la Assemblea de Catalunya, órganos de coordinación unitaria de la oposición —‌por lo general nucleados por los comunistas locales— de Galicia, País Valenciano, Canarias y Baleares, y algunos grupos liberales y democristianos; faltaban las fuerzas políticas vascas, así como algunos consejos alternativos de Galicia (como el Consello de Forzas Políticas de Galicia, impulsado por el nacionalismo de izquierda) y Cataluña (el Consell de Forces Polítiques).

			Pocos días después, la recién constituida Plataforma hacía público un programa mínimo de siete puntos, que suponían en la práctica una aceptación condicional del campo de juego establecido por el Gobierno, pero intentado obtener las concesiones antes de su previsible materialización por el referéndum. Se trataba de la legalización de todos los partidos políticos y sindicatos; plenas libertades políticas y sindicales; amnistía total; disolución del Movimiento y neutralidad de la Administración; negociación de la ley electoral; reconocimiento e institucionalización de nacionalidades y regiones; y una utilización equitativa de los medios de comunicación, nueva obsesión que denotaba, ante todo, el creciente convencimiento de que quien controlase la televisión tendría la sartén por el mango. La insistencia en un gobierno provisional ya era tenue, como cosa del pasado.

			Sin embargo, la heterogeneidad de los integrantes de la Plataforma tampoco hacía fácil llegar a consensos entre ellos, lo que reforzaba la posición del Gobierno. De hecho, ante el referéndum de la Ley de Reforma Política algunos grupos opositores recomendaron el voto afirmativo, mientras otras propugnaron la abstención. Las movilizaciones fueron especialmente intensas en Cataluña, donde la Assemblea de Catalunya negoció con el gobernador civil la celebración de la Diada Nacional de Catalunya el 11 de septiembre. El gobernador civil, Sánchez-Terán, autorizó esta vez la concentración, a condición de que no tuviese lugar en Barcelona ciudad, razón por la que los organizadores celebraron el acto en Sant Boi de Llobregat, hasta donde se desplazaron cincuenta mil asistentes. En el País Vasco, la reivindicación nacionalista adquiría un cariz más inquietante por la continuidad de los atentados de las dos ramas de ETA, que ahora extendió sus objetivos a autoridades civiles, como el presidente de la Diputación de Guipúzcoa, asesinado el 4 de octubre. Las manifestaciones en favor de la amnistía, y las celebradas con ocasión del aniversario de los fusilamientos de Txiki y Otaegui, daban lugar con frecuencia a disturbios y graves incidentes con la policía.

			Las medidas de ajuste económico decretadas por el Gobierno de Suárez, en particular una reforma que favorecía el despido libre, provocaron la convocatoria de una primera huelga general —‌denominada «jornada de lucha»— por parte los sindicatos mayoritarios (CC. OO., UGT y USO) para el 12 de noviembre de 1976. Sus objetivos se ceñían a la revocación de las medidas del Gobierno, el fin de la congelación salarial y la protesta contra el paro; pero también incluían el desmantelamiento de la organización sindical franquista y la amnistía laboral. El Gobierno utilizó métodos disuasorios para minimizar el impacto de la jornada, consciente de que su éxito podía condicionar la Transición. Como resumió Martín Villa, el objetivo principal fue «ganar el envite en Madrid, Barcelona, Bilbao, Valencia y Sevilla» e «impedir que los medios de transporte y los abastecimientos se vieran afectados» partiendo de una premisa simple: «Si se lograba que funcionase el metro de Madrid, la huelga constituiría un fracaso», ya que la televisión se encargaría de camuflar los datos de seguimiento.

			Antes de la fecha, varios dirigentes sindicales fueron privados de libertad de forma temporal; el mismo día de la protesta, unos 250 trabajadores fueron igualmente detenidos por la policía. Sin embargo, la jornada tuvo una repercusión moderada, aunque no insignificante: medio millón de huelguistas para el Gobierno, dos millones para los sindicatos. Tuvo más porcentaje de seguimiento en la industria que en los servicios, lo que disminuyó su visibilidad; y no consiguió su objetivo político. Incluso fue un baño de moral y de legitimidad para el gabinete de Suárez ante la tramitación del proyecto de Ley de Reforma Política, que todavía se debatía en las Cortes.

			La Ley de Reforma Política fue sometida a referéndum el 15 de diciembre de 1976, en medio de la oposición o indiferencia de la mayoría de las organizaciones políticas y sindicales democráticas, que o bien predicaban la abstención, o bien en algún caso (como el de varios partidos catalanistas) dejaban libertad de voto a sus simpatizantes. Los reformistas del Gobierno y sus partidarios hicieron campaña a favor del sí, al igual que los encuadrados en AP, que sin embargo manifestaban ciertas reticencias: algunos, como López Rodó, pedían el voto afirmativo con el argumento de que Franco también lo hubiera deseado. Distinta opinión abrigaba el búnker, que propugnaba el sufragio negativo con el lema «Franco habría votado no», intentando apelar a la buena imagen de que el dictador aún disfrutaría en un sector de la población. Suárez, conocedor del poder de la televisión, diseñó una bien orquestada campaña propagandística en demanda del voto afirmativo, que usó lemas simples y pegadizos, incluidos una composición musical del grupo Vino Tinto («Habla, pueblo, habla») con aires de canción protesta, y versiones de la publicidad electoral en gallego, euskara y catalán.

			Cuatro días antes de la cita con las urnas, el presidente del Consejo de Estado, Antonio M. de Oriol y Urquijo, había sido secuestrado por el GRAPO en un claro intento de desestabilizar la situación política, que sin embargo no alcanzó los resultados desmovilizadores perseguidos. La participación electoral fue más alta de lo previsto (77,8 %) y más del 94 % de los sufragios válidos se pronunciaron a favor de la ley. Las tasas de abstención fueron algo más elevadas que la media española en el País Vasco, así como, en menor medida, en Cataluña, Galicia y las islas Canarias: mientras que en Guipúzcoa acudió a las urnas el 45,2 % de los electores, y en Vizcaya el 54,1 %, la participación fue del 72,3 % en Barcelona y del 63,9 % en Ourense. No obstante, el porcentaje de síes presentaba escasas variaciones entre unas provincias y otras. Sólo en Toledo y Santander el voto negativo, imputable al mayor influjo social de los partidarios del franquismo, fue superior al 5 %, mientras que en las provincias vascas el voto en blanco también superó ligeramente el mismo umbral. El resultado favorable repercutió de modo implícito en una relegitimación democrática de la monarquía, que se reflejó en algunos sondeos semanas después: hasta un 77 % de los encuestados eran de la opinión de que el rey Juan Carlos lo estaba haciendo «bien o muy bien».

			La oposición democrática denunció el «referéndum teledirigido», el rotundo partidismo de la televisión y los medios de comunicación controlados por el Gobierno; igualmente, el Ejecutivo no mostró ningún interés por que decenas de miles de españoles residentes en el extranjero, tanto por motivos de emigración económica como de exilio político, tuviesen derecho a voto, ya que temía que la mayoría de quienes acudiesen a las urnas entre los ausentes votaría en contra. Con todo, el resultado del plebiscito supuso una ducha fría, así como un baño de dura realidad, para la oposición democrática, que ya no podría arrogarse tan fácilmente la legitimidad de representar a una mayoría silenciosa excluida del voto. Y significó, sin duda, un rotundo éxito para el Gobierno de Suárez, que derrotaba a la vez a continuistas y rupturistas, y cosechaba además un notable respaldo internacional. Según declaró el propio Suárez años después, y no se hizo público hasta 2016, las principales cancillerías europeas le exigían un referéndum que hiciese creíble sus propósitos democratizadores y en el que los españoles decidiesen sobre la forma de gobierno. Para salvaguardar la monarquía, que para los reformistas constituía un garante de estabilidad y un referente de legitimidad histórica, se incluyó una mención a ella en el articulado de la Ley de Reforma Política; con ello, obtuvo una legitimación indirecta de la misma ante el exterior, en particular ante los Gobiernos de Europa occidental, que tras el resultado favorable del plebiscito parecieron darse por satisfechos.

			Los contenidos de la ley superaban y anulaban todo el entramado jurídico-institucional del régimen franquista. Pero desde un punto de vista jurídico y formal, la Ley de Reforma Política no suponía una ruptura con las Leyes y Principios Fundamentales del Movimiento, sino un desarrollo ulterior de las mismas: acababa con ellas a partir de ellas. Así se evitaba también provocar la intervención del Ejército, cuyas altas esferas se mantenían ante el proceso de reforma en una actitud de desconfiada expectativa, pero que consentían la actuación del Gobierno de Suárez en la medida en que la avalase el rey, a quien veían como el jefe del Estado y sucesor de Franco, más que como una continuidad de una tradición monárquica interrumpida en 1931.

			 

			 

			UN INCIERTO CAMINO Y SIETE DÍAS DE ENERO

			Hasta el 30 de junio de 1977 y la constitución de un nuevo Parlamento elegido por sufragio universal, las Cortes quedaban disueltas. Urgía, pues, convocar unas elecciones con rango constituyente, aunque se evitó darles ese nombre. La mayoría de las fuerzas de la oposición democrática aceptaron cooperar de facto con Suárez, participando en el nuevo marco de oportunidades políticas que se abría, a pesar de que seguían abrigando desconfianza hacia el presidente. Los distintos partidos y organizaciones reunidas en la Plataforma de Organismos Democráticos nombraron una comisión representativa de nueve miembros, a iniciativa de sus sectores más moderados, con capacidad de interlocución frecuente con Suárez (democristianos y liberales), la Comisión Negociadora o Comisión de los Nueve. Su cometido era reunirse con el Gobierno y discutir los términos de su participación en el nuevo contexto de oportunidades políticas. Formaban parte de ella Felipe González (PSOE), Enrique Tierno Galván (PSP), Francisco Fernández Ordóñez (socialdemócrata), Joaquín Satrústegui (liberal), Antón Cañellas (democratacristianos), Julio Jáuregui (nacionalistas vascos), Jordi Pujol (catalanistas) y Valentín Paz Andrade (galleguistas). A ellos se unía Santiago Carrillo por el PCE, quien desde febrero se hallaba en Madrid en situación ilegal, aunque conocida y tolerada por el Gobierno, pero a quien Suárez no deseaba recibir por el momento.

			A partir del 23 de diciembre tuvieron lugar varios encuentros discretos entre el Gobierno y los interlocutores designados por la oposición. En ellos, la comisión le hizo llegar a Suárez sus condiciones para participar en el proceso electoral previsto, que básicamente coincidían con el programa de siete puntos elaborado un mes antes por la Plataforma: reconocimiento de todos los partidos y organizaciones sindicales; disolución del Movimiento y neutralidad de la Administración pública; una verdadera amnistía política; pluralismo informativo en los medios de comunicación del Estado; negociación de las normas de procedimiento del proceso electoral, e institucionalización política de los «países y regiones» que integraban el estado Español.

			Suárez accedió a buena parte de las condiciones planteadas por la comisión, una vez que los partidos en ella representados aceptaron jugar en el campo escogido por el Gobierno. El presidente no era un intelectual, pero sí un ambicioso trilero de la política: a diferencia de Fraga, que sabía todo y no entendía nada, el abulense no sabía nada, pero entendía todo, según resumía la revista Blanco y Negro. Y practicó con suma habilidad el juego del divide et impera. Favoreció así la legalización de algunos partidos y retrasó la de otros, mediante su clasificación entre «legalizables» y «no legalizables». En esta última categoría entraban todos los que estaban a la izquierda del PSOE, republicanos y nacionalistas de izquierda. De este modo, también escogió a los interlocutores con los que deseaba tratar, que eran básicamente los socialistas, los nacionalistas moderados catalanes y vascos, y los grupos liberales y socialdemócratas. Hacia todos ellos el Gobierno mostró una inicial actitud de amplia tolerancia que precedió a su legalización. Como escribió Areilza, ya desde el Gobierno de Arias existía con los socialistas «una extensa red de contactos oficiosos» e imperaba hacia ellos «una permisividad considerable que equivalía de hecho a una legalización», mientras que con los comunistas se empleaba a menudo «un rigor desusado», producto de la obsesión de las élites tardofranquistas con ellos.

			El régimen cambiaba, pero siempre bajo control del Gobierno, que deseaba transmitir la imagen de que dominaba la situación en la calle y en los despachos. En consecuencia, los funcionarios de la dictadura permanecían en sus puestos a todos los niveles. Eso tranquilizaba a muchos, pero favorecía al mismo tiempo el enquistamiento de sectores inmovilistas en la propia Administración del Estado, que se atrincheraban —‌además de en el Ejército— en las Fuerzas de Orden Público, pero también en el aparato sindical. La extrema derecha y la ultraizquierda, así como ETA, tenían sin embargo su propia agenda política, y si en algo coincidían era en intentar hacer descarrilar mediante la violencia el proceso de reforma política. La extrema derecha dio cobijo a diversos grupos violentos, que sobre todo en los primeros años de la Transición mantenían estrechos y soterrados vínculos con elementos de las Fuerzas de Orden Público y los servicios de información del Estado, además de con funcionarios de sindicatos. Algunos de ellos adoptaron la forma de cuadrillas de lucha callejera, como los Guerrilleros de Cristo Rey, suerte de franquicia empleada por bandas de ultraderecha y quizá parapoliciales, en origen un núcleo de fanáticos ultramontanos que actuaban contra religiosos progresistas o supuestas violaciones de la moral pública. Otros grupos adoptaron estructuras más estables y clandestinas, con amigos en la policía, plagada de torturadores franquistas, y en los sindicatos verticales, y contaron con conexiones internacionales, en particular con pistoleros neofascistas italianos y latinoamericanos huidos o radicados en España. En sus críticas al Gobierno de Suárez, los activistas de la ultraderecha insistían en su incapacidad para combatir al terrorismo de ETA y de extrema izquierda, pero también en el peligro de «desintegración» de España y la creciente descristianización de la sociedad.

			Así se puso de manifiesto a finales de enero de 1977, cuando tuvo lugar una auténtica semana negra con el objetivo declarado de hacer descarrilar el proceso de transición y generar un clima de inseguridad y radicalización social que acabase en un golpe militar que impusiese una solución autoritaria. El día 23 de ese mes el joven obrero Arturo Ruiz era asesinado de un tiro por la espalda por un miembro de los Guerrilleros de Cristo Rey mientras participaba en una manifestación pro amnistía. Al día siguiente, la joven Mariluz Nájera fallecía por causa del impacto de un bote de humo en su cabeza al secundar una concentración de protesta. Esa misma noche tuvo lugar la acción más espectacular del pistolerismo de extrema derecha. Un pequeño grupo de ultras armados entró a disparos en un bufete de abogados laboralistas vinculados al PCE y CC. OO. y situado en la madrileña calle de Atocha. Cinco personas murieron y otras cuatro fueron heridas. Los asesinos, vinculados a Falange y a la estructura pseudomafiosa cobijada por el sindicato vertical del transporte de Madrid, fueron detenidos rápidamente, en parte porque actuaban convencidos de su impunidad y creían disfrutar de protección política y policial. Fueron, sin embargo, encarcelados —‌los policías que llevaron a cabo la acción rechazaron ser felicitados y que el pláceme constase en sus expedientes—, juzgados y condenados tres meses después, aunque las responsabilidades políticas últimas de la acción quedaron sin aclarar por las trabas puestas por la gestión del juez instructor y la policía a los abogados de la acusación particular. Dos días después, más de cien mil personas asistieron al entierro de los abogados asesinados, siguiendo la consigna del PCE de evitar incidentes y no caer en provocaciones, demostrando asimismo la impresionante capacidad de movilización y disciplina del partido, que veló por la seguridad sin portar armas. El Consejo de Ministros hacía pública una declaración en la que consideraba «un ataque al Estado y a la sociedad y una provocación a las Fuerzas Armadas los atentados ocurridos estos días». Entre las medidas para acabar con la ola de atentados, el Gobierno prohibió de forma temporal todas las manifestaciones públicas e intensificó la requisa de armas sin licencia. Al mismo tiempo, informaba de que los actos terroristas ocurrían cuando estaba «en estudio una amplia medida de gracia». Pero la semana de violencia aún no había concluido. El terrorismo de ultraizquierda también se sumaría a la estrategia de desestabilización el 28 de enero, cuando un guardia civil y dos policías armados fueron asesinados por el GRAPO. En el funeral, celebrado en medio de un clima de gran tensión el 29 de enero en el Hospital Militar de Madrid, el vicepresidente Gutiérrez Mellado y el ministro Martín Villa tuvieron que escuchar gritos contra el Gobierno, e incluso se produjo una agresión física por parte de un capitán de navío.

			La reacción del Gobierno y de los principales partidos y medios de comunicación fue comedida y se descartó recurrir al estado de excepción, que sólo empeoraría las cosas. Ese mismo día, Suárez se dirigió al país por televisión y los principales diarios de Madrid (ABC, Arriba, Diario 16, El Alcázar, El País, Informaciones, Pueblo y Ya) publicaron un editorial conjunto y consensuado, «Por la unidad de todos», en el que se afirmaba que «el derecho de un pueblo a decidir libremente su destino colectivo no puede ser impedido por la violencia y el crimen organizado», señalando que «el terror no tiene ideología». La tensión sólo bajó algunos grados de temperatura cuando, por un lado, el rey visitó la División Acorazada Brunete y departió ante los fotógrafos con el general Jaime Milans del Bosch, declarado involucionista, y por otro, la policía liberó tanto a Oriol y Urquijo como al general Villaescusa, que habían sido secuestrados por el GRAPO semanas antes.

			Una vez establecido el campo en el que se contendería, tocaba ahora definir las reglas del juego. Para ello, el Gobierno utilizó sobre todo el arma del decreto ley, que le permitía marcar la agenda y evitar maniobras dilatorias por parte de procuradores inmovilistas en las Cortes. Suárez dejó fuera, por el momento, los puntos de la propuesta de la Comisión de los Nueve que habrían sido inaceptables para el Ejército, como la amnistía o la institucionalización de las nacionalidades y regiones. Y aceptó negociar con la oposición sobre las normas electorales, centrándose en el sistema de elección para el Congreso de los Diputados. El acuerdo fue un sistema de listas cerradas, circunscripciones provinciales con un mínimo de dos diputados, más un escaño por cada 144.500 habitantes o fracción de 70.000, y un umbral mínimo del 3 % para participar en el reparto de escaños en cada provincia. Con ello, las provincias menos pobladas del interior español, previsiblemente más conservadoras, tenían asegurado una considerable prima de representación. El sistema de asignación de escaños se basaría en la ley D’Hondt, con algún asesoramiento externo, como el politólogo alemán Dieter Nohlen. El sistema electoral, por tanto, corregía fuertemente la proporcionalidad y le otorgaba un sesgo mayoritario. Hasta treinta circunscripciones funcionarían en la práctica como distritos mayoritarios, con primas de uno y hasta dos escaños en relación con su población (como Zamora, Ávila, Huelva, Guadalajara, Palencia, Teruel, Cuenca, Logroño y Segovia), y dieciocho más como mayoritarios atenuados, mientras que a Barcelona se le adjudicaban once escaños menos de los que le corresponderían por su peso demográfico, a Madrid nueve menos, y a Valencia cuatro.

			En parte, con ello se pretendía evitar lo que muchos consideraban un error cometido por la Segunda República: un sistema proporcional puro favorecería una extrema fragmentación del Parlamento resultante, otorgaría representación parlamentaria a pequeños partidos de extrema derecha, extrema izquierda y nacionalistas subestatales, contribuiría a la inestabilidad parlamentaria, dificultaría la formación de gobierno y, en definitiva, introduciría demasiada tensión en la vida política. En el nuevo sistema se verían favorecidos los partidos de ámbito estatal que superasen el 20-25 % de los sufragios válidos y se verían perjudicados los que no alcanzasen ese umbral; los partidos no estatales, al concentrar sus votos en sus territorios, podían verse también favorecidos al superar el umbral del 20 % en las circunscripciones en que concurrían. Fue el caso del PNV desde 1979, que obtuvo primas porcentuales de alrededor de medio punto.

			Una vez superado el enero sangriento de 1977, el gabinete de Suárez publicó hasta 37 decretos leyes destinados a crear las condiciones necesarias para la celebración de auténticas elecciones democráticas, lo que pasaba también por la abolición de la censura y la supresión del partido único del régimen franquista. Algunas medidas, como el fin del Tribunal de Orden Público, organismo profundamente impopular encargado de la represión política en el tardofranquismo, ya habían sido decretadas con anterioridad (30 de diciembre de 1976). El decreto ley de febrero de 1977 sobre el derecho de asociación política fue un primer paso efectivo para la legalización de los partidos políticos, hasta entonces en situación, de facto, alegal. A partir de su publicación, se abrió una ventanilla en el Ministerio de Gobernación para registrar la inscripción de los nuevos partidos políticos. Uno de los primeros que presentó su documentación fue, de hecho, el PCE. En la fluida situación de la primera mitad de 1977, como escribió Martín Villa, tras la Ley de Asociación Política «durante algún tiempo hubo partidos políticos en casi todos los supuestos imaginables», que abarcaban desde «partidos legalizados y por legalizar, partidos tolerados y partidos execrados, partidos cuya iniciativa de legalizarse no provocaba, dentro de un exquisito respeto, grandes entusiasmos, y partidos cuya legalización se deseaba con cierto ardor y que, sin embargo, no acababan de tomar la iniciativa».

			El 23 de marzo se publicaba la ley que regía las normas electorales de los próximos comicios, incluida la ley electoral que sería aplicada. En marzo se regularon el derecho de huelga y el de asociación sindical. Más tarde vendrían la abolición de la sindicación obligatoria y el fin de la Organización Sindical. El 1 de abril, día simbólico por ser el aniversario de la victoria franquista en 1939, veían la luz dos decretos más: el que abolía el artículo 2.º de la Ley de Prensa e Imprenta de 1966, y buena parte de las disposiciones relativas a censura, sanciones gubernativas por delitos de opinión y secuestros de periódicos, aun sin eliminarlas del todo; y el que, de facto, abolía el Movimiento Nacional, reestructurando los organismos que de él dependían, su patrimonio y sus funcionarios, que pasaban a incorporarse a la Administración General del Estado, renunciando a cualquier tipo de depuración. De hecho, los ficheros de militantes del Movimiento fueron destruidos, según parece, por orden directa de Suárez, con el fin de eliminar posibles represalias en un futuro. Tres días después se regulaba por ley el derecho de asociación sindical, tras un tira y afloja entre el Gobierno y los representantes de los sindicatos —‌para los militares, la legalización de CC. OO., sobre todo, constituía una última piedra de toque—, y entre abril y mayo se ratificaron varios pactos internacionales relativos a derechos civiles, políticos, sociales y económicos. Pero las manifestaciones sindicales del 1 de mayo de 1977, que no fueron autorizadas, fueron reprimidas con cierta contundencia por parte de la policía, siguiendo en ello órdenes directas del ministro Martín Villa.

			 

			 

			LA CONFIGURACIÓN DE UNA INCIPIENTE OFERTA POLÍTICA

			Desde finales de 1976 habían tenido lugar importantes cambios en la correlación de fuerzas políticas. De forma paralela a la autorización o tolerancia de facto de la mayoría de los partidos políticos de la oposición democrática, se llevó a cabo una legalización progresiva de los sindicatos. El ritmo acelerado de las reformas no se explica sólo por la supuesta generosidad y clarividencia democrática de la cúpula reformista, desde el rey a Suárez. Aunque el grado de sinceridad de las convicciones demócratas de los partidarios de la restauración monárquica es discutible, caben pocas dudas de que eran conscientes de que la única opción de supervivencia para la realeza a finales del siglo XX dentro de Europa occidental era adoptar la forma de una monarquía constitucional. No obstante, el proceso de transición no sólo fue un pacto de élites con escasa participación desde abajo. Por el contrario, la presión de los partidos y, en particular, de los movimientos sindicales y sociales alineados con la oposición, fue intermitente, pero continua, y alcanzó gran intensidad en algunos momentos, como el primer trimestre de 1976 o enero-febrero de 1977, lo que contribuyó a acelerar el ritmo de aplicación de las reformas. En conjunto, entre la muerte de Franco y las primeras elecciones democráticas tuvieron lugar al menos ochocientas manifestaciones de tipo laboral, a favor de las libertades, de la amnistía, contra la represión o por otras causas, todas ellas en todo caso de signo democratizador, que sacaron a la calle en conjunto a más de tres millones de ciudadanos.

			A la presión desde abajo contribuía una articulación progresiva de una nueva esfera pública, que sustituía en parte el control de la opinión pública por los medios integrados en el Movimiento. En abril de 1976 hizo su aparición en Barcelona un diario en catalán, Avui, gracias al apoyo de numerosos accionistas en forma de suscripción popular; al mes siguiente publicaba su primer número en Madrid el que sería el diario de mayor difusión en los años siguientes, El País, vinculado en su origen a empresarios procedentes de los sectores reformistas del franquismo, pero con una impronta fuertemente socialdemócrata y liberal. A lo largo del año retornaron varios exiliados, algunos de ellos destacados intelectuales y escritores, como Rafael Alberti. La liberalización en el ámbito publicístico y cultural fue un proceso imparable, no exento de tensiones entre las autoridades del Estado y los emprendedores culturales y periodísticos, pero en 1977 era ya un hecho. Sin opinión pública libre no podía haber una transición creíble hacia un sistema democrático.

			Algunas preferencias de la opinión pública ya eran conocidas, sobre todo para los responsables gubernamentales. Las series de datos disponibles desde los años sesenta mostraban que, por un lado, existía en la población española un importante sector (alrededor de un 30 %) que mantenía una buena opinión del régimen de Franco; que la principal prioridad de los españoles era la preservación de la paz civil, por encima de cualquier otra preferencia, así como del orden frente a la libertad; y que la mayoría sociológica se ubicaba en el centro político, según el informe FOESSA publicado en 1981. Más de la mitad de los encuestados se situaba en la franja centrista, frente a un 25,7 % que se identificaban con la izquierda y extrema izquierda, y un casi simétrico 24,8 % que lo hacía con la derecha o la extrema derecha, según los datos del Instituto de Opinión Pública en 1976. Otras encuestas mostraban que los mayores porcentajes de rechazo eran cosechados por «revolucionarios», «comunistas» y «continuadores de Franco», mientras que las etiquetas que más atraían a los electores eran, en potencia, la democracia cristiana, el socialismo y la socialdemocracia. Igualmente, la reforma pactada con el Gobierno obtenía más apoyo social global (casi la mitad de la población) que la ruptura predicada por la oposición (alrededor de una quinta parte), según datos del Centro de Investigaciones Sociológicas de 1976 y de 1980. Tras casi cuatro décadas de dictadura y tres lustros de relativa prosperidad económica, que sin duda habían contribuido a modelar o, al menos, condicionar la mentalidad y los marcos de intelección de la realidad de los españoles de a pie, la mayoría de la población parecía inclinarse por un cambio político que, a la vez, estuviese alejado de riesgos de confrontación y que no supusiese una ruptura radical con el período anterior. Sin embargo, la falta de cultura política democrática de los españoles, la ausencia de elecciones libres durante más de cuatro décadas y la falta de experiencia en sondeos electorales convertía cualquier predicción política en un ejercicio de arriesgado esoterismo. En teoría, cualquiera podía ganar, y todos se hacían esperanzas.

			Tras la convocatoria de elecciones libres para junio de 1977 se abrió un período de febril actividad por parte de los partidos políticos legalizados, pero también de los aún no legalizados. Surgieron nuevas siglas, otras se reagruparon o fusionaron en pocos meses. Antes de empezar el año, solamente 13 partidos disfrutaban de estatus legal. En los tres primeros meses tras la apertura del registro oficial, 111 partidos solicitaron su legalización, de los que 78 la obtuvieron sin problema. En agosto, el número de solicitudes había ascendido a 260; y en marzo de 1979, a 300. Los partidos que no eran legalizados acostumbraban a actuar, por lo general, de forma alegal. Muchos de ellos eran de ámbito regional o provincial, y era común registrar varios nombres para impedir que una escisión utilizase las siglas. La media de afiliados no llegaba a los doscientos, y eran abundantes los casos de partidos taxi, es decir, cuyos integrantes cabían en un automóvil. El PSOE fue legalizado formalmente en febrero de 1977.

			A continuación, examinaremos el panorama de las opciones políticas de ámbito estatal que se configuraron a lo largo de la primera mitad del año, mientras que la oferta de partidos nacionalistas y/o regionalistas se detallará en el capítulo siguiente.

			 

			 

			A) Cara al sol naciente: nostálgicos y reformistas del franquismo

			El partido único franquista, FET y las JONS, ya no desempeñaba ningún papel formal y fue disuelto. Sus líderes y cuadros se reciclaron en otras organizaciones políticas, y los que permanecieron fieles al búnker siguieron distintos derroteros. La Confederación Nacional de las Hermandades y Asociaciones de Excombatientes, constituida en 1974 y liderada por Girón de Velasco, y su órgano de expresión desde junio de 1975, el diario El Alcázar, servían de casa común suprapartidaria a los nostálgicos del franquismo, tanto militares como civiles. Pero, a su vez, surgieron distintas tendencias políticas que se reclamaban herederas del legado de la dictadura, y que pretendían agrupar tanto a veteranos excombatientes y miembros de FET como a jóvenes socializados en las organizaciones falangistas durante el franquismo.

			Por un lado, el partido Fuerza Nueva (FN), creado a partir de la revista homónima por su carismático líder Blas Piñar, que proclamaba su fidelidad a los principios del 18 de julio, al legado de Franco y a una forma de «monarquía católica tradicional, social y representativa», que no era otra que la instaurada por «el Régimen que nació de la Cruzada». Guiada por un franquismo ecléctico en el que cabían ultracatólicos de la alta burguesía, clases medias franquistas, militares involucionistas, jóvenes radicales neofascistas que gustaban de la violencia callejera contra la subversión y miembros del clero, Fuerza Nueva se convertiría a medio plazo en la principal organización de la extrema derecha española. Contaba con una estructura territorial extensa y varias decenas de miles de afiliados, concentrados sobre todo en Madrid, Toledo y provincias como Granada, con una activa sección juvenil, Fuerza Joven.

			Por otro lado, desde 1974 el veterano falangista Raimundo Fernández-Cuesta aspiraba a aglutinar en torno a su figura a las distintas facciones falangistas. Mientras que el grupo más profranquista de la Falange consiguió del Gobierno de Suárez la autorización para utilizar el nombre de FE de las JONS, e incluso la cesión de antiguas sedes del Movimiento, pronto surgieron las disputas con otros grupos falangistas (Falange Española Auténtica, Falange Española Independiente, Partido Nacional Sindicalista) que aspiraban a una renovación del legado joseantoniano en clave alternativa, neofascista y hasta revolucionaria en algunos casos.

			Las organizaciones ultraderechistas conservaron una notable capacidad de movilización en efemérides concretas, como las manifestaciones en la madrileña plaza de Oriente con motivo del aniversario de la muerte de Franco cada 20 de noviembre, que eran convocadas por la Confederación Nacional de Excombatientes. Sin embargo, ninguna de ellas fue capaz de aglutinar el apoyo electoral de los nostálgicos del régimen, o simplemente del amplio porcentaje de personas que declaraban durante los años de la Transición abrigar una buena opinión de Franco y su régimen, que superaban un cuarto de la población. Entre noviembre de 1975 y junio de 1977, las 21 concentraciones profranquistas reunieron en total unas 85.000 personas, un número apreciable, pero muy inferior al de las manifestaciones de la oposición. Ni siquiera esas cifras de asistentes se traducirían en votos.

			Las rivalidades entre los distintos grupos falangistas y neofranquistas se sumaban a la falta de entendimiento entre los principales líderes de la extrema derecha, la división del carlismo entre socialistas autogestionarios y tradicionalistas y la imbricación de varias facciones de las juventudes de FN y FE-JONS con grupos violentos de ultraderecha, que fueron responsables de agresiones a militantes de izquierda, altercados y algunos asesinatos, como el de la joven estudiante de izquierdas Yolanda González. Ni siquiera la Confederación Nacional de Excombatientes tomaba partido por unos u otros, y mantenía una ambigua postura hacia la derecha conservadora emanada del tardofranquismo, con la que aspiraba a tejer una suerte de gran coalición posfranquista que agrupase a involucionistas y reformistas. La pobre cosecha de votos negativos (2,6 %) en el referéndum de la Reforma Política mostraba que el espacio electoral de la extrema derecha amenazaba con ser exiguo, aplastado entre su variedad de siglas y la fuerte competencia de Alianza Popular. Ante las elecciones de junio de 1977, la Confederación Nacional de Excombatientes, la FE de las JONS de Fernández-Cuesta y la Comunión Tradicionalista conformaron una coalición electoral, la Alianza Nacional 18 de Julio. La denominación delataba cuál era el común denominador de sus integrantes: los llamados «valores» de la rebelión contra la república de cuarenta años atrás.

			En realidad, el partido de los reformistas tardofranquistas por excelencia fue la nueva Alianza Popular, constituida de manera formal en marzo de 1977, fecha de su congreso constituyente, por José M.a Ruiz Gallardón y Manuel Fraga, aunque su presentación pública había tenido lugar en octubre del año anterior, declarando ser una «opción democrática y reformista». Su objetivo estratégico, como vimos, fue conformar un grupo de procuradores que condicionase la negociación de la Ley de Reforma Política y arrancase concesiones para asegurar el futuro político de los reformistas en el nuevo marco institucional. La naciente organización, fiel a la estrategia fraguiana (y sorprendente para algunos de sus seguidores) de «civilizar» y llevar hacia la integración en la democracia a las familias políticas del régimen, nacía como la fusión de siete grupos comandados, a su vez, por ex ministros o prebostes tardofranquistas, los llamados «siete magníficos» (Reforma Democrática, del propio Fraga; Acción Regional, de Laureano López Rodó; ADE, de Federico Silva Muñoz; Democracia Social, de Licinio de la Fuente; un sector de la UDPE capitaneado por Cruz Martínez Esteruelas; la USP de Enrique Thomas de Carranza —‌el único que no había formado parte de gobiernos franquistas— y la UNE de Gonzalo Fernández de la Mora). A ellos se fueron añadiendo otros grupúsculos de carácter regional y ex adherentes de la UNE de Suárez, así como, desde sus primeros pasos, varias decenas de procuradores de las Cortes franquistas.

			En su manifiesto fundacional, con fecha del 9 de octubre de 1976, Alianza Popular rechazaba los «propósitos revanchistas» de la oposición democrática, y preconizaba la necesidad de «tomar lo mejor de lo que tenemos para basar sobre ello nuevos avances, compartiendo la filosofía de los partidos populistas, centristas y conservadores de Europa». Aunque los fundadores del partido se mostraban conformes con el proceso de reforma política, se oponían a cualquier «período constituyente de carácter rupturista» e insistían en que no se debía olvidar la «obra de un pueblo durante casi medio siglo», esto es, lo que de positivo pudiera tener el franquismo. Admitían la democracia, pero mostraban su preferencia por un sistema con «pocas y fuertes agrupaciones políticas» en el que estuviesen excluidos «comunistas, separatistas y terroristas». Y mostraban igualmente su voluntad de «continuidad perfectiva», basada en la idea de la «reforma responsable» de las leyes existentes, con una retórica que evocaba todavía la utilizada dos años atrás dentro de las instituciones franquistas.

			Esa tónica tendría continuidad en la propaganda desplegada por el nuevo partido en los meses siguientes. Los lemas iniciales de AP resaltaban su ambición de encarnar un cambio «con orden», en el que el nacionalismo español —‌«España, lo único importante», rezaba su primer lema electoral— y la reticencia hacia la descentralización se combinaban con una visión benevolente de los logros del régimen anterior —‌en su congreso fundacional se corearon vítores a Franco—, cuyas virtudes habría que conservar, el fuerte apego a los valores católico-conservadores y la preferencia por una democracia de espectro limitado. Del diálogo con todos los sectores democráticos del país había que excluir de entrada «al terrorismo, al comunismo y al separatismo», oponiéndose a su legalización, al menos antes de celebrados los primeros comicios. La sombra del águila franquista era alargada, y en varios aspectos AP se asemejaba más a alguno de los contemporáneos partidos neofascistas europeos que a un partido conservador homologable: su programa no establecía la apertura de un proceso constituyente tras las elecciones de junio, en sus filas abundaban los franquistas convencidos, y si en la candidatura madrileña al Senado por AP figuraba Arias Navarro, la lista por Málaga incluía al recalcitrante falangista Utrera Molina. Las formas de alguno de sus dirigentes, en particular del volcánico Fraga, no sugerían moderación: los incidentes broncos que rodearon los mítines de AP durante la campaña electoral, en alguno de los cuales Fraga hizo ademán de quitarse la chaqueta para enfrentarse a quienes reventaban sus apariciones, se unían a los omnipresentes elogios al período franquista, las críticas a UCD como compañera de viaje del marxismo disgregador y las alabanzas al Ejército. No era de extrañar que, en 1977-1978, casi un 70 % de los encuestados contemplase a AP como un partido franquista, y más de la mitad lo considerasen antidemocrático.

			 

			 

			B) La lucha por el centro

			Faltaba aún por articular una oferta política que cubriese el espacio de centro. En esa órbita se situaban en teoría diversos grupos liberales: el Partido Liberal de Enrique Larroque, el Partido Demócrata Popular de Ignacio Camuñas y la Federación de Partidos Demócratas y Liberales de Joaquín Garrigues Walker. También había democratacristianos, como la Izquierda Democrática del antiguo ministro franquista Joaquín Ruiz-Giménez, la Federación Popular Democrática del veterano dirigente socialcatólico José María Gil-Robles, integrados en el Equipo de la Democracia Cristiana; más el grupo de Izquierda Demócrata Cristiana de Fernando Álvarez de Miranda, que después adoptó diversas denominaciones. Y, finalmente, socialdemócratas, entre los que destacaban los diversos núcleos agrupados en la Federación de Partidos Socialdemócratas, liderada por el antiguo director del Instituto Nacional de Industria (INI) Francisco Fernández Ordóñez, y la Federación Socialdemócrata de Ramón Lasuén. Todos ellos tenían en común su defensa, con diversos matices, de la democracia liberal, así como la competencia desmedida entre pequeños grupos con militancia insignificante por disputarse el mismo espacio ideológico, y su falta de presencia organizativa, salvo quizá el incipiente Partido Popular, liderado por José M.a de Areilza. Con todo, las giras de varios de esos líderes por las provincias españolas generaban cierto entusiasmo, con mítines y comidas cuya asistencia era, en lo fundamental, mesocrática: a un acto de Pío Cabanillas y Areilza en Ourense, en enero de 1977, acudieron, según un asistente, «curas, párrocos, secretarios de ayuntamiento, médicos titulares, maestros y maestras, ganaderos, veterinarios. Una multitud alegre, hablando en voz alta, comiendo y bebiendo dionisíacamente».

			De la mano del veterano Gil-Robles, retornado al ruedo político con planteamientos no siempre realistas, y el antiguo reformista del régimen Joaquín Ruiz-Giménez, una parte de las organizaciones democristianas se articularía en el Equipo Demócrata Cristiano del Estado Español, donde también participaban el PNV, UDC y el Partido Popular Galego (PPG). Contaban con un importante apoyo logístico de la CDU alemana a través de la Fundación Konrad Adenauer, mientras que la fundación de la CSU bávara optó por apoyar a la AP de Fraga, siguiendo la estela de los viejos contactos de su líder Strauß con los reformistas del franquismo; no obstante, la jerarquía eclesiástica española era reacia a darles un apoyo explícito y exclusivo. Las malas relaciones personales entre los líderes democristianos, y sus discrepancias internas en temas fundamentales, preludiaban un futuro poco brillante para ellos. No obstante, creían navegar a favor del viento de la historia: si España, país mayoritariamente católico, había de seguir el camino de la mayoría de las democracias de posguerra en Europa occidental, cabían pocas dudas para los adalides democristianos y sus mentores extranjeros de que uno de los grandes partidos del futuro en la democracia española debía ser una potente democracia cristiana. Un partido confesional pero pragmático, capaz también de recoger numerosos votantes del franquismo sociológico, del mismo modo que la DC italiana había captado a muchos simpatizantes del fascismo tras 1945 o la CDU había integrado y reeducado a muchos ex nazis en sus filas y en su electorado.

			Los observadores foráneos se equivocaban, sin embargo, en tres aspectos. La jerarquía eclesiástica española dejó claro desde un principio que descartaba apadrinar o «patrocinar» cualquier partido político concreto, con lo que faltaba un apoyo básico que sí había estado presente en Italia o Alemania Federal durante la posguerra. Tanto el cardenal Enrique y Tarancón como su segundo, el jesuita Martín Patino, opinaban que la etiqueta democristiana en España restaba más que sumaba. Ni siquiera el Opus Dei optó de forma unívoca por la democracia cristiana, y repartió apoyos y personalidades en diferentes partidos del espectro derechista y conservador, incluyendo a catalanistas y nacionalistas vascos. Además, la debilidad política de la democracia cristiana con anterioridad a 1936 era motivo de que la etiqueta tuviese escasa capacidad de arrastre y evocase poco o nada a muchos electores. Por último, según mostraban los incipientes estudios de opinión, los votantes, tras cuarenta años sin acudir a las urnas, se sentían poco atraídos por las etiquetas ideológicas y sí por líderes y caras conocidas que les inspirasen confianza. En la sopa de letras de las siglas, por el contrario, no eran muchos los que eran capaces de orientarse. En eso contaba, y mucho, quién manejase los hilos del poder a la hora de poder captar buena parte del franquismo sociológico, o simplemente las simpatías de una clase media extensa, profesionales y propietarios agrarios deseosos de un cambio desde el poder que garantizase estabilidad.

			Ahí cobraba gran ventaja Adolfo Suárez, quien disponía de la Administración pública del Estado y del aparato burocrático del Movimiento, aunque este último era en los años setenta, según algunos observadores, un «tinglado malo, anticuado y antidemocrático», cuyo desmoronamiento era progresivo. No obstante, era también la única organización capaz de llegar a los rincones más recónditos a través de la estructura jerárquica de gobernadores civiles y alcaldes, todos ellos herencia de un régimen dictatorial. Suárez, además, conocía bien la Administración y sus recovecos, y tejió sólidas redes. En menos de un año, el presidente había consolidado su perfil público y desarrollado cierto carisma, basado en su simpatía y cercanía, su relativa juventud frente a los veteranos líderes de la mayoría de partidos taxi del centro político y la difusa conciencia que compartían muchos ciudadanos de que Suárez era «uno de los suyos». Como revelaría el escritor Javier Cercas —‌en su libro Anatomía de un instante (2009)—, su propio padre, oriundo de una familia católica y franquista de un pueblo de Cáceres, le ofreció una perfecta definición del fugaz suarismo sociológico: Suárez era de pueblo, había sido de Falange sin ser falangista convencido, era católico, tenía estudios, pero no era pedante ni intelectual; por tanto, no haría «tonterías». En el segundo trimestre de 1977, la popularidad de Suárez era mayor que la de cualquier otro líder político y obtenía un porcentaje de aceptación en las encuestas del 77 %. Teniendo en cuenta esa premisa, y el hecho de que esos mismos datos también mostraban que una mayoría de los españoles se ubicaban en el centro político y deseaban un cambio tranquilo y pautado hacia la democracia, una opción de centro sin excesivas etiquetas ideológicas, comandada por el Gobierno y respaldada tanto por la oposición moderada como por los reformistas del franquismo parecía tener buenas expectativas de victoria.

			La necesidad de crear una gran coalición de fuerzas de centro ya había sido aireada desde finales del franquismo por algunos grupos de opinión, como el ya mencionado Tácito, tras el que se hallaba un grupo heterogéneo de notables, surgido en abril de 1973, que abarcaba desde el conservadurismo católico hasta opositores moderados al franquismo, como Íñigo Cavero o Álvarez de Miranda. Los tácitos se incorporaron al Partido Popular creado por Areilza y Pío Cabanillas a fines de 1976, en el que también figuraban Emilio Attard o José Pedro Pérez-LLorca. Debía ser el embrión de un partido de centro de amplio espectro, partidario de la plena democratización del país y no confesional, para lo que estableció una alianza con varios grupos liberales, el Centro Democrático (enero de 1977). La nueva coalición atrajo a socialdemócratas como Fernández Ordóñez y los democristianos de Álvarez de Miranda. Sin embargo, no era capaz de superar las resistencias de parte de sus nueve partidos integrantes a conformar una organización integrada, porque todos ellos eran conscientes de estar viviendo un momento presidido por la provisionalidad político-institucional.

			Las reticencias de quienes provenían del antifranquismo hacia el azul Suárez se fueron disipando a medida que el presidente demostraba con sus acciones situarse a la izquierda de AP y a la derecha del PSOE; y la necesidad de unirse parecía evidente, a la vista de las normas electorales que regirían en los primeros comicios generales. Centro Democrático, además, carecía de liderazgo reconocible y asentado —‌el tándem Cabanillas-Areilza más una docena adicional de caras— y militancia extensa. Ni siquiera contaba con un apoyo visible por parte del empresariado, en aquellos momentos todavía muy vinculado a los intereses y estructura del Estado y sin organizaciones autónomas estables; en general, banqueros y empresarios anteponían la estabilidad y el miedo a la izquierda a cualquier otra consideración y veían a Suárez como una baza segura.

			El presidente del Gobierno, además, jugaba de modo inteligente con los tiempos y mantenía la incertidumbre acerca de la convocatoria de las primeras elecciones; él mismo había dudado si presentarse a ellas o si apoyar una opción propia, pero desde fuera, respaldando una suerte de «gran alianza» entre conservadores y centristas. En un principio, Suárez pensó en crear un partido de notables integrado por independientes, jóvenes profesionales de perfil reformista y con proyección pública en sus provincias, apoyándose en grupos como los procuradores del Grupo Parlamentario Independiente, fiel a Martín Villa. Sin embargo, pronto llegó a la conclusión de que para blanquear su expediente franquista lo mejor era unirse a la oposición moderada, en cuyas filas tenía un valedor: el tácito Pío Cabanillas. Por tanto, tras unas semanas de titubeos y al comprobar las malas expectativas que les auguraba una campaña independiente, los dirigentes de Centro Democrático optaron por converger con la plataforma propuesta por el presidente del Gobierno, estrategia más segura para evitar caer en la inoperancia. Era un pacto que convenía a todos, aunque sobre todo beneficiaba a Suárez, que pudo imponer condiciones, como la retirada de Areilza del primer plano. Como expresó Garrigues Walker, «Suárez, sin nosotros, podía ganar, pero no convencer. Nosotros, sin él, podíamos dar testimonio, pero no podíamos ganar». La incorporación de dirigentes que procedían de la oposición antifranquista moderada contribuía a legitimar y blanquear el pasado franquista del presidente y sus acólitos, y proporcionaba una mayor credibilidad internacional a su proyecto político, así como útiles conexiones con las organizaciones internacionales y partidos hermanos de cariz liberal, socialdemócrata o democristiano, y contactos con el mundo financiero y empresarial.

			En mayo de 1977, a partir de varios grupos y asociaciones, se constituyó la Unión de Centro Democrático (UCD). El partido agrupaba a una quincena larga de grupos y siglas, desde los democristianos de Álvarez de Miranda y Cavero a los socialdemócratas de Fernández Ordóñez o Gonzalo Casado, pasando por el Partido Popular de Cabanillas, Emilio Attard y Pérez-Llorca, cuatro grupos liberales, entre ellos los de Garrigues Walker y Camuñas, y cinco partidos de ámbito regional, entre ellos el Partido Social Liberal Andaluz de Manuel Clavero Arévalo, la Acción Regional Extremeña de Enrique Sánchez de León, la Unión Canaria de Lorenzo Olarte o el Partido Gallego Independiente de José Luis Meilán Gil. Entre todos los grupos integrantes no sumaban más de dos mil afiliados, en su mayoría aportados por el Partido Popular, el más cercano al Gobierno. La UCD nacía con el objetivo fundacional, ya expresado en las primeras reuniones de los dirigentes del Centro Democrático con Suárez, de «apoyar en las próximas Cortes la política del presidente Suárez en la consolidación de una democracia estable en España», sin fisuras ni abandonos; y sus parlamentarios se comprometerían a votar en bloque para defender la democracia, la monarquía, la unidad del Estado, el reconocimiento de las autonomías y la economía social de mercado. Suárez tendría una posición de fuerza que le permitiría tener la última palabra en la confección de las listas electorales, en las que figuraban varios de sus fieles colaboradores, como Martín Villa.

			Además de esos grupos, la UCD también reclutó sus primeros cuadros y dirigentes entre numerosos altos funcionarios del Estado sin previa militancia política, gobernadores civiles, alcaldes y notables locales que en parte procedían del régimen franquista, y cuyo apoyo en zonas rurales sería de gran relevancia para los éxitos electorales y la expansión territorial del nuevo partido. Pero igualmente se dirigió a captar para sus filas, como escribió Martín Villa, personas «poco comprometidas con el régimen anterior», que representaban a «la clase media con un cierto grado de implantación en sus provincias» y que tenían en común su identificación con «las actitudes del Gobierno en relación con el proceso de transición política». Para ello, Suárez disponía de amplia información: muestreos regulares realizados por el Instituto de Opinión Pública, la Presidencia del Gobierno e incluso el Estado Mayor del Ejército, y dosieres provinciales elaborados por alcaldes y gobernadores civiles acerca de las personas influyentes, notables e independientes que sería preciso atraer en cada una de las provincias, como les mostró en marzo de 1977 a los dirigentes del Centro Democrático en una reunión en la Moncloa. Una vez que esos notables e independientes apostasen por UCD como caballo ganador, la victoria estaría garantizada. Había que llevar a cabo una campaña moderada, sin hablar mal del franquismo para no herir susceptibilidades, y mirando al futuro, lejos de «radicalismos». Suárez también preveía que el socialismo aventajaría al PCE, cuya importancia política sería sólo relativa.

			El desembarco de los candidatos gubernamentales en las listas electorales de UCD fue muy relevante, aunque algunos de ellos crearon primero un partido instrumental (como Lorenzo Olarte) para incorporarse a la coalición, y otros se adhirieron directamente a los partidos integrantes de la misma. De los 165 diputados centristas en 1977, algo más de un tercio eran independientes o azules, y un 30 % provenían del Partido Popular de Cabanillas o del PPDC de Cavero y Álvarez de Miranda. Diecisiete de los 51 cabezas de lista de UCD al Congreso habían sido procuradores de las Cortes franquistas. Entre 1977 y 1979, 103 diputados de UCD habían trabajado de algún modo para el Estado y la Administración (lo que no implicaba siempre compromiso ideológico con el Movimiento, como Martín Villa gustaba de resaltar), número que ascendería a 104 en la legislatura siguiente. Hasta 63 diputados ucedistas entre 1977 y 1979 (38,2 %) habían estado muy comprometidos con el régimen franquista en diversas responsabilidades políticas, porcentaje que disminuiría al 37 % (62 diputados) entre 1979 y 1982. Además de los principales líderes del partido, como Suárez, Landelino Lavilla o Herrero de Miñón, el porcentaje de antiguos cargos de la dictadura era más elevado entre los diputados independientes o procedentes de grupos regionalistas.

			Tras las elecciones de 1977, la coalición electoral que en principio era la UCD se transformó en partido, adoptando estructuras presidencialistas que garantizaban el control de Suárez, quien recelaba de una organización demasiado fuerte que adquiriese autonomía suficiente para controlar al Gobierno, en vez de servirle de instrumento. Con ello, también se disolvían formalmente las siglas integrantes de la UCD. Ese presidencialismo fue confirmado por los estatutos aprobados por el primer congreso del partido, que tuvo lugar en octubre de 1978 y que eligió presidente a Suárez y secretario general a Rafael Arias-Salgado. La definición ideológica era vaga, a fuer de amplia e inclusiva: la UCD sería un «partido político democrático, interclasista, reformista y progresista», cuyos fundamentos doctrinales eran el personalismo cristiano, la democracia, la libertad, el humanismo y la igualdad. La organización centrista nació y se desarrolló, por tanto, como un partido ómnibus, capaz de aglutinar sensibilidades variadas situadas entre el PSOE y el reformismo blando de AP, y cuya tarea principal, concluir la reforma política, actuaba de elemento aglutinador. En el seno de la nueva UCD la línea divisoria principal se situaba entre quienes, en su mayoría vinculados profesionalmente a la Administración del Estado, defendían una política económica de corte socialdemócrata o democristiano clásico, con intervención estratégica del sector público, y quienes abogaban por una reducción del papel del Estado en la economía y privilegiaban la iniciativa privada. Existían igualmente líneas de fractura en lo relativo a derechos civiles y cuestiones sociales, que dividían sobre todo a católicos —‌democristianos, parte de los tácitos, independientes vinculados al Opus Dei—, reticentes a la aprobación del divorcio o a disminuir las prerrogativas de la Iglesia en materia educativa, y liberales, más partidarios del laicismo. También se registrarían desavenencias acerca de la cuestión territorial, sobre todo entre algunos de los partidos regionalistas integrados en la UCD y en sus organizaciones catalana, gallega y andaluza.

			 

			 

			C) Varios socialismos y sólo uno verdadero

			El PSOE pudo celebrar su XXVII Congreso entre el 5 y el 8 de diciembre de 1976, dos meses antes de ser legalizado de forma definitiva, bajo el lema «Socialismo es libertad». La única condición que impuso el Gobierno de Suárez fue que no realizase un gran despliegue propagandístico, lo que a la postre resultó difícil de cumplir. Al cónclave asistieron cientos de delegados, corresponsales de prensa extranjeros y la plana mayor de la socialdemocracia europea, empezando por Willy Brandt, como presidente de la Internacional Socialista; el portugués Mário Soares, el sueco Olof Palme, el austríaco Bruno Kreisky y el danés Anker JØrgensen, entre otros. Los tres últimos eran, además, jefes de gobierno de sus respectivos países. El congreso del partido, que en aquellos momentos contaba todavía con una afiliación escasa —‌diez mil militantes a lo sumo, con notorias desigualdades de implantación territorial fuera de los núcleos andaluz, vasco y asturiano—, se caracterizó por un amplio despliegue de retórica izquierdista y pragmatismo táctico. El PSOE se definía como una organización de clase, de masas, marxista y democrática, cuyo «método dialéctico» de transición al socialismo combinaría la lucha parlamentaria con la movilización popular y la promoción de órganos democráticos de poder de base, sin descartar «intervenciones enérgicas y decisivas» sobre «las estructuras económicas de la sociedad burguesa». La sociedad socialista a ser construida incluiría la socialización de los medios de producción, aunque respetaría las libertades democráticas. Los socialistas de González preferían la república federal como forma de estado, pero afirmaban que una monarquía parlamentaria era compatible con la democracia. No obstante, también se mostraban dispuestos a participar en las elecciones, aun si no todos los partidos políticos eran legalizados, y renunciaban de manera implícita al postulado de la formación de un gobierno provisional.
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